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En este trabajo de investigación se presentan los resultados en relación con el conflicto 
jurídico, social y territorial  presentado en Medellín alrededor del tema de la vivienda de interés 
prioritario –VIP–  en correspondencia con el uso y aplicación de las normas que la regularon en 
el periodo 2008 - 2014. En él se muestra cómo emerge el conflicto,  y cómo se construye la 
realidad desde el conflicto presentado identificando los actores, sus racionalidades, las 
motivaciones, los roles y los intereses que los movilizan. Finalmente se ejemplifica que el 
proceso de cambio normativo se da a partir del conflicto, tal como sucedió en Medellín, con el 
cambio normativo dado en el  POT en relación con la VIP  y  la derogación de los decretos 
nacionales 2060 y 2083 de 2004.  Los cambios normativos señalados sucedieron a partir de las 
disputas político-sociales ocurridas alrededor del tema de la VIP,  Por lo que se llega a 
comprender el conflicto como una forma de producción y de transformación del derecho. A 
partir del tema de la VIP,  fue posible configurar interpretaciones de la realidad normativa, 
social y territorial en relación con esta figura como una contribución académica que se 
desarrolla desde los estudios urbano-territoriales. 
Palabras clave: Conflicto jurídico, social y territorial. Uso y racionalidades normativas. 










In this research the results are presented in relation to the legal, social and territorial conflict 
presented in Medellin around the issue of priority interest housing -VIP- in correspondence with 
the use and application of the rules that regulated in the period 2008 - 2014. it shows how the 
conflict emerges, and how reality is constructed from the conflict presented by identifying the 
actors, their rationales, motivations, roles and interests that mobilized. Finally exemplified the 
process of regulatory change is given from the conflict, as happened in Medellin, with the 
regulatory change given in the POT in relation to the VIP and the repeal of the national decrees 
2060 and 2083 2004 Changes regulatory marked happened from the political and social disputes 
occurred around the issue of VIP, so you will come to understand the conflict as a form of 
production and processing of law. From the issue of VIP it was possible interpretations set of 
regulations, social and territorial reality in relation to this figure as an academic contribution 
that develops from the urban-territorial studies. 
 
Keywords: legal, social and territorial conflict. Use and policy rationales. Changes, 








El tema de la Vivienda de Interés Prioritario  (en adelante, VIP) en Colombia  ha cobrado 
mucha importancia en el último decenio. Sobre todo, porque se ha utilizado como un 
instrumento para el desarrollo de la política oficial de vivienda, con el fin de cumplir sus metas 
cuantitativas y, de esta manera, realizar el  propósito de entregarles vivienda a las familias de 
escasos recursos del país. 
Las reflexiones e investigaciones con relación a  las VIP en el país se han enfocado hacia la 
tipología y calidad de la vivienda, su ubicación espacial, la segregación social  y el valor del 
suelo, la destinación y el valor de los subsidios, así como el déficit cuantitativo de vivienda, por 
lo que encontramos viable y pertinente abordar el tema de la vivienda de interés prioritario desde 
el conflicto que esta plantea y la transformación de la norma a partir del mismo.  
En efecto, las miradas que se dan al  tema están dirigidas, principalmente, hacia si esas 
viviendas  deberían ubicarse en suelos de la periferia o si, por el contrario, han de  tener cabida 
en los proyectos de renovación  urbana,  para impedir la marginalidad y segregación sociales. 
También existen otros análisis con relación a la política de vivienda, desde el punto de vista  
económico y financiero,  dado que la misma tiene muy marcados sus objetivos respecto a los 
sectores como el financiero y de la construcción, en tanto motores del crecimiento  y desarrollo  
del país. 
Otros estudios  incluyen aspectos como los subsidios y  la financiación, el déficit cualitativo 
de vivienda y  el valor de venta  fijado como precio máximo; también  las condiciones propias 
del inmueble, de modo que las familias de escasos recursos  puedan tener  acceso a este bien. 
Por las consideraciones anotadas, el centro del presente trabajo investigativo radica en el 
conflicto que se presenta alrededor del  tema  de la vivienda de interés prioritario desde varios 
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puntos de vista: normativo, social, territorial y  en relación con el uso y la aplicación de las 
normas VIP en Medellín. A partir de allí, se planteó el objetivo general de “evidenciar la 
relación entre norma, sociedad, y territorio a partir del conflicto socio-jurídico construido que 
emerge en torno a la vivienda social en la modalidad de VIP en Medellín dentro del periodo 
comprendido entre el 2008 y 2013” periodo que con el transcurrir  de los hechos especialmente 
normativos se amplió al año 2014. Y unos objetivos específicos que consistieron en: 
“caracterizar el conflicto socio-jurídico generado alrededor de la VIS. Identificar los actores, 
las narrativas, la interpretación normativa, las competencias  y  las decisiones tomadas por los 
actores públicos y privados presentes en el conflicto de la VIS en la modalidad de VIP.  
Describir las configuraciones socio-territoriales generadas a partir de la aplicación normativa 
de la VIP en Medellín, e interpretar  sus implicaciones en el ordenamiento territorial.  A partir 
de estos, se buscó indagar y comprender cómo se construye la realidad desde los conflictos 
jurídico, social y territorial,  y  cómo emergió y se estableció el conflicto con base en la 
aplicación normativa de ese tipo de vivienda. Por supuesto, ello implica reconocer los  actores 
que han interactuado en forma permanente y cambiante, cuyas decisiones en las diferentes  fases 
del proceso deben ser entendidas, de modo que se puedan identificar las motivaciones  y  los 
roles  que los movilizan,  fundamentados en la interpretación, uso  y aplicación de las normas 
y, por ende, en la generación de otras nuevas. 
En relación con dicho tema central, es necesario aclarar que el marco normativo de la 
vivienda de interés prioritario abre una gama de posibilidades interpretativas al no tener 
reglamentación específica. Esto,  porque ese marco está determinado por las políticas y 
directrices nacionales, las cuales, por su carácter son generales  y a través de ellas  se expresan 
principalmente los propósitos económico y financiero del país. Y, por supuesto, se abordan en 
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una forma menos determinante los problemas social y espacial cuando se trata  de la  
construcción, venta y ubicación de la VIP.   
Por lo demás, hay que tener en cuenta que el carácter social y la dimensión territorial de la 
VIP  deben ser dos de los fines  de su construcción y el principio  de la regulación de este tipo 
de vivienda. Solo así, sería efectiva como mecanismo de protección y beneficio para la 
población de escasos recursos. También, en tanto estrategia de la política de vivienda, podrá 
incidir en forma adecuada y positiva en el desarrollo morfológico urbano y territorial de la 
ciudad. 
El asunto de la VIP cobra relevancia en la medida en que esta es pensada por el gobierno 
nacional como una modalidad de vivienda social, definida por el precio de venta y dirigida hacia 
personas de bajos recursos económicos, como únicas características que la identifican en el 
marco normativo. En lo demás, no posee ningún tipo  de reglamentación que la defina, no solo 
en las normas nacionales sino también a nivel local.  
De ahí que en cuanto a la aplicación normativa de la VIP, se presentó  un fenómeno de 
características conflictivas en lo social, jurídico y territorial, desarrollado  entre  diversos 
actores. Situación debida a la variada interpretación y uso que se le han dado a  las normas  
nacionales dentro del ordenamiento local. Esto ha obligado al municipio de Medellín a dar una 
mirada profunda al tema y a realizar una nueva normativización, la cual se hace evidente en la 
revisión del POT 2014 y en la derogatoria de los decretos nacionales 2060 y 2083 de 2004 por 
el Gobierno nacional. En consecuencia, se espera que dichos cambios normativos operen 
directamente en el territorio y en la sociedad. 
La nueva producción normativa también presenta la visión de la VIP frente al nuevo POT. 
Allí se define como una carga urbanística,  distribuida como un costo en los proyectos de 
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urbanización, es decir,  trasladada como obligación urbanística a los macroproyectos. Dicha 
normatividad es retomada  como un instrumento  del que hará uso exclusivo el municipio, por 
medio de la reglamentación del derecho de preferencia,1 con lo que se aprecia un cambio 
sustancial en la manera de desarrollar y aplicar esta figura normativa en Medellín. 
 
El tema de  la VIP cobra importancia para los estudios territoriales, y tiene vigencia en la 
medida en que, como modalidad de la vivienda social,  está en desarrollo, actualmente se aplica  
y hace parte del  conocimiento.  Por ello mismo,  a partir de su aplicación se  evidencia el 
conflicto ya enunciado y que se aborda en este trabajo de tesis. Se trata pues, de interpretar, 
entender e identificar los  actores que intervienen en el conflicto y las diferentes racionalidades 
que interactuaron y, al mismo tiempo, observar las configuraciones socio-espaciales que 
surgieron a partir de su implementación. 
Ahora bien, el conflicto señalado nació a partir de la aplicación de la norma nacional 
correspondiente a los decretos 2060 y 2083 de 2004. Mediante estos  se permitió construir 
                                            
1 Del Plan de Ordenamiento Territorial de Medellín: “Es una facultad otorgada por la ley en favor de los Bancos 
Inmobiliarios, entidades que ejerzan sus funciones y propietarios o poseedores de inmuebles incluidos en 
programas de renovación urbana, para realizar la primera oferta de compra a un inmueble según los [sic] 
establecido por el artículo 73 de la Ley 9 de 1.989 [sic] y 119 de la Ley 388 de 1.997 [sic] o la norma que los 
modifique, complemente o sustituya. Las entidades públicas con funciones de Banco Inmobiliario, de acuerdo con 
lo establecido en el presente Plan podrán establecer el derecho de preferencia sobre los inmuebles a adquirir en el 
marco de los programas y proyectos a su cargo. El acto administrativo que establezca el derecho de preferencia, se 
inscribirá en el folio de matrícula inmobiliaria.  Una vez efectuada la oferta de compra por parte del titular del 
derecho real, la entidad respectiva contará con tres (3) meses contados [sic] desde la fecha de recepción de la oferta, 
para ejercer su derecho de preferencia, y un plazo adicional de seis (6) meses para perfeccionar la transacción. Si 
la entidad desiste de ejercer este derecho, deberá solicitar el retiro de la medida y el propietario tendrá el derecho 
de ofrecérselo a un tercero y se entenderá surtida la obligación. Parágrafo. Los operadores urbanos públicos serán 
las entidades encargadas de canalizar la demanda y la oferta de suelo, a fin de establecer el número de inmuebles 
necesarios para garantizar la protección a los moradores en proyectos asociados a las Áreas de Intervención 
Estratégica. Los predios a los cuales se les establezca el derecho de preferencia, deberán ser previamente 
determinados por el operador urbano público”. (Artículo 491 del Acuerdo  48 de 2014) 
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edificaciones de interés prioritario con altas densidades en cualquier lugar del territorio 
nacional, incluyendo los ubicados en los estratos altos de las ciudades. En el caso de Medellín, 
esa orientación no se aceptó y, por consiguiente,  se cuestiona la ubicación  de este tipo de 
vivienda e el estrato alto, desde el punto de vista social y  económico. Por ello se hizo necesario 
realizar una revisión de los sistemas normativos local y nacional, con la finalidad de modificar 
su implementación en el espacio urbano. 
Mediante esta investigación se observa que el conflicto relacionado con la VIP, en principio, 
se resolvió dentro del campo jurídico, con la promulgación de nuevas normas que entraron a 
definir diferentes condiciones espaciales, transformando, a su vez, las   posiciones de los actores. 
Con esto se demuestra  que el proceso de cambio normativo, en general, sucede a partir del 
conflicto. La comprensión del tema permite, entonces, revisar la aplicación de las normas VIP 
en Medellín, en el contexto espacial y temporal. Con base en ello, es posible desarrollar 
explicaciones  y configurar interpretaciones de la realidad normativa, social y territorial en 
relación con la figura en estudio, lo cual, por otra parte, ha de contribuir a las reflexiones e 
investigaciones que académicamente se han venido impulsando  desde los estudios urbano 
territoriales. 
La estructura de la presente propuesta se desarrolla en  tres capítulos. En el primero se 
establecen  los referentes conceptuales  que se proponen como base  para interpretar  y   abordar 
el problema dentro de un ámbito teórico. El significado de este apartado se cimienta en que a 
partir de los conceptos teóricos se analiza el tema central de la investigación referido al conflicto 
relacionado con  las denominadas “falsas VIP” como mito o realidad, tanto desde el aspecto  
jurídico, como del social y espacial, en referencia a la interpretación y aplicación de las normas 
VIP en Medellín. Allí se evidenciaron, por consiguiente, la existencia de prácticas normativas, 
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así como el uso de conceptos y símbolos utilizados por los diferentes actores. Esto es importante 
analizarlo a la luz de los conocimientos previos, desde los diferentes autores que se toman en 
cuenta para este trabajo. 
 El marco conceptual de esta investigación gira, pues, en torno al desarrollo de conceptos 
como la producción material y simbólica de la norma; se revisa, además,  su aplicación 
estratégica, la eficacia material y simbólica del derecho, el mito, el símbolo y la norma; el mito 
en el derecho, los símbolos mitizados y la función reguladora de la realidad social. Dentro del 
marco teórico también se pasa revista a conceptos como el derecho y el conflicto social, el poder 
social del derecho y el uso de la norma,  temas cuya pertinencia y relevancia para la 
investigación, y concretamente para analizar el tema de la VIP, serán referidas  en el desarrollo 
de cada noción. 
 
El segundo  capítulo está relacionado con las escalas de regulación de la vivienda. Inicia con 
la presentación de los aspectos teóricos referidos a la regulación globalizada, los paradigmas de 
la reglamentación de  la vivienda  a partir de la globalización y las políticas de VIS en Colombia; 
temas que se consideran oportunos y destacados,  en la medida en que se evidencia la 
problemática global que atraviesa la cuestión de  la vivienda. De hecho,  esta situación ocupa 
hoy las agendas a nivel mundial. Se hace necesario, entonces, comprender las diferentes escalas 
normativas  y los principios globales desde los cuales se resuelven los conflictos, pues el centro 
de la política de vivienda en Colombia tiene un enfoque  económico y financiero  direccionado 
hacia los procesos de globalización, por el influjo de capitales en el marco del orden mundial.  
En este capítulo en cuanto a las escalas de la regulación se examina la VIP en Medellín, a 
partir de la  regulación local y el plan de ordenamiento territorial, como una forma de  
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contextualizarla dentro del orden nacional y local para  precisar las motivaciones y la 
intervención de las instituciones en el desarrollo de esta modalidad de vivienda, como una forma  
comprender su regulación y cómo son concebidas las normas de la VIP en el plan de 
ordenamiento territorial de Medellín. 
 El tercer capítulo da cuenta de los resultados de la investigación. Allí se  caracteriza el 
conflicto  identificado; se hace una descripción de los hechos que dieron origen al mismo desde 
la dimensión jurídica, social y territorial; se presentan los actores participantes; se evidencian 
las narrativas, uso e interpretación que ellos hacen de las normas VIP;  se muestra cómo se dio 
la aplicación de estas  por parte de los diferentes actores; se realiza un análisis de las 
configuraciones espaciales que nacen a partir de la construcción de la VIP y se  ubican los 
proyectos aprobados en el mapa físico de la ciudad; finalmente, a modo de conclusión, se retoma 
la exposición del mito y las falsas VIP, como una respuesta a uno de los interrogantes de la 
investigación  dentro  de los compromisos del tema central de esta investigación. 
En este apartado, entonces, se hace  la presentación de los hechos registrados en una forma 
coherente y ordenada; la identificación de los actores, sus roles y posiciones dentro del 
conflicto; la caracterización de las diversas formas de interpretar y aplicar las normas VIP. Todo 
ello posibilita comprender que  “las falsas VIP”, en términos del marco conceptual planteado, 
solo es un símbolo o representación social  de los hechos ocurridos y descritos. “Las falsas VIP” 
solo simbolizan  el uso e interpretación de las normas VIP, desde una mirada  diferente a la 
intensión del legislador y a la esperada por algunos grupos sociales. Situación que  implicó la 
existencia de un  conflicto cuya solución planteó la derogación de las normas nacionales 
mediante las cuales se establecieron y regularon  las VIP. En correspondencia con ello,  se erigió 
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una nueva regulación en el marco del plan de ordenamiento territorial, puesto que los  usos 
normativos repercutieron en el cambio del ordenamiento tanto a  nivel nacional como local.  
En cuanto a la parte metodológica, el estudio se desarrolló desde la perspectiva de la 
investigación cualitativa. Se buscó indagar y comprender cómo se construye la realidad desde 
el desarrollo de los conflictos jurídico, social y territorial surgidos y establecidos a raíz de  la 
producción y aplicación normativa de la vivienda de interés prioritario. Con base en la 
aplicación de diferentes instrumentos de investigación se llegó a una reflexión sistemática sobre 
el tema; para ello se utilizaron sendas entrevistas a dos  ex-curadores  y a uno  que aún 
permanece en el cargo; a un notario, un líder comunitario y un registrador de instrumentos 
públicos. Todos ellos constituyeron fuentes de información muy valiosa  que contribuyó de 
manera significativa en el logro de los objetivos planteados en el trabajo. Ellos informaron, 
desde sus  miradas, las diversas posturas, roles y la experiencia vivida en relación con la 
aplicación e interpretación de las normas VIP y el propio conflicto.  
La selección de los  entrevistados se da a partir del análisis que inicialmente se realiza en los 
instrumentos documentales referidos a los medios de prensa escrita,  y a las actas del Concejo 
de Medellín. Al revisar esta documentación se pudo concluir  que era necesario dar una mirada 
a los curadores, los notarios, los registradores de Medellín, los funcionarios de planeación, como 
actores claves en el conflicto evidenciado. 
En cuanto a la aplicación de los instrumentos, también se tuvo en cuenta la mirada de los 
constructores privados de vivienda VIP, y de algunos profesionales  que desde sus experiencias 
han vivido el conflicto. Ellos, mediante un grupo focal, permitieron acceder a sus posiciones, 
miradas e interpretación, desde la óptica del ramo de la construcción privada de VIP. El grupo 
focal mencionado estuvo compuesto por 10 profesionales  del ramo de la construcción privada 
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—arquitectos, ingenieros, abogados, asesores y constructores—, dedicados a la edificación y 
venta de VIP, quienes desde su perspectiva colaboraron para interpretar en profundidad y detalle 
los  comportamientos  sociales  y las prácticas cotidianas emanadas de su relación con la 
interpretación y aplicación de  las normas  VIP.   
El primer acercamiento al tema de investigación ocurrió con la revisión documental, la cual 
incluyó normas nacionales y locales,  informes de prensa, escritos varios,  ensayos  y  circulares 
interpretativas. También se escrutaron actas  del   Concejo de Medellín y las sesiones  que 
durante el periodo 2008 – 2014 estuvieron relacionadas con las VIP. Mediante la labor señalada 
se accedió a un entorno de acontecimientos que posibilitaron la identificación de la mayoría de 
los actores involucrados en el conflicto.  
 
Desde el punto de vista normativo y territorial, la investigación estuvo circunscrita  a un 
momento histórico importante: coincidió con  los primeros ajustes y modificaciones al Plan de 
Ordenamiento Territorial (POT) de Medellín. En ese sentido, lo que se hizo, incluyó la revisión 
documental y el análisis del contenido del POT anterior  (Acuerdo 46 de 2006), así como los 
decretos reglamentarios. Además, se analizaron “la revisión y ajuste” del POT de Medellín,2 lo 
que  permitió contrastar e interpretar los cambios de ordenamiento territorial como respuesta a 
la problemática presentada y que luego incidieron fuertemente en el tema de la vivienda de 
interés prioritario en la ciudad. 
En fin, el aporte de la investigación  radica en el abordaje que se hace, desde los estudios 
urbano territoriales, a la problemática  actual que en Medellín se creó al tratar de aplicar la 
                                            
2 Es decir, el Acuerdo 48 de 2014, por medio del cual se adoptó la revisión y ajuste de largo plazo del Plan de 
Ordenamiento Territorial del Municipio de Medellín. 
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normativa de la VIP; en ese contexto se creó un conflicto con características jurídicas,  sociales  
y  territoriales,  el cual, hasta el momento, no ha sido estudiado, interpretado y definido. 
Una vez se llega a la comprensión del problema de la vivienda de interés prioritario, es 
posible desarrollar explicaciones y configurar interpretaciones de la realidad, tanto jurídica 
como social y territorial, del asunto. Por consiguiente, se puede contribuir a reconfigurar la 
reflexión  y el análisis en torno a la normatividad VIP. Ello servirá como  fundamento  para 
otras investigaciones, dado que, como ya se anunció, la revisión del  POT trajo  cambios 
normativos en relación con  la VIP, que permite  nuevos enfoques y usos de las normas. Con 
toda seguridad, habrá otras coyunturas que ameriten ser respondidas desde estas bases  
específicamente.  
 
En efecto, la presente tesis  podrá ser consultada por diferentes instituciones y los actores 
involucrados en el tema, como referente y como aporte inicial  dentro de los cambios que se 
promuevan en materia de política de vivienda.  
Por lo demás, como parte de la formación profesional y académica, esta investigación  significa 
un aprendizaje valioso para quien la expone, pues a partir de allí se generaron inquietudes, 
conocimientos y responsabilidades académicas. En ese sentido, se considera como un 
compromiso profesional la contribución con  aportes desde la investigación, en temas de 
estudios  urbano-territoriales y de ciudad, con base en la disciplina del derecho. 
18 
La vivienda de interés prioritario en Medellín 
 
Capítulo 1. La producción material y simbólica de la norma 
 
El marco teórico de este trabajo investigativo  parece conveniente comenzarlo con el 
desarrollo de los conceptos nominados en forma general como  producción material y simbólica 
de la norma. En la primera parte comprende  temas como su aplicación estratégica y  la eficacia 
material y simbólica del derecho. A partir de estos conceptos se podrá  revisar  la aplicación de 
las normas VIP y evidenciar una disputa social por  la apropiación del sentido de las normas, 
sus diferentes usos y la existencia de otras producciones reglamentarias como decretos, 
resoluciones, circulares interpretativas, acuerdo de revisión del POT,  los cuales se emitieron 
como una forma posible de darle solución al  conflicto planteado en torno a la VIP. 
En la primera parte de este capítulo se presentan temas como el mito, el símbolo y la norma, 
el mito en el derecho y como se torna simbólicamente, los símbolos y la función reguladora de 
la realidad social. Se trata de plantear, desde estos conceptos, los elementos que constituyen  
una pieza fundamental de esta investigación, ya que se pretende establecer si existen o no las 
falsas VIP y cómo encaja este señalamiento  dentro del concepto de mito, tal como lo califican 
algunos actores. De esta manera se podrá categorizar y comprender conceptualmente qué tipo 
de significados y elementos  envuelve este señalamiento social. Las visiones planteadas aportan 
al trabajo los sustratos desde  los cuales se han de apreciar los hechos y los resultados del estudio 
emprendido.  
La segunda parte, contiene temas como el derecho y el conflicto social,   el poder social del 
derecho y el uso de la norma. Es necesario darle dicho enfoque teórico a la investigación porque 
entre los objetivos de esta se plantea interpretar cómo emerge y es tratado el conflicto jurídico 
en torno al uso y  la aplicación normativa de la vivienda social en la modalidad de VIP en el 
19 
La vivienda de interés prioritario en Medellín 
 
territorio de Medellín. Por tal razón, es pertinente y determinante fijar los conceptos que sirvan  
para identificar, caracterizar e interpretar el conflicto objeto de estudio. 
 
1.1 Aplicación estratégica de las normas 
 
La aplicación estratégica de la norma es un concepto tomado de  García (1993). Así se puede 
ver  otra función del derecho, esta vez relacionada con la introducción de las disputas sociales 
por la apropiación del sentido de las normas.  Según este autor y  Rincón Patiño (2006), puede 
decirse que durante el proceso de aplicación de las normas,  cada uno de los actores  delimita 
un campo estratégico de interpretación dentro del cual buscan preservar sus intereses. Por lo 
tanto, existe  la disposición para imponer la forma de interpretar, practicar y usar la norma dentro 
de la lógica de la mayoría  y  con la fuerza que imponga el cambio, ya sea a través de la  
confrontación o a través de la negociación.  
La suma de los intereses de los diversos individuos da lugar al surgimiento del pensamiento 
colectivo. Se busca preservar o detentar determinado interés y en ese proceso de intercambio, 
negociación o disputa, se introduce la práctica y puesta en marcha de la norma. Este concepto 
se comparte con Rincón Patiño (2006),  de modo que a partir de  la interpretación de las normas 
se logra cumplir una función social reguladora  más eficaz, pues  lo aceptado por el colectivo 
constituye la regla para la consolidación y logro de los objetivos. 
De acuerdo con los conceptos de los autores que se vienen citando, se puede decir que cada 
una de las fuerzas que intervienen en el tiempo y en el espacio adopta sus propios mecanismos  
para imponer la nueva manera de interpretar  y practicar las reglas. Así se produce el cambio en 
relación con la puesta en marcha de la norma, es decir, posiblemente se logra con ella un 
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objetivo diferente al inicialmente determinado por la misma. Ello ocurre de este modo porque 
la norma, en general, tiene un propósito  desde su creación y su emisión es para respaldar unos 
intereses específicos y, posiblemente, no consulta la realidad de los destinatarios. 
La fuerza interpretativa que se da a las normas, las decisiones políticas estratégicas que 
conlleva esa interpretación  y   la  aplicación de las mismas, según el sentido que se les da por 
la óptica mayoritaria,  vencedora  o dominante  en el campo de intereses, incorpora la eficacia 
simbólica del derecho (García, 1993), en tanto permite  su aceptación social y su cumplimiento,  
independientemente de la existencia o no de una sanción. 
Lo dicho es pertinente en cuanto al objeto de esta investigación, dado que en el tema de la 
vivienda de interés prioritario y en el conflicto presentado que se analiza en este trabajo, se 
observa cómo los diferentes actores realizaron estrategias de uso y aplicación de las normas en 
materia de VIP con el fin de lograr la conquista de sus intereses en uno  u otro campo. Esto 
permitió la generación de las diferentes disputas por ganar el sentido que cada actor le fijaba a 
las mismas. 
De esta manera, se hizo evidente cómo las prácticas normativas realizadas por  actores de la 
construcción llegaron a cumplir un objetivo distinto al pretendido inicialmente con la 
promulgación de  los decretos nacionales  2060 y 2083 de 2004. Por tales consideraciones, se 
puso sobre la arena política  y en la agenda del gobierno local la necesidad de una nueva 
interpretación y un cambio de las normas VIP. Dichas modificaciones se llevaron a cabo a partir 
de las estrategias políticas institucionales para lograr una fuerza reguladora eficaz y que 
preservara la intención y el  interés que se proponía alcanzar con las normas VIP desde la  
política de vivienda. Así se llega al plano de las dimensiones materiales y simbólicas de la 
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norma, que será pertinente revisar a continuación para dar una mirada como se efectiva desde 
la aplicación estratégica de la norma su eficacia simbólica. 
 
1.1.1 Eficacia material y simbólica del derecho 
 
Como se infiere de lo explicado en relación con la aplicación estratégica de las normas 
relacionadas con las VIP,  se evidencia cómo los actores que hicieron uso de tales reglas se 
apropiaron de su fuerza material, es decir, de su fuerza reguladora. Su objetivo fue conseguir 
unos efectos pactados por quienes las utilizaron (fuerza simbólica) de una manera que no 
necesariamente se correspondía con la intención normativa y el interés esperado en el desarrollo 
del territorio local. Los “usos normativos” (Rincón Patiño, 2009),  dados por los actores de la 
construcción situaron  a los gobernantes en una posición tal que los llevaron al análisis y,  por 
consiguiente, a la decisión de derogar las normas nacionales y locales en materia de VIP. Con 
esta determinación se evidenció la  pérdida de eficacia de los decretos 2060 y 2083 de 2004. 
Fue claro que el uso e interpretación que se les dio socialmente no correspondía a los deseados 
y esperados por el espíritu intencional de dichas reglamentaciones. En ese sentido, García 
(1993) propone revisar los conceptos de eficacia material y simbólica del derecho, lo que lleva 
a comprender el uso, la interpretación y la estrategia de aplicación de las normas que los actores 
implementan en un contexto determinado.  
Los  conceptos de “eficacia material y simbólica  del derecho”  que se comparten con García 
(1993, 101),  sirven para entender y diferenciar  las funciones del derecho escrito, con respecto 
al  derecho usado e interpretado. Este autor dice que  el término de  eficacia del derecho se 
puede definir como el grado de incidencia de la norma en la conducta  o en el comportamiento 
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de los destinatarios. Transcribiendo ideas de los autores citados, podemos decir que cuando se 
pone en marcha el derecho, no siempre la conducta seguida por los destinatarios corresponde al 
objetivo perseguido por la norma, o al dado por el legislador; por consiguiente, la falta de 
correspondencia entre la norma y la conducta produce el desuso del derecho y la pérdida de 
eficacia material del mismo.  
García (1993)  propone que la eficacia material del derecho  se corresponde con la capacidad 
que tiene la norma  para producir los efectos que persigue en sus destinatarios. Desde dicho 
autor se entiende que la norma tiene per se una capacidad reguladora que se transmite en sus 
enunciados  y sus efectos se producen independientemente de la existencia o no de una sanción. 
Materialmente la fuerza que  promueve el derecho no está determinada por el discurso, por las 
fuerzas sociales o por su interpretación;  la fuerza reguladora, su capacidad para causar efectos, 
deviene de la norma como instrumento regulador generalizado y aceptado socialmente. 
De acuerdo con Rincón, el  Estado establece un “poder normativo” 3 sobre la base de la 
autoridad.  Por lo tanto, el sistema jurídico es un fenómeno aceptado  socialmente, sin que se 
esté hablando de eficacia y validez, es decir, sin que sea cumplido y practicado. La eficacia 
material del derecho se funda en la idea de que en el mundo jurídico las normas producidas por 
el legislador, la existencia de sanciones y de operadores que las hacen cumplir,  generan 
confianza, seguridad jurídica y orden. En consecuencia, la norma por sí misma  está llamada a 
producir efectos materiales en la sociedad. 
                                            
3  Rincón Patiño , define el poder normativo como aquel “que se impone a través de agentes reguladores quienes 
administran un cuerpo de normas que a través de recursos en algunos casos argumentativos, en otros violentos, 
buscan evadir, mutar, tramitar,  y controlar el conflicto”.  Ver en: La Ciudad Latinoamericana En El Siglo Xxi. 
Globalización, Neoliberalismo, Planeación. En: Colombia  ISBN: 978-958-728-018-0  ed: Universidad Nacional 
De Colombia Medellín, 2009  p. 243. 
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La conducta frente a las normas varía significativamente. Se puede examinar con base en el 
concepto del uso de la norma (Rincón, 2009)  o con respecto al concepto de estrategia y 
aplicación de la misma (García, 1993). Las reglas pueden ser  desconocidas  y desobedecidas 
en su totalidad; pueden ser reconocidas pero no obedecidas o  pueden no ser aplicadas pero sí 
reconocidas;  pueden también ser aplicadas en el sentido que los destinatarios les dan, pero 
dicho accionar no coincide con la intención del legislador,  pues tales operadores de la norma 
adoptan,  mediante una actitud generalizada,  varias formas de ella y se valen de su fuerza 
material  para hacerla obedecible y obtener los beneficios en la forma dispuesta por la mayoría. 
Como lo expresa  García (1993),  más allá de la “eficacia material” existe la “eficacia 
simbólica del derecho”, que puede entenderse como la fuerza vinculante que tiene la 
interpretación y el uso de la norma que se da por la mayoría social: “la cadena de justificaciones 
que hace parte de un conjunto de símbolos, acordados entre las instituciones políticas y los 
miembros de una sociedad,  sobre los cuales no existe la posibilidad  alguna de concesión o de 
negociación” (García Villegas 1993 p.101). En otras palabras, existen ideales expresados por la 
mayoría, o efectos acordados y deseados socialmente frente a una norma emitida por el 
legislador,  que hacen las veces de referente obligado para los receptores, más allá de los efectos 
de la norma misma. 
 
Como lo expone Rincón Patiño (2009), las normas no siempre son traídas al ordenamiento 
con claridad y precisión y  no necesariamente se corresponden con las necesidades y los 
intereses de los destinatarios. Sin embargo, una vez emitida la norma, la sociedad se aprovecha 
de su fuerza reguladora como  símbolo que produce unos efectos en la conducta. A partir de su 
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uso se le asigna el sentido y el significado que mejor convengan de acuerdo con los intereses de 
los actores, el momento político e histórico, y el contexto para el cual se regula.  
 
En efecto, la fuerza y eficacia reguladora de la norma surgen a partir del sentido que se fije 
y se reconozca socialmente. La regla alcanza su obligatoriedad en la medida en que la presión 
social induce a producir sus efectos en la forma que ha sido dispuesta por el interés colectivo, 
que puede o no coincidir con el interés del legislador y con  el objeto o la conducta que persigue 
por sí misma (García, 1993; Rincón, 2009). Es a partir de ese sentido social como se logran los 
efectos perseguidos y que interesan. Para ello, se integran los elementos esperados del derecho 
tales como la obligación, validez, eficacia, con lo que se  concretan los factores políticos como 
la legitimidad del Estado, la autoridad y el gobierno (García, 1993). 
En ese orden de ideas, según García (1993), el  contenido simbólico de la norma integra un 
conjunto de valores y representaciones lingüísticas que no se perciben en forma expresa. Sin 
embargo, la interpretación que se haga de estos y la manera como sean usados posibilita la 
introducción de las estrategias políticas. Mediante estas, el receptor de la norma logra los 
objetivos o concreta los “capitales”4, y los reproduce en representaciones jurídicas que luego 
son adoptadas por la conducta social y aceptadas por la mayoría así lo expresa García:  
 La eficacia está determinada no sólo por la racionalidad interna e instrumental del 
derecho, sino también por razones estratégicas, que supeditan la creación y 
aplicación de las normas,  a las condiciones de un campo (champ) político del cual 
se deriva el tipo de eficacia, simbólica o instrumental que más conviene. (García, 
1993, 108) 
                                            
4 Ver concepto de capitales  en García Villegas 1993. P. 71. 
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De acuerdo con los dos autores que se vienen citando, se puede decir que las diferentes 
producciones normativas  que se dan a partir de la interpretación de las reglas primigenias, se 
benefician de la capacidad reguladora de estas. Por consiguiente,  todas las derivaciones 
posibles de la norma pueden tener  fuerza reguladora, y su eficacia estará dada en términos del 
uso y aceptación comunes, dentro de los pactos político-sociales que convergen en una 
determinada interpretación. 
 
En relación con la fuerza simbólica de la norma conviene revisar el tema del mito, el símbolo 
y la norma, en tanto que uno de los puntos que mueve esta investigación, son los señalamientos 
de algunos actores que expresan que las falsas VIP no existen, a pesar que estas se evidencian  
como construcción simbólica social que tiene unos efectos reguladores de la conducta por 
disposición de la mayoría, y que se dio a partir del uso e interpretación de la norma.  
 
1.1.2 Apuntes sobre  el  mito, el símbolo  y  la norma 
 
El aspecto central  de esta investigación  está relacionado con el término de “falsas VIP” y 
los interrogantes que  se tejen a su alrededor. Esa denominación se ha configurado socialmente 
como una sanción, para señalar las prácticas adoptadas por algunos constructores  en relación 
con las normas de VIP y el uso que se ha hecho de estas. Tal caracterización ha sido 
descalificada por algunos actores, quienes dicen que es “un mito”.   
No es objeto de este trabajo entrar en discusiones tan prolijas como sobre el significado de 
mito, cuyo simple planteamiento excedería el espacio que  le corresponde. No obstante, se hace 
necesario tomar una postura respecto a ese concepto, para deslindarlo de otras nociones y 
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verificar si en efecto, desde las conductas socialmente adoptadas en Medellín a partir de los 
usos de las normas VIP,  se puede hablar de mito. Se trata de ver si realmente se cumplen las 
características y los elementos que lo configuran o, por el contrario, el término de “falsas VIP” 
se puede ubicar dentro de otras categorías conceptuales como los símbolos y las 
representaciones. 
Ante la pregunta de la investigación —“Falsas VIP: ¿mito o realidad?”— conviene precisar 
el significado de Mito desde el punto de vista teórico. El hacerlo, permite encontrar una 
respuesta o aproximación al interrogante planteado y  entender cómo dicho vocablo es utilizado 
por algunos actores dentro del contexto del conflicto indicado. Por tanto,  ¿qué relación podría 
tener este concepto, o alguno de los elementos que lo integran, con la cuestión de las falsas VIP?   
El mito es una figura polisémica. Aquí se trata de acotar sus diferentes acepciones o, por lo 
menos, recoger alguna que interese y sirva al tema de investigación. En tal dirección apunta 
Croatto (1973, 86): 
El mito se puede entender como historia. Se refiere a las situaciones paradigmáticas 
y primordiales del inicio de los tiempos, de los dioses y de la ontofania cósmica, a 
la repetición de los gestos originales que se consideran fuente de toda realidad 
presente. 
Este autor concluye planteando que “el mito no es un relato de una historia simplemente 
pasada, sino que cuenta aquello que es fundador de la realidad presente”  y  lo es en la medida 
en que sucede de nuevo. Dadas las características del mito, tales como la “creación de sucesos 
extraordinarios,  no coordinables con las leyes del mundo natural y con la historia común” 
(Croatto, 1973, 87), la interpretación del lenguaje y la historia del mito lleva al plano de su 
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dimensión simbólica. Se establece, entonces, la figura del “mito-símbolo”, (Croatto, 1973, 87), 
pero aclarando que el mito no es sinónimo de símbolo, pero es esencialmente simbólico. 
Este analista, al examinar los elementos del mito, se instala en el plano del símbolo, del que 
dice que  “indica  una realidad relativamente desconocida en sí pero reconocida a través de él” 
(Croatto, 1983, p.87).  Afirma además que el “símbolo es semántico orientador”  porque parte 
de un sentido direccional y primario de los objetos, las palabras, las personas, etc. De ese modo 
“indica un sentido de orden diferente pero con alguna analogía profunda”. Por esa razón, Croatto 
(1973, 89)  dice que “el símbolo revela planos de la realidad que de otra manera quedarían 
oscuros”; algo “invisible” se hace “visible a través del símbolo”. 
 
A partir de la hermenéutica sobre el mito-símbolo, el autor concluye  que el mito “integra y 
potencializa la dinámica simbólica de las cosas;” así, por ejemplo, “el agua es un objeto 
simbólico pero no un mito,  como elemento simbólico puede entrar a formar parte de un mito” 
(Croatto, 1973, 90). En consecuencia, el mito se compone de dos características el “símbolo 
pero modificado,” y el “relato” (Croatto, 1973, 90),  las cuales  adquieren un nuevo horizonte 
cuando se juntan, es decir, cuando el símbolo emerge a nuevas significaciones en el mito y 
adquiere un valor en el plano intermedio de lo general y lo individual, dice que  “no existen 
mitos universales porque no tienen autor y son el patrimonio de una comunidad.” 
Ahora, con base en los conceptos expresados por Croatto, y retomando algunos de sus 
palabras se puede decir  que el presente trabajo se circunscribe a la interpretación del “símbolo”  
como elemento integrador del mito, “no como sinónimo” (Croatto, 1973, 90). Se trae a colación 
en sus concepciones ontológicas para  señalar que, de acuerdo  al problema que se examina en 
la investigación, la expresión “falsas VIP” se puede caracterizar como un “símbolo” 
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socialmente construido. Ese término emerge para denotar el “claroscuro” (Croatto, 1973, 86) 
de una situación, de una realidad que se manifiesta de manera contradictoria, que no puede ser 
expresada mediante conceptos, en otras palabras, el enunciado “falsas VIP” saca a la luz las 
conductas de los actores que le dieron un sentido y uso diferente a las normas sobre este tipo de 
vivienda, apropiándose de su fuerza normativa para validar unas prácticas y unos usos que 
realmente no fueron tenidos en cuenta como la intención inicial lo pretendía.  
 
Es pertinente a continuación ingresar a los planteamientos teóricos que proponen Aragón, 
Grosso y López, en relación con el mito,  el símbolo y el papel que juegan estas dos categorías 
en el derecho, para revisar el papel simbólico las reconfiguraciones sociales que se construyen 
a partir de los usos normativos.  
 
1.1.3 El mito en el derecho. “Torsión simbólica”5  
 
Ahora se hace necesario estudiar algunos aspectos del mito relacionados con el derecho. Esto 
es importante en tanto se puede advertir que la parte fundamental integradora del mito,  
correspondiente a los símbolos, permite  resignificar la realidad. Tales símbolos, en ese sentido, 
se utilizan para  integrar los aspectos  del uso e interpretación  de las normas que no pueden ser 
definidas desde conceptos específicos.  
De acuerdo con lo planteado por Aragón (2009),   el eje de la conducta social en la sociedad 
premoderna estaba constituido por lo “religioso, lo teocéntrico, lo sacro”. Era  el instrumento 
                                            
5 Concepto que se toma de Grosso &López, página 84. Seqüência, n. 63, p. 77-99, dez. 2011. 
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regulador de conductas, dado que muchas normas  regentes y el poder de los gobernantes 
devenía de los dioses. Por lo tanto, el derecho primigenio, en esta etapa de la humanidad, estuvo 
íntimamente ligado a los dogmas religiosos,   a los  mitos y creencias en deidades que 
transmitían su poder a los hombres. La sociedad, entonces,  funcionó bajo este paradigma  
durante varios siglos. 
Posteriormente, y bajo la influencia del Renacimiento, nacieron nuevas corrientes de 
pensamiento,  entre las cuales se destacó el positivismo jurídico, doctrina mediante la cual  se 
concibe que el derecho y la fuerza de la norma  provienen  de la razón. Aragón (2009) sugiere 
que el positivismo jurídico despoja el derecho de toda creencia mítica y religiosa  y reemplaza 
la autoridad divina por la voluntad de los jueces y la conciencia racional en la justicia. En esa 
medida, el mito adquiere, desde el punto de vista jurídico, una connotación negativa en cuanto 
a la función que cumple en la regulación de la conducta social. El mito se asocia  a la etapa 
“premoderna y oscurantista”  (Aragón, 2009, p 286), ligado a lo teológico, por lo que niega su 
existencia en el derecho. 
Aragón (2009, 287) argumenta que, no obstante hubo un cambio de modelo con el 
advenimiento del pensamiento jurídico, aún existen posturas que muestran cómo el derecho 
moderno  sigue fundado en el mito  y no logra despojarse de este, porque el positivismo se 
construye desde la teoría de la “norma fundante” o “norma básica” (Aragón, 2009, p 289)   
concepto que se recoge desde Kelsen. Así el autor citado  explica  que el carácter mítico del 
derecho moderno  descansa en la creencia y aceptación de una regla básica que le da el perfil 
de “fuerza”  a las demás reglas. 
Dice el autor que venimos citando, que  “Algunos [Jeremy Bentham y John Austin] afirman 
que en la soberanía se encuentra la base de la legitimidad del derecho” y que por su parte, Kelsen  
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“postuló la idea de la «norma fundante»” (Aragón, 2009, P. 288). Bajo esta teoría,  Aragón 
asevera que la “legitimidad del derecho”  deviene de una norma o primera  constitución y, por 
esta razón se considera que allí reside  el mito del ordenamiento jurídico, en tanto no existe una 
explicación racional del nacimiento de la norma básica así: 
El propio Kelsen reconoció que la norma básica era el presupuesto necesario para 
fundar al derecho  y el sistema jurídico de un estado [sic]: «a diferencia de la norma 
jurídica positiva, la básica no es válida porque sea creada de cierto modo por un 
acto jurídico, sino porque se supone que es válida, y tal suposición se hace porque, 
sin ella, ningún acto humano podría ser interpretado como acto creador de normas 
jurídicas». (Aragón, 2009, 293). 
Por lo anterior, concluye Aragón, se ha demostrado que  el derecho moderno se funda en una 
escena mitológica esencial, porque el positivismo  descansa en la idea —creencia mítica— de 
la norma fundante o, para otros teóricos, en la soberanía, conceptos estos, en todo caso, nacidos 
y validados, desde la creencia,  en la razón y la justicia. Aspectos que no son discutibles porque 
se presume su existencia, pues todo se da por sentado y no se pregunta por su razón de ser. 
 Ahora bien, Grosso y López (2011)  proponen  otra mirada sobre el mito, más relacionada 
con el interés de este trabajo. Lo definen como  “una torsión simbólica” (2011, p.97), en la que 
plantean un nuevo enfoque, donde el mito lo definen como una forma de lenguaje que transmite 
significado: 
 Como una forma de justicia que puede variar, ya no simplemente como varían los 
precedentes ni como «evolucionan» las leyes, sino el mito que se reinterpreta en la 
cotidianidad de las comunidades, que no busca construir una identidad nacional 
homogénea ni tampoco reforzar el pluralismo multicultural de todos juntos pero en 
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una sola lengua, es el mito plurilingüe, el mito de la justicia.  (Grosso y López, 2011, 
97) 
En nuestro concepto Grosso y López (2011)  y Aragón (2009) se sitúan en el campo del mito-
símbolo, según las características dadas  del mito “símbolo modificado y relato”, definidas por  
Severino Croatto (1973, 90), ya que “la soberanía”, “la norma fundante” y “la norma básica” 
que proponen Grosso y López (2011)  y Aragón (2009), no tienen creación conocida en el 
tiempo, así como su génesis y el autor del carácter mítico. Tales expresiones son símbolos  que 
al no  encontrarse insertados en un relato, en una historia referida a sucesos extraordinarios 
creados por los dioses,  son solo contenedores de una significación analógica profunda en la que 
se conoce que sus creadores son los hombres con la finalidad de controlar, por lo que 
propiamente estos conceptos no constituyen un mito. 
 
En conclusión, de acuerdo con lo visto, en la actualidad, el análisis apunta hacia el papel y 
el  “carácter simbólico del derecho” (García, 1993) dentro del control social,  como forma de 
expresión de diversos grupos que, en su imposibilidad de generar un orden alternativo por 
ausencia del poder para realizarlo, crean las figuras y representaciones como símbolos, para 
dotar de sentido una conducta o un comportamiento,  a través de las lógicas, ideas, 
pensamientos, supuestos sociales, como formas lingüísticas que transmiten un significado, con 
lo cual se reconstruye un nuevo paradigma que  opera conjuntamente o concomitante con la 
norma.  
De la mano de García podemos concluir que algunos símbolos en el derecho  se pueden 
especificar desde la formación y el lenguaje  sociales: orden social justo, interés general o 
colectivo, paz como un deber y un derecho, solidaridad, equidad, bienestar colectivo. Estos son 
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símbolos que nacen de la idea de lo que  es mejor para todos y  forman parte del lenguaje 
socialmente producido. No tienen en sí mismos una capacidad reguladora ni significado propio, 
pero, a la hora de usarlos, crean en la conciencia de los hombres  el carácter de obligatoriedad 
como una nueva realidad imperante en la sociedad.  
De la mano de los autores que venimos siguiendo en este apartado,  se puede concluir que el 
derecho se apropia de símbolos dentro de los que se encuentran las representaciones producidas 
por la reinterpretación de las realidades reveladoras de una sociedad específica. Que da sentido, 
que resignifica sus prácticas y recoge significados en los que se simboliza un acontecimiento o 
una norma o se interpreta un hecho, una realidad que no puede expresarse mediante conceptos. 
 
Las “falsas VIP” como símbolo  reinterpreta y recoge una realidad, hechos ocurridos y 
prácticas que son cuestionadas desde la sociedad. No tiene el  carácter regulador, sin embargo 
produce unos efectos en el imaginario colectivo espacialmente de quienes se ven involucrados 
en el conflicto, por lo que cumplen un papel regulador como símbolos que se instalan en la 
consciencia social y que permiten otras prácticas diferentes a la intención intrínseca que ha 
tenido la norma desde su creación, tal como se  muestra a continuación. 
 
1.1.4 Símbolos mitizados.  Función  reguladora de la realidad social 
 
A continuación se muestra cómo se han  creado símbolos que a través de la historia se 
convierten sacan a la luz  la realidad que expresan y, a la vez, son la resignificación del lenguaje 
que incide en las nuevas prácticas del derecho. En ese contexto, a partir de las características 
integradoras del mito que se han expuesto, tales símbolos no constituyen propiamente un mito, 
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pero han sido denominados así por la imposibilidad de asignarles en la historia una génesis, una 
fuente y un concepto específicos, o por falta de conocimiento para hacerlo.   
Según lo expuesto hasta aquí, la idea del mito-símbolo hace parte del marco teórico de la 
investigación. Esta noción se adopta como una herramienta de la sociedad y de la cultura, como 
un instrumento mediante el cual también cabe la expresión. El componente simbólico del mito 
sirve de base para analizar algunas figuras existentes en el derecho, aquellas que regulan las 
conductas socialmente adoptadas. Se trata de la “resignificación del lenguaje, del sentido de lo 
que se transmite con la realidad que se vive,   que está en la idea de los hombres, que es lo que 
ordena y construye el sentido social del derecho” (Aragón, 2009). La misma sociedad, a través 
de prácticas y conductas, retoma la resignificación dada, el símbolo, el resultado y   reconstruye 
el derecho  que usa, interpreta, valida, acepta y se convierte en la regulación social de la realidad. 
Con respecto al análisis del objeto de estudio, la cuestión de los símbolos no es ajena a la 
aplicación de las normas relacionadas con el tema de la vivienda y el espacio. Las prácticas  
territoriales y  los usos de las normas  están ligados constantemente a la interpretación de la 
realidad, desde donde emergen símbolos que redefinen el presente real del territorio. Un 
ejemplo viene al caso: “la confianza legítima” (Colombia. Corte Constitucional, 2013,),6  
símbolo   con el que en una comunidad específica se han reivindicado los derechos al uso de los 
espacios urbanos (espacio público) en una forma que está prohibida o es distinta a la preceptuada  
en las normas urbanísticas. Se pretende redefinir el presente real del territorio e  incidir en el 
cambio normativo a partir de la conducta adoptada socialmente. Al fin, son derechos que 
                                            
6 Según lo enuncia la Sentencia de Tutela T-386/13. “La ejecución de políticas públicas de recuperación del espacio 
público en el Estado social de derecho. No puede afectar derecho fundamental al mínimo vital a sectores más 
pobres y vulnerables de la población como vendedores ambulantes.” 
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reivindican el uso continuo y  prologando del espacio en el tiempo, el cual, aunque está 
prohibido, su uso ha permanecido y se ha fijado en la conciencia de la sociedad. 
Se ha dicho que el mito-símbolo es contenedor de representaciones de una realidad.  En ese 
sentido, Rincón (2006, 223), al explicar el uso territorial de las normas, muestra que existen 
diferentes representaciones sociales que redefinen la ciudad de Medellín a partir de la relación 
orden urbano y conflicto: “la ciudad industrial, la ciudad de la eterna primavera, la ciudad más 
violenta del mundo, la ciudad de la moda, la ciudad del narcotráfico, la ciudad pujante”. 
No obstante la descripción, la autora de la cita  anterior no habla de mito o símbolo  ni se 
sitúa en este campo teórico, pero es importante retomar el tema desde el punto de vista de las 
representaciones colectivas que señala. Ese ejemplo se toma, precisamente, para mostrar que 
existen  tales representaciones sociales que, en tanto símbolos, son el significado de algo que 
no está expreso en conceptos ni contextualizado en historias escritas, pero que se mantienen en 
el tiempo, en  el imaginario del pensamiento de una colectividad  frente a la cual se han 
legitimado.  
Se usan para juzgar o señalar conductas que tuvieron o tienen incidencia en la sociedad o 
reivindicar derechos,  porque de una u otra forma no son más que la retransmisión de  realidad 
vivida y sentida, que amerita evolución y permanencia en la historia. Es el caso de “la ciudad 
pujante”, una resignificación social, con la cual se simboliza la fuerza del proceso territorial y 
urbano con que se ha desarrollado la infraestructura y el avance constructivo de Medellín. Así 
mismo, “falsas VIP”, como los ejemplos anteriores, es una representación que se mantiene para 
simbolizar  la existencia de unos edificios que fueron construidos interpretando las normas de 
una forma diferente a la intención con la cual se expidió la norma que dio pie a su construcción. 
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A partir de los usos normativos, de las racionalidades, y de la aplicación simbólica del 
derecho desde la construcción social nace el conflicto, y las coyunturas políticas y sociales que 
se presentan  por lo que se hace importante adentrarnos en el estudio del conflicto  social y su 
relación con la norma  y  los cambios normativos que se dan a partir del mismo. 
 
1.2  Derecho y conflicto social 
 
En la actualidad, con respecto a la aplicación de los instrumentos jurídicos relacionados con 
la vivienda de interés social prioritario, se presenta un conflicto que ha sido planteado en este 
trabajo. A propósito, han surgido nuevos enfoques normativos, renovadas prácticas y cambios 
en la reglamentación existente. Entonces aparece una pregunta: ¿por qué el contraste entre las 
normas producidas formalmente y las normas que se implantan a partir del conflicto social 
creado? El conflicto surgió porque la política de vivienda y las normas que la impulsaron no 
han sido pensadas desde y para  el desarrollo territorial, con un enfoque social. No se entiende 
la vulnerabilidad social y su problemática; las normas fueron creadas y fundamentadas desde 
un modelo económico, mercantilista, segmentado, que  tiene unos efectos en el espacio urbano, 
en la calidad de la vivienda, en la calidad de vida de la población, en la división social. Es allí 
donde se manifiesta el conflicto, que se puede entender como uno de los modos de producción 
y transformación del derecho. 
Los cambios  en el derecho, de acuerdo con García (1993) y Rincón (2006),  no nacen, en 
general, por la mera voluntad legislativa o política para mejorar los valores o las posiciones de 
los sujetos destinatarios. Llegan  como producto de la “conflictividad urbana” (Rincón, 2006, p 
678), es decir  los conflictos y coyunturas políticas locales que obligan al Estado a legitimar las 
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prácticas que transforman el derecho. Prácticas que se insertan en el ordenamiento como valores 
jurídicos originados socialmente y reconocidos de igual manera. La inserción en el derecho de 
las reglas fijadas socialmente se puede entender como un reconocimiento que el Estado hace a 
la sociedad,  puesto que en principio el derecho se crea en forma axiomática y formal desde el 
Estado mismo,  como lo expresa  Rincón (2006, 674): “la expedición de normas ausentes de 
contenido y uso real de los derechos sociales, civiles y políticos”. 
El conflicto se convierte, pues, en el instrumento o  el mecanismo que determina el cambio 
en las relaciones sociales, políticas y jurídicas.  Lo nuevo nace dentro de un contexto histórico, 
político y sociocultural con relación a un espacio.  Las diferentes formas de producción y 
organización del espacio urbano remiten a una disputa7 constante por la fijación de las reglas 
que determinan el valor del suelo, atendiendo a su clasificación,  en cuanto al uso, densidad y 
aprovechamiento, entre otros aspectos. Por consiguiente, la existencia del conflicto es una 
condición necesaria en el contexto urbano para determinar el cambio en las relaciones  de poder 
y en las reglas de fijación, aplicación e interpretación de las normas correspondientes. Estas son 
las razones por las cuales se justifica examinar en profundidad lo concerniente al conflicto social 
y su relación con el derecho. 
Por un largo periodo, en cuanto a la producción de la norma, el Estado no ha tenido en cuenta 
las estructuras  y las condiciones sociales en que debe operar,  por lo que  el derecho, en muchos 
casos, no acompaña ni incluye  los valores sociales  y los patrones de conducta construidos por 
la sociedad. Por su parte, De  Sousa Santos (1991, 24) considera que el Estado cumple una 
función política en la resolución de los conflictos:  
                                            
7 Duhau y Giglia (2004, 260) remiten al concepto de “la ciudad del espacio disputado”, por la fijación de los 
diferente tipos urbanos, según los conflictos que se presentan en un mismo contexto citadino. 
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No se trata por lo tanto, resolver (superar) las contradicciones sociales al nivel de la 
estructura profunda  de la formación social en que ellas se producen,  sino de 
mantenerlas en estado de relativa latencia mediante acciones dirigidas a las 
tensiones, problemas, cuestiones,  sociales por las cuales las contradicciones se 
manifiestan a nivel de la estructura de superficie de la formación social.  
En el contexto histórico-social actual,  varios autores de la sociología del derecho vienen 
analizando y explicando los efectos  del derecho moderno en el desarrollo de las relaciones 
sociales, en relación con sus distintos ámbitos,  en la superación de los conflictos y las 
coyunturas que se presentan con respecto al espacio.  Entre ellos, Rincón (2006, 678) explica 
que,  dado que el derecho no ha sido pensado desde la construcción de ciudad, y más allá de su 
papel sancionatorio, una de las consecuencias de las reglamentaciones apunta a “la reducción 
funcionalista de la norma, el fetichismo de la norma y la congelación de las reivindicaciones 
sociales, y  la expedición formal de las normas ausentes de contenido y uso real de los derechos 
sociales y políticos”. Esto supone la reducción de la función política del Estado a la producción 
de normas vacías en cuanto a derechos sociales y políticos inclusivos, que conlleven a resolver 
los problemas de fondo. 
 
Acompañándonos con Rincón (2006) puede decirse que la poca coincidencia de la norma 
con los intereses sociales ha ocasionado, la emergencia de constantes luchas en diversos 
contextos —político, social, cultural—  que han determinado la reivindicación de derechos 
como la igualdad racial y de clases, educación, vivienda, salud, medio ambiente, de la mujer, 
calidad de vida, participación e inclusión  del pueblo en la política, y la   valoración de la familia, 
entre otros. De la mano de la autora citada, podemos concluir que a raíz de tales luchas, los 
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derechos sociales han sido incluidos en la trama jurídica, en tanto que las permanentes 
contiendas en los diversos ambientes se constituyen en una amenaza  contra la legitimidad del 
régimen político, que debe garantizar su transformación para mantener el control y la 
legitimidad del Estado.  
De  Sousa Santos (1991, 153) explica cómo las luchas sociales han determinado la 
transformación del Estado liberal hacia un Estado inclusivo, participativo, que se integra en la 
solución de los conflictos sociales y cuyo papel se centra  en “lograr la minimización posible de 
las desigualdades sociales  en el ámbito del modo de producción  capitalista dominante en las 
relaciones económicas”. A partir de los cambios en el Estado y la inclusión de los derechos 
sociales, varía el discurso jurídico,  atendiendo a las combinaciones que establecen las 
estructuras sociales  en la creación del derecho.   
El cambio en el discurso jurídico, según el pensamiento de  García (1993), determina el 
cambio en las estructuras jurídicas y en los espacios donde estas intervienen, incide en la 
creación de las normas a partir del sentido común y su estructuración en un lenguaje.  Dicha 
transformación también influye en la modificación de las instituciones judiciales y el 
pensamiento de los operadores jurídicos. Las diversas innovaciones en el campo del derecho se 
encuadran en las tendencias hacia la resolución de los conflictos, inicialmente a partir de un 
proceso negociado entre los mismos actores. Estos fijan sus acuerdos dentro de las normas 
existentes, pero los conducen desde sus lógicas, experiencias, sentido común y con el fin de 
proteger sus intereses; contexto donde los operadores jurídicos participan desde un nivel 
mediador más que coercitivo. 
Por supuesto, el plano del ordenamiento territorial no ha sido ajeno a este proceso de cambio 
jurídico desde el conflicto y desde la participación social. En la actualidad, la  producción del 
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derecho urbano,  la  fijación del sentido de las normas en el  territorio (determinación de los 
usos del suelo, las densidades y la clase de ocupación de este así como los posibles 
aprovechamientos, etc.) se han dado, en buena medida, en el plano de las luchas sociales y de 
la confrontación. En una u otra forma, el desarrollo de un conflicto, en medio de la dominación 
y lucha de poderes, lo que determina es la estructuración temporal del territorio y fija las reglas 
sociales, incluidas en el derecho estatal en una forma distinta  que están siendo cumplidas, pero 
que al mismo tiempo se entienden confrontadas. 
En ese sentido, el fenómeno del surgimiento de la norma y su modificación a partir de 
“prácticas sociales” no es nuevo en el proceso de “uso y apropiación del territorio”, como bien 
lo plantea Rincón (2006, 676). Tales variaciones surgen  con base en una necesidad de reglas 
inclusivas, como ella misma lo explica: “la necesidad de buscar estrategias normativas lo 
suficientemente creativas y acordes con la realidad, que puedan traducirse en acciones públicas 
de intervención social y gubernamental realmente más democráticas y justas” (Rincón, 2006, 
677). Es claro, entonces, que el territorio, su potencialidad y su transformación no escapan a la 
existencia de permanentes conflictos, que se apuntalan desde el pensamiento social, y por lo 
tanto las normas colectivamente interpretadas y usadas de cierta forma  toman fuerza y eficacia 
configurándose el poder social de la norma, por lo que se hace oportuno ampliar dicho tema en 
el siguiente aparte de esta tesis. 
 
1.2.1  El “poder social del derecho”8   
 
                                            
8 Concepto tomado de García, 1993, p. 79. 
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En la línea de exposición que se ha planteado,  hay que reconocer que es en el territorio 
donde se producen las disputas por los diferentes intereses de cada uno de los actores, quienes  
determinan el campo de relación y se apropian de las posibilidades jurídicas, económicas,  
políticas, culturales, financieras y sociales,  de acuerdo con sus necesidades y aspiraciones. Por 
consiguiente, con la finalidad de mantener el orden social o, por lo menos, la convivencia entre 
los participantes de la sociedad y los beneficiarios y no beneficiarios del capital, se hacen 
necesarias la normativización y la regulación de los fenómenos específicos que se presentan en 
la relación entre los actores, sus intereses y el territorio… 
“El poder es una relación de cambio y por lo tanto de negociación”, explica García (1993, 
68). El poder visto desde el concepto de relación. Así pues, según este autor,  es posible 
identificar la “instrumentalidad del poder” para el logro de los intereses de cada uno de los 
actores que participan  en un campo específico de acción, en el que existe un intercambio y 
desequilibrio en las relaciones sociales.  
A esta altura se precisa de otro concepto: el capital. Al respecto, García (1993, 71) viene en 
apoyo, con base en la interpretación de Bourdieu, quien lo  define como los recursos financieros, 
monetarios, inmobiliarios que son capitales sociales. Los títulos, los talentos artísticos, por 
ejemplo, son capitales culturales. Y como capitales simbólicos se encuentran el carisma 
personal, los honores sociales, títulos familiares, etc. El mismo autor García, afirma que el 
capital sirve para identificar las distintas relaciones que se crean y la lógica con la cual la 
sociedad  estructura sus relaciones de poder. Estructuración que se da alrededor del mismo, que 
en mayor o menor medida no es igual para todos y está distribuido desequilibradamente  en la 
sociedad. 
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En coincidencia con García (1993), se puede decir que la norma, como instrumento jurídico, 
está orientada a regular las conductas que emergen en el espacio con relación al capital. Sin 
embargo, la  producción normativa muchas veces no alcanza a definirse, a materializarse,  a  
reproducirse en la regulación de prácticas y conductas que deben ser atendidas.  Razón por la 
cual  aparecen los conceptos de “eficacia” (García, 1993, 98) y validez. En otras palabras, la 
producción jurídica en sí misma, la norma per se,  denota un poder limitado del derecho para 
regular los distintos espacios o campos de la conducta social; muchas veces, porque esta se crea 
con el desconocimiento de la realidad social, como ya se había expresado. 
Ahora bien, por medio de la práctica jurídica se pone en marcha el “uso de la norma” (Rincón, 
2010, 219). Cada actor crea un campo estratégico y discursivo de acuerdo con sus intereses o el 
capital. Según las palabras e ideas de los autores mencionados, el origen de la fuerza y la 
capacidad reguladora de una norma cobra sentido y protagonismo cuando los actores sociales,  
a través del discurso, del uso racional y de su interpretación,  abstraen representaciones que  
practican y aplican, con fundamento en su fuerza normativa y reguladora, para fijar el sentido 
de los textos jurídicos y lograr la cohesión social. 
En el discurso jurídico, en tanto herramienta o elemento integrador de las normas y su 
hermenéutica,  según Rincón (2010, 222) se reflejan las prácticas normativas sociales  y 
disputas, así como la apropiación que los actores socialmente hacen de ellas, en conformidad 
con ello, se amplía el rango de eficacia de la regla, puesto que interpretada, en uso y en práctica, 
devela los intereses de los receptores y muestra cómo los actores sociales dejan a un lado los 
intereses de los emisores, de  los creadores y de los aplicadores. Se observa entonces que el 
derecho no solo  tiene una función social desde su creación, sino también, y en forma distinta, 
desde su interpretación. 
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Retomando a García  (1993) podemos expresar que el discurso jurídico-social hace posible 
otras prácticas del derecho, diferentes a las relacionadas con el fin  y el objeto intrínseco creador 
de la norma; es decir, distintas al efecto que por sí misma busca en los receptores. En 
consecuencia, el “poder social del derecho” (García, 1993, 79)  se refleja en las prácticas 
sociales y en el uso de las normas,  en tanto que se aprovecha  de la fuerza reguladora del 
derecho mismo para hacer posible el cumplimiento de la voluntad social y de la fuerza que logra 
imponer el discurso, con relación al espacio y a la esfera en la que se quiere modificar 
determinada relación, dada, en principio, por el derecho mismo, por lo anterior es acertado 
abordar en una forma un poco más concreta el tema del uso de las normas que plantean autores 
como Rincón Patiño.  
 
1.2.2  El  “uso de las normas”9 
 
En el marco teórico que se expone, articulado a los conceptos que se han explicado ha 
aparecido la noción de  “uso de la norma.”  Como los demás, este es un  tema necesario de 
examinar para  precisar y comprender,  a la luz de la teoría, los diferentes sentidos en que son 
usadas las normas y, en particular, las emitidas sobre el ordenamiento territorial en relación con 
las VIP.  
Rincón (2009) estudia y expone ese concepto y con base en sus apreciaciones se puede decir 
que la norma es susceptible de ser aplicada en forma material e  instrumental reguladora, es 
decir, una vez emitida,  se aplica a la conducta o a la materia que regula sin ninguna 
                                            
9 Concepto tomado de Rincón, 2010, 219. 
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interpretación. La norma se subsume en la conducta o en los hechos en una forma simple y 
llana.   El uso de la norma también se puede entender desde la puesta en marcha de los conceptos 
y símbolos lingüísticos, intrínsecos y extrínsecos, que ella contiene. En este sentido, en la 
implementación de la norma se utilizan como instrumentos el discurso y la hermenéutica. La 
regla puede ser usada desde la intencionalidad y el interés del agente emisor o por el interés del 
agente receptor; desde el interés general o el colectivo o bien el particular. En estos dos últimos 
casos, la activación de la norma también se vale de la interpretación y el discurso. 
En consecuencia, como concepto aceptado para este trabajo, se retoma la interpretación de 
Rincón (2009), en el sentido de entender el uso de la norma como la puesta en marcha o 
activación  del orden jurídico —norma vivida, interpretada— a partir de las racionalidades 
normativas, de la interpretación y el discurso, dentro de un contexto de interacción política y 
socio-espacial relacionada con el territorio. La norma puede ser usada según el contexto para el 
que se aplica y en el cual se quiere definir o resolver una coyuntura política, social, económica 
o espacial. 
Así pues, tomando los conceptos de García (1993), decimos que todos los aspectos inherentes 
al ser humano son susceptibles de regulación: la conducta, los bienes materiales e inmateriales, 
los hechos, las posiciones políticas, sociales, económicas, los valores; todos ellos son capitales 
inseparables al hombre.  No se escapa a esta lista la regulación jurídica del espacio  en todos 
sus sentidos y facetas, como capital.  La norma jurídica emitida en relación con el  territorio 
también  es objeto de racionalidades y  reinterpretaciones.  De este modo, el sustrato material 
para el desarrollo del territorio  en sus diferentes dimensiones es el derecho urbano entendido 
como el conjunto de normas jurídicas, orientadas a la organización y regulación del territorio, a 
la reglamentación de las prácticas relacionadas con el uso del suelo y con los significados 
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jurídicos que el espacio adquiere desde su diferenciación. Espacio público, privado o privado 
con afectaciones, referido al uso público y a la conservación ambiental y de patrimonio 
histórico. Todo ello sobre la base de la interpretación y racionalización para la aplicación de la 
normatividad. 
De la mano de Rincón (2010) es conveniente corroborar que, a partir del “uso de la norma,”  
el espacio adquiere diversas dimensiones jurídicas  que se combinan  y se utilizan  para 
responder a las necesidades socio-territoriales. Razón por la cual el proceso de adaptación entre 
los hechos territoriales  y las normas requiere de la intervención política y social en el territorio, 
además de una estrategia discursiva, que generalmente subyace en las relaciones y el poder 
político y social (Rincón, 2010). El legislador espera con ello implementar cambios territoriales, 
pero estos, con frecuencia, no se producen con la creación de la norma, ya que surgen en el 
contexto de las diversas racionalidades normativas, acuerdos y voluntades político-sociales. 
En este punto también es importante pensar en las diversas maneras cómo funciona el 
derecho, pues en él se reconoce una pluralidad jurídica.10  En la actualidad, el derecho moderno  
considera que no  solo son normas con acto de poder aquellas que contienen órdenes coercitivas, 
respaldadas por amenazas emitidas por el Estado y controladas por el poder judicial,  sino  
también las reconocidas por las diversas prácticas normativas.11  Estas son respaldadas por actos 
de poder —sin entrar a cuestionar la legalidad o ilegalidad— que implican la ocupación del 
territorio que de una u otra forma determinan el desarrollo socio-territorial de acuerdo con los 
intereses del poder normativo impuesto. 
                                            
10 Véase el concepto de pluralismo jurídico de Sousa Santos (2008 p 24).  
11 De la norma practicada a las prácticas normativas. Experiencias de control territorial en la apropiación, ocupación 
y usos del suelo urbano. Medellín-Colombia.  En este texto se identifican tres tipos de regulación: la normativa 
estatal, expedida y aplicada a través de la institucionalidad legal estatal; la normativa tácita-social, desarrollada, 
fundamentalmente, por prácticas regulatorias socio-espaciales, y la normatividad paraestatal, impuesta por los 
diversos grupos armados. (Rincón, 2005, 46). 
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En efecto, el poder de las normas se puede validar desde varios puntos de vista: con base en 
su contenido, desde el origen o el ámbito de aplicación (Rincón Patiño,  2005).  Con respecto 
al contenido, el poder normativo tiene validez en la medida en que existen reglas respaldadas 
por amenazas o son coercitivas. Además, dentro del poder coercitivo del Estado hay normas 
que permiten crear y aprobar las relaciones jurídicas de quienes las usan, mediante contratos, 
pactos o acuerdos,  dado que  su contenido da margen para decidir, orientar y definir las 
condiciones para hacerlo dentro del ordenamiento jurídico. 
Al preguntar por el campo de aplicación de la norma se hace necesario sumergirse en el 
campo de la interpretación o de las racionalidades normativas  (Rincón, 2006). Las normas están 
orientadas hacia sus destinatarios, quienes en última instancia deben usarlas y acoplarlas a sus 
lógicas e intereses. De esta forma,  dichos destinatarios se apoyan en la fuente primaria fijada 
por el legislador para dotar sus decisiones de la fuerza del poder correspondiente, enfatiza 
Rincón (2009). Lo importante es que ellos,  desde la interpretación, le dan forma al contenido 
con el fin de alcanzar los objetivos que les interesan, los que no necesariamente coinciden con 
el objetivo o los intereses inicialmente fijados por el legislador; es posible que esto ocurra 
también porque los intereses sociales no fueron tenidos en cuenta y no estuvieron comprendidos 
dentro del alcance de la norma dictada. 
El otro aspecto a analizar es el origen de la norma. Rincón (2010) considera que esta se ajusta 
al reconocimiento jurídico que socialmente se le da al emisor de la misma. En general, las 
normas son emitidas por el Estado —poder legislativo—; pero también  existen normas 
emanadas del “poder normativo social,” (Rincón, 2010)  o de otro tipo de poderes  paraestatales 
como, por ejemplo, grupos armados no oficiales. En el caso del reconocimiento jurídico de las 
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normas emitidas por el poder social, este se sustenta en la razonabilidad y la fundamentación 
que las dota de sentido pragmático controlado. 
En la  actualidad, el reconocimiento jurídico de la norma producida socialmente y su poder 
se apoyan en las teorías del derecho postmoderno que impulsa Arnaud (2000, 247) y en los 
conceptos que lo soportan: “pragmatismo, relativismo, complejidad, pluralidad de 
racionalidades, lógicas fragmentadas,  en el reconocimiento de la sociedad civil, y de los 
movimientos sociales” (Arnaud 2000). El derecho se construye a través de tales conceptos, más 
allá de las categorías tradicionales regladas  por el Estado. Por tanto, la pretensión del 
reconocimiento de las prácticas sociales y de las políticas coyunturales se cimienta en las teorías 
y conceptos planteados como fundamentos  de la regulación jurídica, que no son ajenas en el 
espacio urbano, y que en la medida que aparecen van determinando la concertación social y 
política para la inserción de los cambios normativos que inciden directamente en los cambios 
espaciales. 
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Capítulo 2. Las escalas de la regulación en la vivienda 
 
Cuando se trata el tema de la vivienda se hace obligatorio, en la actualidad, tener en cuenta 
la denominada globalización. Es necesario revisar su incidencia y los cambios que a partir de 
este modelo adoptan  los Estados para la producción y la implementación de sus orientaciones. 
Porque las agendas internacionales definen puntos importantes de la economía mundial que 
influencian y regulan significativamente en todos los Estados.  
En ese sentido, y para atender el interés de esta investigación, conviene pasar una mirada  a 
la  interpretación global de la regulación de la vivienda. Eso sirve para comprender de dónde 
emergen  los principios con los cuales se resuelven los conflictos en los procesos sociales y 
económicos de los diferentes actores, en el marco de las escalas normativas vigentes. Además, 
con respecto a la regulación de la  vivienda, es evidente que las agencias internacionales juegan, 
como parte de la concepción de las políticas públicas, un papel muy importante en la definición 
de las agendas nacionales y locales.  
En desarrollo de esta visión, a continuación se presenta un análisis sobre las escalas de 
regulación de la vivienda, como fundamento de los enfoques que se dan hoy a partir del modelo 
global, en el que  se observa el  desplazamiento del derecho hacia una reglamentación 
globalizada. Esta, a su vez, trasciende  hacia los procesos locales, donde, por otra parte, se están 
definiendo normas propias, especialmente en lo relacionado con sus intereses territoriales. Se 
generan así nuevas problemáticas y conflictos ante la producción y aplicación del derecho.  
La revisión de la regulación globalizada y las políticas de vivienda de interés social en 
Colombia permite visualizar algunas normas y principios  que propenden por resolver 
problemas comunes que afecta a todos los países. En ese contexto, Colombia recoge las 
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directrices, tratados y  principios del orden internacional  para regular el tema específico de la 
vivienda, asunto que interesa en este espacio académico.   
Al avanzar en el capítulo, se continúa con los paradigmas de la reglamentación de la vivienda 
basada en la globalización, a través de un breve recuento histórico normativo de la vivienda. Se 
analiza cómo la política de vivienda en Colombia, en la actualidad, se ha definido desde el punto 
de vista del modelo de la globalización,  con un enfoque económico y financiero, porque una 
buena parte de la economía del país gira alrededor de la construcción.  
Luego del análisis indicado, se revisa el marco jurídico de la vivienda de interés social. Allí 
se concretan las normas  de  la escala nacional sobre las cuales giran las bases de los 
ordenamientos locales en cuestiones de vivienda y ordenamiento del territorio. 
En cuanto a las escalas de la normalización de la vivienda,  continuamos con el marco 
jurídico de la vivienda de interés social dónde es necesario examinar cómo surge la vivienda de 
interés prioritario, cuáles son las motivaciones y principios que fundamentan la figura en el 
ordenamiento nacional  y cómo son acogidas dichas reglamentaciones en la programación local. 
Obliga también analizar la gestión institucional de  la vivienda de interés prioritario en Medellín, 
al tiempo que se dio la intervención del Municipio en la construcción de grandes proyectos de 
vivienda. Ello implica, en efecto, indagar sobre  la regulación local, el plan de ordenamiento 
territorial y las VIP; cómo estas están regladas por el acuerdo 46 de 2006 y cómo queda 
planteada esta situación a partir de la revisión del POT adoptado a finales del año 2014 mediante 
el  acuerdo 048 de 2014.  
 
2.1 Regulación globalizada y política de vivienda de interés social en Colombia 
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La globalización es un modelo contemporáneo que implica una dialéctica permanente entre 
lo local y lo mundial, a partir de los flujos transnacionales de información, de servicios, 
mercancías, personas y capitales. La globalización también ha impactado los procesos de 
regulación. Arnaud André  (2000, 41) manifiesta al respecto que “los grandes problemas del 
momento se convierten entonces,  de forma prioritaria en problemas de la transformación del 
modo de producción del derecho, del modo de tratamiento de los litigios y de la protección de 
los individuos”. 
Adicionalmente, temas como los recursos naturales y culturales, entre otros, son 
considerados patrimonio de la humanidad. Así lo expresa  De Sousa Santos (1998, 256): 
Además de los espacios comunes que son integrados en el commons global, otros 
espacios y recursos —tanto naturales como culturales, y que con mucha frecuencia 
se encuentran bajo la jurisdicción nacional e incluso son objeto de propiedad 
privada— han sido considerados cada vez más susceptibles de ser regulados por el 
principio de la herencia común de la humanidad, concebido de manera amplia.  
A partir de este nuevo paradigma global se regulan algunos  temas del orden nacional, por lo 
que puede decirse, en palabras de  Arnaud (2000, 45), que las transformaciones del derecho 
hacia una regulación globalizada crean una “nueva espacialidad jurídica” que trasciende los 
espacios local, nacional o internacional, creando efectos en el ámbito global. Este autor 
ejemplifica algunos temas sujetos a normas globales y que inciden a escala nacional y local, 
tales como el medio ambiente, la capa de ozono, la selva amazónica, los océanos, entre otros. 
 
La reglamentación global enmarca principios y expresiones como “vivienda digna”,  
“sociedad más justa y equitativa,” “acceso a la vivienda por parte de la población de clases 
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menos favorecidas” (Naciones Unidas, Folleto no 21). En consecuencia, el interés general de 
las naciones se expresa en conceptos normativos amplios que propenden por solucionar 
problemas mundiales como la pobreza, la desigualdad, la exclusión social y la violencia. En 
este campo también se observa  cómo aparecen en la agenda jurídica temas que para otros 
momentos no se contemplaban; tal es el caso de  la pluralidad de espacios especiales a partir de 
la interpretación de las normas y la importancia que cobra el conflicto y la multiplicidad de 
formas que adquiere su resolución. 
Colombia, en el marco de la Constitución Política, ha acogido los principios y algunos 
tratados internacionales12 ratificados como parte del bloque de constitucionalidad, es decir, que 
tienen un valor supralegal e igual que  la Constitución Política. En ellos se apoya  el Estado para 
la puesta en marcha de las políticas públicas relacionadas con la vivienda de interés social, con 
la participación de los organismos gubernamentales, tanto a nivel local como regional  y  
nacional, y las organizaciones no gubernamentales (ONG), las organizaciones populares de 
vivienda (OPV)  y las empresas privadas, con el fin de fortalecer el sistema nacional de 
producción de vivienda. 
A nivel global existen fuentes jurídicas con respecto al tema de la vivienda. En ese marco, 
Colombia adoptó el Pacto de los Derechos Económicos y Sociales de 1966 mediante la Ley 74 
de 1968 (Congreso de la República, 1968). De ese modo, el Estado colombiano quedó obligado 
en forma inmediata, ante todas las personas y los Estados-parte,  a acoger en su ordenamiento 
                                            
12  Derecho a la vivienda digna; Declaración de los Derechos Humanos  de 1948; artículo 11, numeral 1º del  Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales;  Convención Internacional sobre la Eliminación de 
todas las Formas de Discriminación Racial (apartado III del Párrafo e del artículo 5º).  Convención sobre la 
eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (Párrafo 2 del artículo 14); Convención sobre 
los Derechos del Niño (Párrafo 3 del artículo 27); Declaración sobre el Progreso y el Desarrollo en lo Social 
(artículo 10); Declaración de Vancouver sobre los Asentamientos Humanos (Párrafo 8 de la sección III). Declara-
ción sobre el Derecho al Desarrollo (Párrafo 1 del artículo 8º) y recomendación Nº 115 de la Organización 
Internacional del Trabajo sobre la vivienda de los trabajadores.  
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(local y nacional) los pactos, observaciones, consideraciones y estrategias  que se emitan por 
los comités respectivos.  
En relación con el tema de vivienda en el ordenamiento global, se puede remitir a los 
contenidos del  Folleto Informativo número 21 de las Naciones Unidas, donde se hace un 
análisis de la condición jurídica del derecho a la vivienda.13  Allí se citan y exponen las fuentes 
jurídicas del derecho a una vivienda adecuada, en el marco de las normas internacionales sobre 
derechos humanos. También pueden citarse la aprobación de la estrategia mundial de vivienda 
hasta el año 2000, adoptada por la Asamblea General de Naciones Unidas en la resolución 42 
/191 de 11 de diciembre de 1987 “Estrategia Mundial de Vivienda,”  y  las cartas y 
recomendaciones que han nacido a partir de los foros urbanos mundiales.  
En efecto, esta nueva perspectiva pone al orden del día en los Estados-parte la obligación de 
adoptar, en materia de vivienda, medidas legislativas que permitan la efectividad de los 
compromisos adquiridos en el marco del derecho internacional, tal y como se lee en el pacto 
internacional de derechos económicos, sociales y culturales14:   
                                            
13 “Uno de los obstáculos a la realización del derecho a la vivienda ha sido la falta de una definición 
universalmente reconocida de todos los elementos que integran esta norma. Tal vez esto sea resultado de una 
concepción del tema más que de un análisis jurídico auténtico. En los últimos tiempos, se han tomado distintas 
medidas para ahondar en el enfoque jurídico de la cuestión. En particular en la Observación General Nº 4 del 
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales sobre el derecho a una vivienda adecuada se define este 
derecho como integrado por diversos aspectos concretos. En conjunto, estos elementos constituyen las garantías 
básicas que se confieren jurídicamente a todas las personas en virtud del derecho internacional” Folleto Informativo 
No.21, El Derecho Humano a una Vivienda Adecuada. Consultado el 14 de noviembre de 2014 en: 
http://www.colectivodeabogados.org/?El-Derecho-Humano-a-una-Vivienda. 
 
14 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Adoptado y abierto a la firma, 
ratificación y adhesión por la Asamblea General en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 
1966. Entrada en vigor: 3 de enero de 1976, de conformidad con el artículo 27. Consultado el 14 de 
noviembre de 2014 en.  http://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/CESCR.aspx 
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“1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adoptar 
medidas, tanto por separado como mediante la asistencia y la cooperación 
internacionales, especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los 
recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos los medios 
apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, la plena 
efectividad de los derechos aquí reconocidos.” 
Por supuesto, en la implementación de estas políticas  y estrategias globales existen 
confrontaciones y tensiones entre los  intereses locales y los nacionales en cuanto a  la 
regulación del suelo, la vivienda y la producción de suelo urbanizable. Situaciones que se hacen 
evidentes al momento de usar y aplicar las diferentes normas. No obstante, bajo el compromiso 
adquirido por la Nación,  los entes territoriales tienen la responsabilidad de orientar su  
legislación local, sus políticas y estrategias,  con base en las normas, directrices y  objetivos 
nacionales, inclusive los internacionales. Para el caso de Medellín, ese marco está representado 
por la Carta del Foro Mundial Urbano, evento llevado a cabo en 2014, bajo los principios de 
coordinación, concurrencia  y subsidiaridad.  
La inclinación hacia la producción normativa de la vivienda a nivel global evidencia la 
preocupación sobre esta cuestión y que hoy esté reconocida como un derecho humano. Este 
incluye unos atributos o elementos particulares que deben garantizarse:   
La seguridad de la tenencia, la disponibilidad de los servicios materiales e 
infraestructuras, que los gastos sean soportables (subsidios), habitabilidad, 
asequibilidad para los menos favorecidos, con acceso a los servicios básicos de 
transporte, salud, educación, y que sus materiales de construcción adopten la 
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expresión de la identidad cultural de sus beneficiados. (Naciones Unidas, folleto No 
21) 
Se puede concluir, entonces, que existe una influencia de la orientación global sobre los 
ordenamientos nacional y local, lo que determina las agendas y políticas públicas a la hora de 
construir las soluciones de vivienda. Obviamente, no se trata solo de responsabilidad de 
Colombia, sino también de un problema del orden mundial, por lo que se torna en un 
compromiso de todos los Estados. Por lo anterior es apropiado dar una mirada a los paradigmas 
del tema de la vivienda a partir de la globalización tal como se hace en el siguiente aparte. 
 
2.1.1  Paradigmas de la regulación de la vivienda  a partir  de la globalización 
 
Alrededor del tema de la vivienda existe una problemática social que se presenta a nivel 
mundial. A manera de ejemplo se pueden citar países latinoamericanos como México,15 Brasil16 
y Chile,17 y  Colombia, que impacta y a la vez es impactada por estar relacionada directamente 
                                            
15 México se propuso implementar una política de vivienda durante el año 2013, mediante cuatro estrategias de 
gobierno: 1.  lograr una mayor y mejor coordinación institucional;  2.  transitar hacia un modelo de desarrollo 
urbano sustentable e inteligente; 3.  reducir de manera  responsable el rezago de vivienda; 4.  procurar una vivienda 
digna para todos los mexicanos. IOCEES. Instituto de Opinión ciudadana, Estudios Económicos y Sociales. 




16  “Mia Casa, Mia Vida” es un ambicioso proyecto de vivienda impulsado desde el 2009, por el Gobierno Federal 
de Brasil, que ha otorgado cerca de un millón de casas a familias de bajos recursos; y que tiene como particularidad, 
además, la financiación que ofrece a los nuevos dueños para que doten sus casas con muebles de calidad y diseño. 
Artículo de Luisa Fernanda Castro Patiño Periodista M&M. consultado el 17 de octubre de 2014 en 
http://www.revista-mm.com/ediciones/rev80/diseno_micasa.pdf. 
 
17 José Miguel Simian. 2010, p. 271. Chile enfrenta hoy los efectos de su política habitacional, la cual se pueden 
resumir en los siguientes aspectos: 1.  segregación de los hogares más pobres en la periferia urbana, especialmente 
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con otros aspectos de la economía, como el sistema financiero, la construcción y la generación 
de empleo directo e indirecto, aunque este último tópico adquiere particularidades dentro del 
ámbito nacional.  
En Colombia se observa la emisión de normas dirigidas a la producción y financiación de 
vivienda, como soluciones que  concretan las estrategias, directrices y  políticas que, en  lo 
fundamental,   se enfocan en la apertura de la economía hacia el orden global y se utilizan como 
instrumentos de legitimación del gobierno. Esta última afirmación se sustenta en la cantidad de 
determinaciones aprobadas con el fin de definir las inversiones que se han de implementar en 
materia de subsidios, el tipo de la vivienda objeto de su otorgamiento  y las exenciones e 
incentivos para el sector de la construcción, con privilegio de los aspectos económico y 
financiero. 
Por lo anterior, se puede decir que las políticas públicas que acompañan el tema de la 
vivienda han  buscado básicamente  la reactivación económica del país a través del sector de la 
construcción. Este constituye un soporte importante para el crecimiento económico y la 
generación de empleo, por lo que se advierte que existe un enfoque de mercado, en el que el 
Estado  deja de ser protector  y se convierte en un competidor  por medio de la inversión y la 
disposición de recursos que se entregan a los beneficiarios del subsidio y también, por supuesto, 
al sector privado. 
 
Por consiguiente, el alto porcentaje de normas producidas, especialmente en la década de los 
noventa, no es ajeno al tema  de la vivienda de interés social en Colombia. Aquellas también se  
                                            
en la Región Metropolitana; 2.  menos movilidad de los hogares de bajos ingresos, que habitan viviendas de 
subsidio, y 3.  presunta mala calidad de las viviendas sociales. Consultado el 17 de octubre de 2014 en: 
http://www.superacionpobreza.cl/wp-content/uploads/2014/03/rev117_simian.pdf. 
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enfocan  hacia la reglamentación del suelo urbanizable, su  ocupación  y su desarrollo, pero, en 
mayor grado van dirigidas a incidir en el comportamiento de los mercados y de la economía del 
Estado. Ello, por cuanto las empresas financieras del país tienen una relación directa y de mucha 
importancia con el sector de la construcción que incluye, en una alta proporción, la 
comercialización de la vivienda. Por eso se afirma que  las políticas de vivienda direccionan los 
beneficios que trae la globalización mediante los flujos internacionales de capitales. 
 La permeabilidad  de la globalización  en la economía de todos los Estados, no solo en 
Colombia, es indiscutible. De ahí, los cambios en los modelos de producción, en el desarrollo 
de capitales, en la generación de nuevos acuerdos comerciales, en una mayor interacción e 
integración con otros países, en la implementación de modelos de privatización  y en la 
incursión en la libertad de los mercados. Por tanto, hay una menor intervención del Estado, que 
se torna más competitivo y con mayor flexibilizar en sus leyes. Desde luego, este paradigma 
tiende a crear nuevas problemáticas que deben ser comprendidas, estudiadas, analizadas e 
interpretadas desde la lógica económica que plantea la globalización. Se necesita este examen 
para comprender la incidencia del fenómeno en los procesos jurídicos, sociales, políticos, 
territoriales  y culturales de cada país (Arnaud, 2000).  
En ese contexto, no se puede desconocer la incidencia de la globalización en el mundo 
jurídico, puesto que este proceso mundial influye en nuevos enfoques,  prácticas y  perspectivas 
del derecho, e impacta la producción y la implementación de la norma jurídica en todos los 
campos. Obviamente, de tal ascendiente no escapan el derecho urbano, el  desarrollo territorial 
y, en forma especial,  el tema  de la vivienda social. En otras palabras,  el derecho está 
influenciado por el nuevo modelo mundial, en el que cada vez cobra mayor relevancia la 
regulación que  emerge de los grupos sociales vinculados al proceso de globalización.  
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La preocupación de los pensadores contemporáneos frente a la transformación del derecho 
en  la era actual gira, entre otros aspectos, en torno “al impacto y a los efectos de la globalización 
de los intercambios sobre la regulación jurídica” (Arnaud, 2000,  164). Lo que podemos 
visualizar hoy es que el paradigma actual que presenta la normalización estatal, sujeta a los 
cambios de la economía globalizada, se basa en la producción normativa en varias esferas de 
intervención que no necesariamente coinciden con la práctica jurídica estatal. Para ser más 
explícitos,  de acuerdo con los conceptos de Arnaud,  en esta era globalizada, el papel del Estado 
en la producción del derecho puede ser desplazado según el entorno en el que, y para el que  se 
produce la norma,  sin que el derecho pierda validez y eficacia, y sin que el Estado pierda su 
legitimidad. 
Ahora, al pasar del plano global al nivel nacional, como parte del objeto de estudio que 
complementa este trabajo, basta una mirada a las políticas y la normatividad sobre la vivienda 
en Colombia. Estas se han reflejado en los diferentes instrumentos de gestión y financiación y, 
por consiguiente, en estrategias,  herramientas  e instrumentos  normativos que propician 
procesos de construcción y oferta de vivienda en forma rápida y ágil, con la participación activa 
del sector privado, con el propósito de garantizar el producto y el mercado. De esta forma, el 
sector de la vivienda se ha hecho aparecer como una de las locomotoras18 que impulsan la 
economía del país.  
 
                                            
18 “Las cinco locomotoras de crecimiento identificadas por el gobierno e incluidas en esta sección del Plan Nacional 
de Desarrollo son: (1) nuevos sectores basados en la innovación, (2) agricultura y desarrollo rural, (3) vivienda y 
ciudades amables, (4) desarrollo minero y expansión energética y (5) infraestructura de transporte”. Presidencia de  
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No obstante esa orientación mercantilista y económica de la política gubernamental de 
vivienda, hay que resaltar que en los últimos años  también ha tenido un carácter  social, 
expresado en los instrumentos normativos y financieros que propenden porque la vivienda 
llegue a  las familias de escasos recursos a través de subsidios y programas de ahorro. Pero la 
producción  de vivienda en ese aspecto abarca más la parte de cobertura, es decir, resalta el 
factor  cuantitativo y no así el cualitativo, razón por la cual, en la actualidad, los entes 
territoriales están revisando esa cuestión, de tal manera que se han implementado estrategias 
para el mejoramiento de la calidad de la vivienda desde el punto de vista de las políticas locales. 
A partir de la Constitución de 1991, la vivienda digna en Colombia se considera un derecho 
social de segunda generación, el cual la Corte Constitucional protege en conexidad con la 
dignidad humana por vía de tutela. No obstante, en el sentido que se ha expuesto y de acuerdo 
con la idea de la Contraloría  General de la República, tomada del informe anual del Estado de 
los Recursos naturales y del Ambiente, 2011.  la política pública de vivienda en el país  aborda 
el tema como un bien de mercado, puesto que el punto de partida es la caracterización 
socioeconómica de los destinatarios de la vivienda y la cantidad de población que requiere este 
bien versus el suelo disponible para su construcción. En la ponderación de las tres variables 
anteriores (poder adquisitivo, población, territorio), el Estado ha buscado una regulación 
intermedia que mantenga el equilibrio y un enfoque social. 
 
En el tema de la construcción de la vivienda social juega un papel decisivo el poder 
adquisitivo de  los hogares para invertir en este rubro. Por lo tanto, el factor económico es una 
razón fundamental para que el Estado adopte programas de vivienda, ligados a la participación 
de entidades privadas y públicas. Ejemplo de estas son INURBE, ICT, BCH, Fonvivienda y 
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Findeter. Otros entes han servido como eslabones para concretar alianzas, pactos y acuerdos 
público-privados, con el fin garantizar el manejo de los recursos destinados a la construcción y 
financiación de vivienda, en Medellín en el caso de la  VIP: La EDU, Isvimed y las  Cajas de 
Compensación Familiar.  
A modo de conclusión de este aparte, es necesario plantear que las leyes nacionales, en el 
marco de la política de vivienda, pretenden sentar directrices generales en cuanto al desarrollo 
territorial de los municipios, la provisión de suelo para la construcción de vivienda social, la 
producción masiva de vivienda de interés prioritario, la focalización de los subsidios para la 
compra de vivienda nueva, la reducción de los costos fiscales y parafiscales, así como las 
exenciones tributarias y beneficios para los constructores privados. De este modo, se evidencia 
una relación entre la política de vivienda  y la reactivación económica, sobre la base de un 
modelo de demanda efectiva, es decir, el acceso al subsidio está garantizado para quienes tengan 
el resto de dinero para proveer el pago total de la unidad inmobiliaria. 
 
2.1.2  Marco jurídico de la vivienda de interés social 
 
El tema que se viene exponiendo tiene su complemento lógico en las normas nacionales más 
significativas  relacionadas con la vivienda de interés social. La indagación correspondiente se 
realizó hasta el año 2013, como se expone a continuación en el cuadro 1,  se acompaña con  una 
breve reseña histórica en relación con la normatividad sobre las VIS. Apunta a destacar algunos 
hitos que marcaron la pauta para la producción de vivienda social. De allí se puede inferir el 
enfoque de la política nacional y el interés del  Estado para resolver el problema del déficit  
habitacional, como ya ha sido referido.  
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Cuadro 1. Normatividad colombiana sobre vivienda de interés social. 




1991 Derecho a la vivienda digna y planeación de VIS 
(artículo 51). 
Ley 9 Enero 11 de 
1989 
Por la cual se dictan normas sobre planes de desarrollo 
municipal, compraventa y expropiación de bienes. 
Ley 3 Enero 15 de 
1991 
Por la cual se crea el Sistema Nacional de Vivienda de 
Interés Social, se establece el subsidio familiar de 
vivienda y se reforma el Instituto de Crédito Territorial 
(ICT). 
 
Ley 152 Julio 15 de 1994 Ley orgánica del plan de desarrollo. 
Ley 388 Julio 18 de 1997 Por la cual se modifican las leyes 9ª de 1989 y 3ª de 
1991. Tiene  por objetivo, armonizar y actualizar las 
disposiciones contenidas en la Ley 9ª de 1989 con las 
nuevas normas establecidas en la Constitución Política, 
la Ley Orgánica del Plan de Desarrollo, la Ley Orgánica 
de Áreas Metropolitanas y la Ley por la que se crea el 
Sistema Nacional Ambiental.  Ordena a los municipios 
realizar los planes de ordenamiento territorial. 
Ley 546 Diciembre 23 de 
1999 
Por la cual se dictan normas en materia de vivienda, se 
señalan los objetivos y criterios generales a los cuales 
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debe sujetarse el gobierno nacional para regular un 
sistema especializado para su financiación y se crean 
instrumentos de ahorro destinado a dicha financiación, 
se dictan medidas relacionadas con los impuestos y 
otros costos vinculados a la construcción y negociación 
de vivienda. 
Ley 1114  27 de diciembre 
de 2006 
Por la cual se modifican la Ley 546 de 1999, el numeral 
7 del artículo 16 de la Ley 789 de 2002 y el artículo 6° 
de la Ley 973 de 2005, y se destinan recursos para la 
vivienda de interés social. 
Ley 1450 16 de junio de 
2011   
Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 
(PND) 2010 – 2014. 
Ley 1469 30 de junio de 
2011   
Por la cual se adoptan medidas para promover la oferta 
de suelo urbanizable y se adoptan otras disposiciones 
para  promover el acceso a la vivienda. 
Ley 1481 23 de 
Noviembre de 
2011   
Por medio de la cual se adiciona un capítulo a la ley 962 
de 2005 en relación con la expedición de certificados  
catastrales destinados al otorgamiento de subsidio de 
vivienda de interés social.  
Ley 1454 Junio 28 de 
2011 
Por la cual se dictan normas orgánicas sobre 
ordenamiento territorial.  
Ley 1537 20 de junio de 
2012   
Por la cual se dictan normas tendientes a facilitar y 
promover el desarrollo urbano y el acceso a la vivienda. 
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Ley 1607 Diciembre 20 de 
2012 
Por la cual se expiden normas en materia tributaria, 
relacionadas con programas de VIS y VIP. 
Ley 1537 Junio 20 de 
2012 
Por la cual se dictan normas tendientes a facilitar y 
promover el desarrollo urbano y el acceso a la vivienda. 
Decreto 1243 Junio 22 de 
2001 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público.  Por el cual 
se reglamenta el procedimiento de devoluciones y 
compensaciones del impuesto sobre las ventas en 
materiales de construcción utilizados en vivienda de 
interés social.   
Decreto 554 Marzo 10 de 
2003 
Por el cual se suprime el Instituto Nacional de Vivienda 
de Interés Social y Reforma Urbana (Inurbe), y se 
ordena su liquidación. 
Decreto 555 Marzo 10 de 
2003 




el Decreto 2083 
de 2004 
Junio 24 de 
2004 
Por los cuales se establecen normas mínimas para 
vivienda de interés social urbana. Derogados por el 
decreto 075 de 2013. 
Decreto 4466 Noviembre 20 
de 2007 
Por  el cual se reglamentan la Ley 3ª de 1991 y los 
artículos 83 y 86 de la Ley 1151 de 2007. Se define las 
categorías de vivienda VIS y VIP y el monto de 
subsidio por categorías. 
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Decreto 2778 Julio 30 de 2008 Por medio del cual se reglamenta el acceso al subsidio 
familiar de vivienda de interés social urbano para 
hogares que desarrollan actividades de recuperación, 
tratamiento y aprovechamiento de residuos reciclables. 
Decreto 2190  
Modificado por 




del 23 de 
diciembre de 
2009. Decretos 
2570 de 2011 y 
2469 de 2012. 
 
Junio 12 de 
2008 
Reglamentan parcialmente las Leyes 49 de 1990, 3ª de 
1991, 388 de 1997, 546 de 1999, 789 de 2002 y 1151 
de 2007 en relación con el subsidio familiar de vivienda 
de interés social, en dinero, para áreas urbanas. 
 
Decreto 2880 Junio 9 de 2010 Por el cual se modifican los artículos 74,75 y 76 del 
Decreto 2190 de 2009 y se establece un régimen de 
transición para el aumento del valor de los subsidios 
familiares de vivienda de interés social otorgados por 
las cajas de compensación familiar. 
Decreto 3571 Septiembre 27 
de 2011 
Por el cual se establecen los objetivos, estructura y 
funciones del Ministerio de Vivienda, Ciudad y 
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Territorio, y se integra el Sector Administrativo de 
Vivienda, Ciudad y Territorio. 
Decreto 3960 Octubre 25 de 
2011 
Por el cual se establece la transferencia de recursos del 
subsidio de vivienda urbana a cuentas de ahorro a favor 
de sus beneficiarios para facilitar la construcción o 
mejoramiento arrendamiento de vivienda digna. 
Decreto 1190 Junio 5 de 2012 Por el cual se reglamenta el artículo 123 de la Ley 1450 
de 2011, en materia de vivienda de interés social nueva, 
para áreas urbanas. 
Decreto 1310 Junio 14 de 
2012 
Por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 1469 de 
2011 en lo relacionado con los macroproyectos de 
interés social nacional. 
Decreto 1921 Septiembre 17 
de 2012 
Por el cual se reglamentan los artículos 12° y 23° de la 
Ley 1537 de 2012, en relación con la población más 
vulnerable en cuanto programas sociales de vivienda. 
Decreto 391 Febrero 16 de 
2012 
Por el cual se reglamenta el subsidio familiar de 
vivienda aplicado a contratos de leasing habitacional 
destinado a la adquisición de vivienda familiar y se fijan 
otras disposiciones. 
Decreto 075 Enero 23 de 
2013 
Por el cual se reglamenta el cumplimiento de los 
porcentajes de suelo destinado a programas de vivienda 
de interés social para predios sujetos a los tratamientos 
urbanísticos de desarrollo y renovación urbana y se 
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dictan otras disposiciones. Deroga los decretos 2060 y 
2084. 
Decreto 872 Abril 29 de 
2013 
Por el cual se reglamenta parcialmente el artículo 41 de 
la Ley 1537 de 2012, en relación con el derecho a la 
vivienda digna. 
Decreto 1432  Julio 5 de 2013   Relacionado con las cajas de compensación, el subsidio 
familiar y el acceso a la vivienda digna. 
Decreto 0156 Febrero 6 de 
2013 
Por el cual se establece el valor del subsidio familiar de 
vivienda de interés social para áreas urbanas y se dictan 
otras disposiciones. 
Decreto 847 Abril 25 de 
2013 
Por el cual se establecen las responsabilidades de los 
beneficiarios del subsidio familiar de vivienda urbana 
en especie y las condiciones para su restitución, y se 
dictan otras disposiciones. 
Fuente: Elaboración propia. 
 
El gobierno nacional  se interesó por el tema de la vivienda a  partir de la Ley 46 de 1918, 
cuyos elementos centrales consistieron en proveer habitaciones salubres “para la clase 
proletaria”.19  Posteriormente,  mediante el decreto 711 de  1932, se fundó el Banco Hipotecario, 
                                            
19 “Artículo 7. Es obligación de los Municipios que tengan más de quince mil (15,000) habitantes destinar el dos 
por ciento (2 por 100) del producto de sus impuestos, contribuciones y rentas, a la cons- trucción (sic) de viviendas 
higiénicas para la clase proletaria. Dichas viviendas tendrán que llenar las condiciones determinadas por la 
Dirección General de Higiene; por habitarlas se cobrará solamente un arrendamiento equivalente al seis por ciento 
(6 por 100) anual del valor de su costo, más un cuatro por ciento (4 por 100) sobre el mismo valor, destinado a 
cubrir éste; todo conforme a los regla- mentos (sic)  ejecutivos de esta Ley, ya los que, sin contrariar los ejecu- 
tivos, (sic) dicten los respectivos Concejos Municipales . Ley 46 de 1918 
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entidad que fue creada expresamente para realizar operaciones de préstamo hipotecario. Tal 
determinación estuvo encaminada a reactivar el sector económico  a través de la construcción. 
Luego se promulgó el Decreto Ley 200 de 1939, por medio del cual se creó el Instituto de 
Crédito Territorial, entidad que asumió el tema  de la vivienda como uno de sus principales 
objetivos.  Por medio de este se construyen soluciones de vivienda para la población vulnerable.  
En ese sentido, las normas señaladas marcaron un primer periodo del desarrollo del tema de la 
vivienda en el país. Podemos afirmar que estas normas marcan un primer periodo del desarrollo 
de la vivienda en el país. 
En 1989  entró a regir la Ley 9ª,  denominada  ley de reforma urbana, con la cual nació el 
concepto de  Vivienda de Interés Social. Allí se estableció el tipo de vivienda con relación al 
valor de la misma como punto de partida. El 20 de julio de 1991 comenzó a regir la Constitución 
Política de Colombia que, en su artículo 51, define la vivienda como un derecho.20 Mediante tal 
determinación, el Estado se comprometió a promover planes de vivienda de interés social, su 
financiación y a crear la forma de ejecución de dichos programas. Este podemos denominarlo 
como un segundo periodo normativo del derecho urbano. 
 
En consecuencia, durante este periodo de reconocimiento constitucional del derecho a la 
vivienda se emitió la Ley  3ª de 1991, por la cual se creó el sistema de vivienda de interés social. 
Para darle cumplimiento, se reformó el ICT,21 cambiándole de nombre a Inurbe y de enfoque a 
                                            
20 La Declaración Universal de los Derechos Humanos reconoce el derecho a la vivienda digna en su artículo 25. 
Lo mismo sucede  con el numeral 1º del artículo 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y 
Culturales. 
21 “A partir de la vigencia de la presente ley el Instituto de Crédito Territorial -ICT- se denominará Instituto 
Nacional de Vivienda de Interés Social y Reforma Urbana -INURBE-. Para todos los efectos legales las actuaciones 
administrativas adelantadas por el Instituto de Crédito Territorial, con anterioridad a la vigencia de la presente Ley, 
se entenderán realizadas a nombre del Instituto Nacional de Vivienda de Interés Social y Reforma Urbana (Inurbe). 
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la política de vivienda al  contemplar los temas de subsidios y créditos.22 El objetivo principal 
fue fomentar las soluciones de vivienda de interés social, administrar el sistema de subsidios y 
dar asistencia técnica para la construcción de ese tipo de habitación. Como hecho importante en 
este hito normativo, la política de vivienda buscó integrar las entidades públicas  y privadas 
correspondientes para que cumplieran funciones conducentes a la financiación, construcción, 
mejoramiento, reubicación, habilitación y legalización de títulos de viviendas de interés social. 
Un tercer periodo normativo partió del año 1997, cuando se emitió la Ley 388, en  la cual se 
reformuló el concepto de vivienda de interés social  en su artículo 91 y dedicó todo el capítulo 
X al tema de la vivienda en forma específica. Allí se le dio un tinte de derecho social, aunque, 
de nuevo, no  se escapó su enfoque direccionado hacia el sistema financiero. 
Esta ley es de suma importancia en la historia nacional porque obliga a todos los municipios 
a organizar su territorio fundamentados en la construcción de los planes de ordenamiento 
territorial, planes básicos de ordenamiento territorial y esquemas de ordenamiento territorial 
(POT, PBOT, EOT). Para lograr dicha estrategia, ordena que los municipios suspenderán el 
proceso de otorgamiento de licencias urbanísticas hasta que se formule el ordenamiento 
territorial pertinente. 
Esta ley también estableció los instrumentos de gestión del suelo, complementarios a los 
POT: planes parciales, unidades de actuación urbanística, planteamientos urbanísticos generales 
                                            
El Instituto mantendrá su naturaleza de establecimiento público del orden nacional, con personería jurídica, 
autonomía administrativa y patrimonio propio e independiente, adscrito al Ministerio de Desarrollo Económico”. 
(Artículo 10º, modificado por la Ley 281 de 1996)  
 
22 “En adelante el Instituto de que trata el artículo anterior tendrá como objeto fomentar las soluciones de vivienda 
de interés social y promover la aplicación de la Ley 9 de 1989 o las que la modifiquen, adicionen o complementen, 
para la cual prestará asistencia técnica y financiera a las administraciones locales y seccionales y las organizaciones 
populares de vivienda, así como administrará los recursos nacionales del Subsidio Familiar de vivienda”. (Artículo 
11º de la Ley 281 de 1996)  
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y otras operaciones como macroproyectos urbanos integrales. Además, determinó obligaciones 
para que el ordenamiento del territorio se hiciera garantizando un impacto estructural sobre 
políticas y estrategias de organización urbana, calidad de vida y distribución espacial de la 
ciudad. En ese sentido, la ley propuso que los municipios determinaran en el POT las 
necesidades en materia de vivienda de interés social, tanto en cuanto a construcción como 
aquella objeto de mejoramiento integral. De acuerdo con esto, deben  plantearse los objetivos 
de mediano plazo, como  las estrategias e instrumentos para la ejecución de programas 
tendientes a la solución del déficit correspondiente de cada municipio. 
A partir de los objetivos de esta ley se evidenció la necesidad de cambios normativos que 
incidieran en algunas entidades y formas de manejar los asuntos del territorio, por lo cual se 
emitieron varias normas. De estas, vale la pena resaltar algunas por su importancia, como  la 
Ley 790 de 2003, mediante la cual se ordena la liquidación del Inurbe. El ministerio 
correspondiente se convirtió en el  Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, 
y se creó el fondo nacional de vivienda (Fonvivienda).23 Durante el año 2011 se promulgó la 
Ley 1469, cuya relevancia en materia de vivienda social radica en la invocación de los principios 
de  concurrencia, coordinación y subsidiariedad, para que el gobierno nacional, en conjunto con 
los municipios, y en ejercicio de sus respectivas competencias promuevan, formulen, adopten 
y ejecuten  operaciones urbanas integrales, mediante la figura de macroproyectos de interés 
social nacional.24   
Unos años antes, en 2007, se había emitido el Decreto 4466 por parte de la Presidencia de la 
República,  por medio del cual se introdujo el concepto de vivienda de interés social prioritaria 
                                            
23 Su objetivo es consolidar el Sistema Nacional de Información de Vivienda y ejecutar las políticas del gobierno 
nacional en materia de vivienda de interés social urbana, en particular, aquellas orientadas a la descentralización 
territorial de la inversión de los recursos destinados a este tipo de vivienda. 
24 Concepto que nace como una estrategia para el cumplimiento de metas de política de vivienda. 
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(VIP) “como aquella vivienda cuyo valor máximo es de 70 smmlv”. Aquí, nuevamente, el 
enfoque de la definición está en función del valor.   En 2012, mediante la Ley 1537, se señalaron 
las competencias y funciones de las entidades del orden nacional, territorial  y del sector privado. 
También se orientó  la financiación para el desarrollo de los proyectos de vivienda de interés 
social y de interés prioritario destinados a los hogares de menores recursos. Con base en las 
anteriores normas y algunas otras que no son referidas  aquí debido a las limitaciones de espacio, 
se concretó el marco jurídico que da soporte a la existencia y desarrollo de la vivienda de interés 
social en Colombia y asegura el cumplimiento de  la política de vivienda.  
 
2.1.3  La vivienda de interés prioritario: surgimiento, motivaciones y gestión institucional 
 
El concepto de vivienda de interés prioritario en Colombia surgió a partir del Decreto 4466 
de 2007,25 el cual se repite textualmente en normas posteriores26 sin otra connotación o 
referencia diferente al precio. La VIP se concibió, dentro de la política de vivienda, por el interés 
del gobierno nacional de identificar un tipo de solución habitacional27 a la cual estuvieran 
dirigidos los subsidios que se otorgan con recursos del presupuesto nacional y a través de las 
cajas de compensación. Por tal consideración, se determinó el valor para la VIP y se definió el 
                                            
25 “Definiciones. Para efectos de la aplicación del presente decreto, se adoptan las siguientes definiciones: […] 
1.2. Vivienda de Interés Social Prioritario (VIP). Es la solución de vivienda cuyo valor máximo es de setenta 
salarios mínimos legales mensuales vigentes (70 smlmv). (Artículo 1° del Decreto 4466 de 2007) 
 
26 Decreto 2190 de 2009, Ley 1469 de 2011, Ley 1537 de 2012 y Decreto 075 de 2013. 
27 “El subsidio familiar de vivienda de interés social urbano otorgado por el Fondo Nacional de Vivienda con cargo 
a los recursos del Presupuesto Nacional, sólo podrá aplicarse en soluciones de vivienda de interés social prioritario. 
La anterior limitación no se aplicará en el caso de inversiones en macroproyectos de interés social nacional, en 
programas de subsidio familiar de vivienda urbana en especie y en proyectos de vivienda de interés social en zonas 
con tratamiento de renovación urbana de conformidad con lo señalado en el artículo 86 de la Ley 1151 de 2007.” 
Decreto 4466 de 2007.  
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tope máximo del precio final de venta,  con el fin direccionar los subsidios que otorga el 
gobierno e identificar la VIP con respecto a otros tipos de vivienda. 
Desde esta óptica normativa, entre las motivaciones para impulsar las VIP se cuenta el ánimo 
de generar una vivienda económica, de menores costos, accesible a las personas de escasos 
recursos o de menos ingresos y que se beneficien de los subsidios que entrega el gobierno 
nacional.  En cuanto a la clasificación de las personas que pueden tener acceso a este tipo de 
solución habitacional, no existe una norma que textualmente lo exprese, las caracterice y las 
defina; sin embargo, de la lectura de las diferentes reglamentaciones se puede   deducir  que los 
destinatarios se limitan a las familias de bajos recursos que no tienen vivienda, pues se entiende 
que con las VIP se concreta una solución a esta carencia. 
A partir de las normas que han regulado los requisitos y el tipo de beneficiarios del subsidio 
para vivienda,28 también se pueden identificar los destinatarios de las VIP; sin embargo, 
normativamente no se ha limitado su acceso a las  personas que no hacen uso del subsidio  y 
que hacen la inversión en este tipo de  vivienda con fines de rentabilidad económica 
(arrendamiento o reventa).  
 
De otra parte, con el ánimo de propiciar el desarrollo de las VIP, las normas nacionales29 han 
sido enfocadas hacia la fijación del porcentaje de suelo que deben garantizar las entidades 
territoriales, desde el POT y sus diferentes instrumentos de desarrollo (planes parciales, 
macroproyectos, programas de renovación urbana, etc.). Esto con el propósito de mantener las 
VIS y las VIP dentro del modelo de desarrollo territorial que cada municipio adopte. 
                                            
28 Decreto 975 de 2004, 2778 de 2008, Decreto 2080 de 2010, Decreto 1921 de 2012, Ley 1537 de 2012 y Decreto 
847 de 2013.  
29 Ley 9 de 1989, Ley 388 de 1997, Decreto1469 2011, Decreto 1310 de 2012, Ley 1537 de 2012 y Decreto 075 
de 2013.  
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Al definirse la VIP a partir del precio máximo de venta, se está determinando en forma 
proporcional el valor del suelo; por esta circunstancia, las VIP se van desplazando a los suelos 
más baratos de los municipios, aquellos territorios que se encuentran localizados en las zonas 
que bordean la ciudad y los barrios de estrato  1 o 2. Normalmente, por lo que se evidencia de 
este proceso,  emergen grandes problemas espaciales y sociales devenidos de la ubicación de la 
VIP. Ante la falta de normas,  políticas y estrategias territoriales específicas que determinen y 
categoricen su ubicación en los diferentes estratos de la  ciudad, aparecen significativas 
dificultades para que efectivamente se cumpla la mezcla de clases. 
A través del desarrollo de los principios de  concurrencia, coordinación y subsidiariedad se 
han promovido la formulación, adopción  y ejecución de operaciones urbanas integrales 
(Macroproyectos de Interés Social Nacional,30  planes parciales y  proyectos institucionales de 
renovación urbana) (Congreso de Colombia, 2012), instrumentos que tienen como finalidad la 
producción de suelo para la construcción de las VIP.   
El Estado colombiano, a través de diferentes normas,  ha propiciado que las instituciones 
privadas también entren a formar parte de los programas de política de vivienda  y  se 
comprometan con el desarrollo de proyectos de VIP en todo el país. En ese contexto se destaca 
la Ley 1537 de 2012 que institucionaliza dicha participación  en el sentido de poder construir, 
financiar, ofertar y vender proyectos  de VIP, con o sin subsidios. De esta forma se fomenta la 
práctica constructiva de las VIP por el sector privado.  
En el plano local, en la ciudad de Medellín, antes del Acuerdo 46 de 2006,   existían  normas 
que permitían la construcción de VIP  en varias partes de la ciudad, incluidas las zonas del 
centro. Sin embargo, este tipo de proyectos no era llamativo para los constructores quienes 
                                            
30 Concepto que nace como una estrategia para el cumplimiento de metas de política de vivienda. 
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tenían la posibilidad y optaban por construir los proyectos de vivienda suntuaria. A partir de 
dicho acuerdo, con el ordenamiento territorial de Medellín muchos predios quedaron sin 
posibilidad de desarrollo. Al reglamentar frentes y áreas mínimas en la conformación predial, 
superiores a las existentes en ese momento, se obligó a sus propietarios a recurrir a otras 
estrategias de utilización. Es así como se inició el auge de proyectos VIP en la ciudad de 
Medellín, fundamentado en el artículo 240 del POT  (Municipio de Medellín, 2006) y en los 
decretos nacionales 2060 y 2083 de 2004. 
Con base en la regulación mencionada (Acuerdo 46  de 2006), la gestión institucional de las 
VIP en Medellín, durante el periodo que convoca la presente investigación, estuvo marcada por 
los proyectos que se realizaron a través de la EDU y el Isvimed. Ello, como parte del 
reconocimiento de la necesidad  de asumir el problema  del déficit habitacional que se presenta 
en Medellín y la oportunidad de generar soluciones de vivienda para la población desplazada, 
las víctimas del conflicto armado, de desastres y aquella población que amerita reubicación o 
reasentamiento debido a las obras públicas que se llevan a cabo en la ciudad. También como 
parte de los programas de reposición de la vivienda y Programa Medellín Solidaria. 
Las viviendas de interés prioritario que se entregaron a partir de la gestión institucional están 
ubicadas principalmente en las zonas periféricas de la ciudad de Medellín,  en los 
corregimientos y en los barrios de estrato 1 y 2; por ejemplo, Moravia, Iguaná, Robledo, 
Pajarito,  Buenos Aires, San Javier, San Antonio de Prado, San Cristóbal, Belén, Candelaria. 
Allí se adelantaron proyectos de vivienda de gran magnitud como Aurora, Cantares I, II, III, 
Mirador del Valle, Villas de Suramericana, Chagualón, El Tirol, Montaña y cascada, Juan Bobo,  
por mencionar algunos de gran connotación política y social, y gran impacto urbano-territorial 
en la ciudad. 
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La gestión institucional de las VIP y los proyectos desarrollados en Medellín están 
enmarcados dentro de los lineamientos normativos  de la política de vivienda  en cuanto a la 
determinación del valor. Esto, incide directamente en las  características cualitativas de la 
vivienda que se entrega  y en la ubicación del proyecto. Por lo tanto, el modelo de consolidación 
del territorio a través de la acción urbanística que ha venido desarrollando el Municipio de 
Medellín está asociado a los costos de los terrenos para la implementación de la vivienda,  al 
estrato social y  las especificaciones normativas que implican un precio máximo de 70 salarios 
mínimos mensuales vigentes por cada unidad (en el periodo que comprende esta investigación),  
en el caso de las VIP,  hasta 135 salarios mínimos legales mensuales vigentes en el caso de las 
VIS. 
Con la reglamentación establecida en el Acuerdo 48 de 2014, el municipio de Medellín 
adoptó la revisión del  Acuerdo 046 de 2006. En la actualidad, el ente territorial asume en forma 
preferente el control urbanístico del desarrollo, construcción y venta de la  VIP. Para este fin, 
dicta  reglas que le permiten disponer  en forma exclusiva  de los suelos  que por obligaciones 
urbanísticas  entregan los operadores urbanos. Al determinar  que será el  Municipio, a través 
del Isvimed y la EDU, quien se ocupe de la construcción, desarrollo,  venta y entrega de las 
viviendas, se plantea una gestión directa desde a institucionalidad de las VIP.  
2.2 La vivienda de interés prioritario —VIP— en Medellín  
 
En principio, las VIP en Medellín no fueron del interés del sector privado, dado el poco 
margen de rentabilidad económica que dejaba la construcción de dichos proyectos, razón por la 
cual este tipo habitacional se venía implementando en mayor medida por las instituciones 
públicas. Pero, a partir del año 2006, con la revisión  del POT (Acuerdo 046 de ese año), se 
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impuso una  reglamentación urbanística que limitó la construcción de vivienda suntuaria o 
convencional en forma concluyente  en algunos sectores de estrato 3, 4 ,5 y 6 del territorio de 
Medellín,  y en forma especial en el polígono de consolidación. Tal situación conllevó a que 
entidades privadas centraran su mirada en el ordenamiento nacional ya que encontraron una 
oportunidad normativa para realizar  el desarrollo de VIP. 
En el Acuerdo municipal  46 de 2006 y el Decreto municipal 409 de 2007 que reglamentó el 
primero, se ordenó incrementar las áreas y frentes mínimos de los predios, limitar la altura y la 
densidad, por lo que se requirió mayor área de predio  para cumplir con las dimensiones 
establecidas para edificar. Con ello se obligó a la integración de predios, situación que 
repercutió directamente en el aumento del valor del suelo; en algunos casos, fue imposible tal 
unión, ya que algunos espacios estaban construidos con edificios en altura, ya estaba realizada 
la conformación predial. Adicional a esto,  la altura máxima aprobada fue de cinco niveles, lo 
cual no era proporcional con el esfuerzo económico que debía hacer el constructor para adquirir 
el suelo. 
Sumado a lo anterior,  el Decreto 409 de 2007de la Alcaldía de Medellín no estableció para 
la  vivienda de interés social criterios normativos de diferencia en relación con la demás 
viviendas,  de tal suerte que la VIS  de 135 smlmv era inviable en aquellos predios que no podían 
ser englobados a otros.  De esa forma, la construcción de  la VIS desincentivó al sector privado, 
por lo que en la vigencia del Acuerdo 046  (Municipio de Medellín, 2006) este tipo de vivienda  
se vio  limitado a solo proyectos de gran magnitud desarrollados por instituciones como la EDU 
y como se dijo anteriormente,  fueron ubicados espacialmente en las zonas periféricas y 
corregimientos de Medellín. Así, los predios con menor tamaño que estaban ubicados en los 
suelos de consolidación,  que no alcanzaban frente y área mínimos para otro tipo de proyectos 
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de vivienda, quedaron por fuera de la normatividad urbana, ya que tampoco cumplían los 
requisitos de la VIS. 
Ante tal situación, los constructores privados encontraron una base jurídica y la manera de 
gestionar los predios para darle viabilidad a sus proyectos y una solución para los lotes que 
estaban prácticamente excluidos del desarrollo urbano, en virtud de la norma territorial, y 
sumidos en cargas de impuestos, contribuciones y demás obligaciones fiscales. Se apoyaron en 
el POT de Medellín, aplicando directamente los decretos 2060 y 2083 de 2004, por mandato del 
acuerdo 46 de 2006. 
Los artículos 25231  y  25332 del POT establecieron un criterio de diferencia en cuanto a las 
densidades de la VIP. Por otra parte, los decretos nacionales  2060 y 2083 de 2004 se insertaron 
en forma directa y sin ninguna reglamentación adicional en el ordenamiento territorial de 
Medellín (POT):   
Para el desarrollo de vivienda de interés social tipo 1 y 2, se aplicarán las 
disposiciones previstas en los Decretos Nacionales 2060 y 2083 de 2004, 
especialmente en lo relacionado con áreas mínimas, densidades y cesiones 
urbanísticas gratuitas. Si se llegaren a modificar  las disposiciones nacionales antes 
citadas, se aplicarán las nuevas reglamentaciones que emita el gobierno nacional. 
En el eventual caso de ausencia de normativa nacional sobre estos aspectos, en el 
                                            
31 “Tabla de Densidades, Aprovechamientos y Obligaciones. En los polígonos de tratamiento se aplicarán los 
aprovechamientos que se establecen a continuación,  con las restricciones señaladas en la presente Sección”.  
(Artículo 252° del Acuerdo 46 de 2006) 
 
32 “Para el caso de los desarrollos de vivienda de interés social tipo 1 y 2 el área neta se calculará de  conformidad 
con lo dispuesto por el Decreto Nacional 2060 de 2004 o la norma que lo modifique o complemente”.  (Artículo 
253 del Acuerdo 46 de 2006)  
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Municipio se seguirán aplicando las normas urbanísticas previstas en las 
reglamentaciones antes señaladas. 
Lo indicado implicó que los predios de áreas menores que no cumplieran requisitos de frente 
y área mínimos para las VIS o vivienda suntuaria, se tratarían bajo las normas de las VIP. Así 
pues, a partir del año 2006, se dio paso al auge constructivo de VIP, con edificios en altura y 
volumen, en todos los estratos y polígonos de Medellín, mediante el  desarrollo  predio a predio. 
La mayoría  de estos están ubicados en el polígono de consolidación, compuesto, generalmente, 
por barrios de estratos 3, 4, 5 y 6. 
De esta manera, en principio, la VIP se desarrolló en el territorio local, no tanto como una 
oportunidad económica y rentable  para los constructores —esta fue vista más adelante— sino 
como una oportunidad de desarrollo urbanístico. Ante la falta de normas para los predios que 
no cumplían una u otra regla, se generó un incremento en la construcción de VIP en todos los 
estratos de la ciudad de Medellín. Paradójicamente, se propició la mezcla de estratos sociales. 
Aunque este era un principio rector del POT, allí no se habían establecido los instrumentos 
normativo-territoriales para que fuera efectivamente practicado en el desarrollo urbanístico de 
la ciudad, tal y como no lo consagra hoy el nuevo POT. 
 
2.2.1  La regulación local de la vivienda de interés prioritario 
 
El Acuerdo 46 de 2006 y sus decretos reglamentarios 409 de 2007 y 1521 de 2008 rigieron 
hasta el mes de octubre de 2014. Esa normatividad había acogido los decretos nacionales 2060 
y 2083 de 2004, mediante los cuales se permitió aumentar la densidad y se buscó generar el 
mayor número de soluciones de vivienda, en las condiciones de precio  de la VIP, se disminuyó 
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la obligación de parqueaderos posibilitando construir en los terrenos mayor cantidad de VIP y 
se redujo el pago de obligaciones urbanísticas.  
A partir del año 2008, ante la alta demanda de licencias para VIP y con el auge constructivo 
de estos proyectos en todo el territorio de Medellín, se inició un conflicto en la ciudad, lo que 
dio lugar a la expedición de una nueva reglamentación mediante algunos  decretos y  circulares 
interpretativas. 
Mediante el Decreto Municipal 012 de 2011, la alcaldía de Medellín reglamentó las áreas y 
frentes mínimos para proyectos  multifamiliares. Con este decreto se excluyeron  de la solicitud 
de VIP los predios con un área menor de los dos mil metros cuadrados. Con  el Decreto 
Municipal  260  de 2012, la Alcaldía se impuso construir  estacionamientos por unidad 
habitacional, pues inicialmente era un parqueadero por cada diez viviendas. 
Los dos decretos anteriores fueron derogados por la Alcaldía mediante el Decreto 811  de 
2012. Esto tiene suma importancia en el ordenamiento municipal  porque define el contexto en 
el cual se aplicó la normatividad VIP expedida por el gobierno nacional. Por medio de esta 
determinación se ordenó que los decretos 2060 y 2083 de 2004 solo serían aplicados en 
proyectos VIP que comprendieran procesos de urbanización; se excluyeron las construcciones 
predio a predio en lotes previamente urbanizados. Además, se establecieron áreas y frentes 
mínimos para los proyectos VIP, obligaciones urbanísticas de cesión y se modificaron las 
exigencias de estacionamiento aumentándolas para los proyectos de VIS y VIP. 
En medio del conflicto VIP, la alcaldía de Medellín expidió también varias circulares. Entre 
las más importantes se encuentran las circulares interpretativas  48 y 49 de 2013 y 50 de 2014, 
emitidas como si fueran normas con carácter obligatorio. Estaban destinadas a regir el 
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procedimiento  de los curadores de Medellín, con el propósito de frenar la solicitud y aprobación 
de licencias para VIP, especialmente para los predios ubicados en los  estratos 3 a 6 de la ciudad. 
De lo anterior se puede concluir que en el periodo comprendido entre los años 2006 y 2014 
se expidió una reglamentación incipiente de la VIP en Medellín, determinada básicamente por 
unos pocos artículos del Acuerdo 46, quizá por dos o tres. Estos se fueron modificando mientras 
trascurría el conflicto, pero que no fueron pensados desde una planeación inicial, concreta y 
direccionada a los fines que se buscaban con las normas. En el cuadro 2 se muestra el resumen 
de la normatividad emitida por el municipio de Medellín durante el periodo indicado. 
Cuadro 2. Resumen normativo municipal sobre las VIP - 2008 – 2014 
Norma Fecha Tema que regula 
Acuerdo 046 2006 Por el cual se revisa y ajusta el Plan de Ordenamiento 
Territorial para el Municipio de Medellín y se dictan otras 
disposiciones. 
Decreto 409  2007 Por el cual se reglamenta el acuerdo 046 y se dictan otras 
disposiciones. 
Decreto 1521  2008 Modifica el decreto 409 de 2007. 
Decreto 12 2011 Modifica los decretos 409 y 1521. 
Decreto  811 2012 Por el cual se expide reglamentación específica en materia 
de VIP. 
Resolución 82 2014 Por  medio de la cual se autoriza en forma específica  el 
desarrollo de algunos proyectos de VIP en Medellín. 
Circular 
interpretativa 
48 y 49 de 
2013 
En relación con la aplicación del decreto 1469 de 2010 en 
cuanto a la prohibición de la modificación de licencias VIP. 
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Establece requisitos adicionales  en relación con el visto 
bueno previo de la oficina de planeación para radicar 
proyectos urbanísticos en la modalidad de VIP. Modifica 
normas de procedimiento referidas al decreto nacional 1469 
de 2010. 
Acuerdo 48 2014 Por medio del cual se adopta la revisión y ajuste de largo 
plazo del Plan de Ordenamiento Territorial del Municipio 
de Medellín y se dictan otras disposiciones 
complementarias. 
Fuente: elaboración propia. 
 
2.2.2  El plan de ordenamiento territorial y las VIP 
 
Durante la vigencia del Acuerdo 46 de 2006, con el establecimiento del POT,  y, luego, con 
sus decretos reglamentarios, la alcaldía de Medellín adoptó la normatividad de la VIP 
establecida con los decretos 2060 y 2083 de 2004 sin  reglamentación adicional. Con dicha 
orientación se construyó este tipo de vivienda en todo el territorio de Medellín. El ordenamiento 
territorial  acompañó entonces la intención de la política nacional de vivienda. Sin embargo, en 
la medida en que se presentaba en la ciudad un alto crecimiento constructivo  de los proyectos 
VIP, desarrollados por el sector privado, se desató el conflicto que ha sido señalado en este 
estudio. El Municipio  tomó en cuenta  la tarea de reglamentar de nuevo y el Concejo Municipal 
aprobó la revisión y ajuste del plan de ordenamiento territorial POT en el mes de octubre de 
2014. 
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Con la revisión del plan de ordenamiento territorial, adoptada mediante el Acuerdo 48 del 
17 de diciembre de 2014, se pudo establecer un marco normativo más amplio en relación con 
la VIP para buscar la finalización del conflicto. Por ello se adoptaron  varias tácticas,  como 
retomar  las líneas estratégicas del PEHMED 2020,33 a partir de las cuales se establecieron  los 
lineamientos de la política habitacional que se han de aplicar a largo plazo para la ciudad de 
Medellín. 
El nuevo POT, también en relación con la VIP,  propone desarrollar  una  política inclusiva 
que propende por llevar los desarrollos habitacionales,  incluidos los de vivienda social, a los 
macroproyectos de Borde y de Río.  Para ello plantea las siguientes líneas estratégicas: política 
económica,  que formula incorporar la VIP como carga y distribuirla como costo en los 
macroproyectos que se desarrollen en la ciudad; política de gestión, que se incorpora a partir de 
las posibilidades de pago o traslado de la obligación VIP a otros sitios, es decir, no 
necesariamente se hacen parte del macro-proyecto; política institucional, que permite el  
fortalecimiento del Isvimed como gestor de la vivienda social en Medellín, bajo la 
reglamentación del derecho de preferencia; por último, política de estándares para la VIP, que 
se inclina por la reglamentación de normas generales de la vivienda. 
De acuerdo con lo enunciado, se observa que el POT de 2014  trae  innovación en la forma 
de concebir y  aplicar el tema de las VIP, especialmente al incorporar estas  como carga 
urbanística y distribuirlas como costo en los macro-proyectos,34  cuando opta por  la 
incorporación de franjas de densidades habitacionales decrecientes del Río y de Borde. Hace 
énfasis en los polígonos con capacidad de soporte, asociados a los sistemas de transporte 
masivo, con el ánimo de llevar población al corredor del río como factor de inclusión social. 
                                            
33 Plan Estratégico Habitacional de Medellín 2011-2020 (PEHMED 2020).  
34 Artículo 449 del Acuerdo 48 de 2014, POT de Medellín. 
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También determina el  fortalecimiento del Isvimed como gestor de la vivienda social y, a 
través de este y la EDU,35 busca canalizar el territorio en el que se desarrollará la VIP, así como 
los recursos con los que se financiarán los proyectos  generados a partir del pago de las 
obligaciones urbanísticas.  De igual modo,  establece una reglamentación más puntual para la 
construcción de VIP con relación a los aprovechamientos y obligaciones cuando el sector 
privado pretenda desarrollar este tipo de solución habitacional  en forma independiente.  
A partir del nuevo POT, la construcción de VIP queda  a cargo del ente territorial en forma  
preferente, lo cual se pretende lograr con las determinaciones normativas adoptadas: pago de 
las obligaciones urbanísticas de los macroproyectos en forma obligatoria  al dejar un porcentaje 
de suelo para VIP, el que posteriormente será construido  por el Municipio por medio de la EDU 
y el Isvimed; reglamentación del derecho de preferencia, por medio del cual establece que los 
bancos de tierra serán los primeros en ofertar por los suelos que se destinen para VIP;   emisión 
de normas  específicas sobre las áreas receptoras en relación con las áreas resultantes de las 
obligaciones de suelo para VIP. 
En el marco de la revisión del POT se dio más importancia y un alcance diferente al tema de 
la VIP. Se establecieron  las principales áreas receptoras de la obligación urbanística con destino 
a las construcciones de VIS y VIP, señaladas específicamente en áreas del territorio municipal. 
Por ejemplo, los macroproyectos Río Norte y Río Centro, así como  otros macroproyectos de 
Borde o de ejes trasversales o proyectos VIP implementados en la ladera, aunque en este aspecto 
llama la atención que no se comprometen con cargas de VIP para construir en sitio,  los 
macroproyectos Rio Sur, que asumen la trasformación del área urbana de estrato alto de 
Medellín, lo que denota nuevamente la segregación social que hemos señalado. En los 
                                            
35 Artículo 490 del Acuerdo 48 de 2014, POT de Medellín. 
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desarrollos al interior de las áreas de intervención estratégica (AIE), en las transversalidades o 
localizados en polígonos con tratamiento de suelo urbano y de expansión. También en proyectos 
localizados en polígonos con tratamiento de renovación. Con respecto a estas últimas áreas 
receptoras se estableció que en caso de trasladarse allí la obligación, el Municipio tendrá el 
derecho de preferencia para utilizar el porcentaje de obligación que haga en pago el respectivo 
proyecto, con lo que se espera que haya una redistribución de este tipo de vivienda en la ciudad. 
La nueva normatividad deja a los sectores privados al margen de la construcción de VIP, ya 
que en forma específica señala que estos solo podrán construir VIS y VIP  en cualquier parte de 
la ladera por fuera de los macroproyectos, previo cumplimiento de las normas urbanísticas de 
los polígonos, incluida la densidad. Solo  podrán aplicar una norma diferencial —en cuanto 
tamaño de la vivienda, parqueaderos y la cesión de espacio público— en  caso en que el 
municipio directamente gestione el proyecto. De esta forma, el gobierno municipal asume el 
conflicto presentado  y a partir de allí crea las herramientas normativas con las que se espera un 
cambio sustancial en la manera de aprobar, gestionar, construir y vender los proyectos de 
vivienda de interés prioritario en la ciudad de Medellín. 
No obstante de la lectura de las nuevas normas del POT quedan varios interrogantes en 
cuanto al desarrollo futuro de la  VIP, que tienen que ver con la formulación y desarrollo de los 
macroproyectos, en tanto que se ha permitido el traslado de esta obligación de construcción de 
VIP a zonas receptoras que corresponden en gran parte  a los macroproyectos que involucran 
espacios urbanos  de estrato  bajo, como ejemplo está el Mc- Rio Norte, por lo que este nuevo 
ordenamiento nos sitúa en la pregunta sobre ¿habrá más segregación social y la conformación 
de guetos a partir del nuevo orden municipal y la construcción de la vivienda prioritaria? 
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Capítulo 3.  
Falsas VIP: ¿mito o realidad? Uso e interpretación de la norma, el conflicto y su 
incidencia en  la transformación del derecho 
 
Uno de los  compromisos planteados en la investigación que se expone, es interpretar cómo 
emerge el término de “falsas VIP” en Medellín dentro del conflicto que se ha mencionado, y 
cómo es tratado en  relación con la aplicación normativa de la VIP en los estratos altos (4, 5 y 
6). En este capítulo se trata de definir  qué son las falsas VIP, precisar si realmente existen o no, 
qué las determina, cómo y quién las define, y cuáles son las connotaciones de esta expresión en 
el orden normativo, social y territorial de Medellín. 
Con el ánimo de dar cuenta de uno de los compromisos más importantes de este trabajo, 
antes de  dar inicio a la presentación de los hechos a partir de los cuales se evidenció la existencia 
del conflicto jurídico, social y territorial, así como de los actores y el uso de las normas VIP y 
la incidencia de esta en el desarrollo morfológico de la ciudad, se retomará el tema del mito 
relacionado con las falsas VIP, desde los mismos hechos que se presentaron.  
En el contexto de esta investigación a partir de los hechos podemos concluir que la expresión 
de “falsas VIP” nació como respuesta social, de carácter sancionador, a las interpretaciones y 
prácticas realizadas y usos de las normas por algunos actores de la  constructores en  relación 
con las normas de este tipo habitacional, contenidas especialmente en los decretos 2060 y 2083 
de 2004:   “podríamos decir que este es uno de los casos en los que se podría lograr el 
desistimiento a raíz de la sanción social que se ha logrado imponer al momento” (Concejo de 
Medellín, 2012).36  
                                            
36 Comisión Accidental 153 de 2012. C o n c e j o  d e  M e d e l l í n .  
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Algunos actores vinculados al ramo de la construcción se aprovecharon de la fuerza 
normativa que emanaba de los decretos 2060 y 2083 de 2004  para solicitar licencias VIP para 
construir en todo el territorio de Medellín espacialmente en estrato alto. Estas se otorgaron  con 
unas prerrogativas como aumento de la densidad, construcción en gran altura, menos pago de 
obligaciones urbanísticas, menores obligaciones de construir parqueaderos, impuestos más 
bajos, entre otras. Una vez obtenida la licencia y construido el proyecto, las unidades de 
vivienda se vendían por un valor mayor a los 70 salarios mínimos  mensuales establecidos en 
la norma como precio máximo de venta de la VIP; para ello, acudían al uso de otros contratos 
privados por separado.  
La práctica realizada por los constructores privados consistió en la venta de las 
unidades de vivienda por un mayor valor al establecido en las normas por un valor 
setenta (70) salarios mínimos legales mensuales vigentes, mediante la 
implementación de contratos privados en los que se contrataba la construcción de 
acabados y venta de parqueaderos en forma separada de la unidad básica establecida 
para la VIP, con la finalidad de obtener un mayor beneficio económico y 
rentabilidad. (Entrevistado No 7). 
 
Esta práctica hacía que el valor de la vivienda se aumentara en una forma 
considerable,  especialmente en los barrios de estrato alto, llegando  adquirir   
precios de hasta tres veces o más de lo establecido por norma, lo que sin duda fue 
considerado como una falsedad, como una sustracción a la obligación de cumplir 
con los principios de la VIP,  en el  sentido, que la vivienda debía ser vendida y 
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entregada  a las familias de menos recursos, porque finalmente la VIP se estaba 
vendiendo a personas que las adquirían por inversión y no por necesidad de una 
vivienda.  (Concejo de Medellín, 2013)37  
Ante tales circunstancias se consideró que al vender las unidades habitacionales por un 
mayor valor se estaba realizando un detrimento fiscal y de espacio público para la ciudad de 
Medellín, pues los proyectos que obtenían licencias de construcción como VIP eran exonerados 
de pago de obligaciones urbanísticas,  de algunos impuestos, tenían menores cargas de 
equipamientos, parqueaderos y espacio público. Por consiguiente,  los esfuerzos normativos  
que buscaban mantener el equilibrio financiero de esos proyectos, se daba en términos de que 
el sector privado pudiera darle impulso a la construcción de VIP y pudieran tener acceso efectivo 
a este bien personas de escasos recursos. 
Hoy el constructor de VIP no paga impuestos en IVA por ejemplo, no paga 
impuestos de delineamiento urbano, no paga impuestos en obligaciones 
urbanísticas, es decir , frente a tantos metros cuadrados que tu construyas no tienes 
que pagar obligaciones urbanísticas desde el punto de vista económico, ni 
obligaciones urbanísticas de áreas sociales, eso desde el punto de vista tributario 
fiscal. (Entrevistado No 1). 
Como respuesta social a tal situación, se denominaron como “falsas VIP” a las prácticas 
indicadas. Este señalamiento se divulgó a  través de los medios de comunicación, lo que condujo 
al entendimiento de dicho término como un símbolo repudiable, socialmente con un significado 
de  repercusiones negativas,  ya que así se entendía  el carácter ilegal de estos proyectos.  En 
consecuencia, para dar un mayor alcance social  a esta figura, esas prácticas fueron relacionadas  
                                            
37 Comisión accidental 153 - 2012.   
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con delitos  como estafa, falsedad de documentos y lavado de activos, entre otros, razón por la  
cual este término generaba pánico a la hora de adquirir una vivienda. 
Este nuevo capítulo de las VIP se inicia con seis posibles delitos: estafa, estafa 
agravada, fraude procesal, urbanización ilegal, falsedad en documento público y 
concierto para delinquir. ¿Cómo se llegó a este punto? La Fiscalía encontró que a 
muchos de los denunciantes les ofrecían estos proyectos y efectivamente se los 
vendían a 40 millones de pesos (que es lo que debe costar una VIP legal, 
aproximadamente), pero luego les pedían (a los propietarios) más dinero…  (Vivir 
en el Poblado, 2013)38  
No obstante la calificación de los hechos, de la investigación realizada se pudo establecer 
que  la práctica correspondiente a la venta de los acabados y de los parqueaderos privados por 
un mayor valor de la VIP no se sancionó penalmente, pues tales conductas no estaban tipificadas 
en las normas penales como delito y por lo tanto espaciaba a la sanción penal. En conclusión, 
la fiscalía archivó todas las denuncias que se hicieron expresamente en ese sentido y por dichas 
prácticas. 
El término falsa VIP se adoptó como una respuesta social  que simboliza un sentido diferente 
de las cosas, es decir,  indica  que las normas correspondientes a los decretos 2060 y 2083  de 
2004 no fueron creados por el legislador para generar un mayor provecho económico particular 
y simultáneamente contribuir al detrimento fiscal y de espacio público de la ciudad. En 
consecuencia, al descubrirse el uso e interpretación que se estaba haciendo de las normas VIP, 
tanto la forma como el sentido que se venían dando al uso de estas por algunos actores, fueron 
                                            
38 Descubierto Cartel de Falsas VIP. La Fiscalía creó un grupo especial para investigar a la que calificó de “banda 
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deslegitimados por otros actores que no permitieron que se siguieran utilizando así; ello sucedió 
de esta manera al no encontrarse en principio,  jurídicamente una respuesta que impidiera esas 
conductas. 
Empero algunos actores han dicho que las falsas VIP son un mito. Colectivamente se llegó 
a esa conclusión porque desde el punto de vista cultural imperante la palabra mito se asemeja 
con algo que no existe, con algo irreal, que solo está en el imaginario de las personas.  Esos 
actores que defienden el uso e interpretación de las normas VIP en el sentido que aquí se 
cuestiona, señalan que las falsas VIP son un invento. Con ello se quiere expresar que  no existen 
en la realidad, que lo que existe es una práctica que no está reglamentada y que es legalmente 
posible,  que ese señalamiento es una denominación social negativa para deslegitimar y 
desconocer  las prácticas normativas  legalmente  realizadas por quienes las implementan. 
Las falsas VIP han sido un mito más del Concejo de Medellín que ha hecho una 
cacería de brujas tanto para las curadurías, haciendo unas denuncias que no tienen 
asidero en ninguna norma, no hay falsas VIP, es un mero concepto que se ha 
inventado por un concejal creo yo. (Entrevistado No 6). 
De los hechos se evidencia  que el término falsas VIP es un símbolo que recoge una 
reconfiguración social de la conducta,  que tiene una connotación negativa. Dicho símbolo 
permite preguntar por planos  de la realidad que de otra manera no se hubieran conocido, que 
sin dicha insinuación no hubieran sido estudiados y entendidos. Esa expresión es una imagen 
que saca a la luz  el uso normativo y la aplicación de los decretos nacionales en una forma no 
aceptada socialmente, ni esperada por el legislador. Tal situación llevó a la derogación de las 
normas respectivas, es decir, ese uso normativo finalmente repercutió en el cambio de los 
ordenamientos nacional y local, como se expone más adelante. 
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Falsa VIP, mire ese es un término que se inventaron en el concejo,  se lo inventó un 
concejal que cogió como caballito de batalla para hacer política el tema de la VIP,  
no entiendo donde uno pueda pensar que hay una falsa VIP, lo que hace falta es 
control, lo que hace falta es que  los constructores asuman con responsabilidad lo 
que prometen al momento del licenciamiento.  (Entrevistado No 2) 
 
 VIP quiere decir vivienda  de interés prioritario. Lo  que  me decías que es una falsa 
vip, pues para mí eso de falsas vip no existe, existe vip que de pronto por hacer una 
bulla para intervenir las vip, le pusieron el término de falsas, pero no, hay vip  con 
sus respectivas licencias de construcción  en orden totalmente legales. (Entrevistado 
No 3) 
  
Finalmente se pudo ver  que los proyectos estaban bien aprobados,  el problema 
estuvo ya en el tema inmobiliario propiamente dicho  en las ventas y por eso  las 
llamaban falsas VIP, porque en los planos eran VIP,  pero en la realidad no lo eran, 
hablando específicamente de las que se ubicaron en estratos altos. (Entrevistado No 
7) 
Las declaraciones anteriores recogen el tema planteado en relación con las falsas VIP y la 
categoría de mito que algunos actores le han endilgado. A partir de allí se puede concluir, en 
relación con el marco teórico planteado, que no se trata de un mito sino de un símbolo social 
que, como categoría, denota unos comportamientos e interpretaciones que no son explicados 
por las normas sino desde el uso y la racionalidad que se les ha dado. 
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3.1 Conflictos jurídico, social  y territorial a partir del uso de las normas VIP 
 
A continuación se muestra cómo emergió el conflicto en las dimensiones jurídica, social y 
territorial a partir del uso de las normas VIP. Se analizan los  hechos  que evidenciaron la 
existencia de los mismos y se indica cómo se desarrollan en el contexto de Medellín. Los hechos 
que se exponen devienen de los datos tomados a partir de las entrevistas, grupo focal realizado, 
análisis de documentos, normas y demás elementos que aportaron información para la presente 
investigación.   
 
3.1.1 El hecho jurídico que se presentó 
 
Como ya se indicó, el Estado colombiano, ante la necesidad de cumplir con las metas 
cuantitativas de vivienda, estableció un marco normativo general mediante el cual se 
impartieron directrices a los municipios en el sentido de establecer dentro del ordenamiento 
territorial  las normas que permitieran y dieran cabida a la construcción de vivienda de interés 
social tipo 1 y 2, es decir, VIP. En el marco de la ley 388 de 1997, se obligó a los municipios a 
adoptar el plan de ordenamiento territorial dentro del cual  se debía también  designar los suelos 
donde se atendiera la necesidad puntual de vivienda de interés social. De igual manera se 
establecieron los diferentes instrumentos de gestión que permitieran garantizar el cumplimiento 
del objetivo señalado.39 
                                            
39 Artículos 9, 15, 18, 36, 58, 83, 85, 91 a 98, entre otros, de la Ley 388 de 1997. 
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Con las diferentes normas orientadas a establecer el suelo  donde se diera cabida a los 
programas de vivienda de interés social,  concurrieron otras pautas nacionales40 con las cuales 
el Gobierno incentivó a los sectores financiero y tributario  para que construyeran las VIS y 
VIP. De esta forma, propició la confluencia41 del sector privado con el Estado a través de 
prerrogativas que inciden directamente en los costos de los proyectos, lo que genera beneficios 
al primero de tal modo que hacen atractiva la producción de este tipo de  vivienda para los 
constructores e intermediarios comerciales. 
El hecho más relevante dentro de la producción normativa nacional, que incidió directamente 
en el conflicto presentado en la ciudad de Medellín, está relacionado con los decretos 2060 y 
2083 de 2004. Mediante estos se establecieron las normas  mínimas para las construcciones de 
VIP, consistentes en reglamentar el frente y lote mínimo, el tipo de vivienda, la densidad y el 
porcentaje de obligaciones urbanísticas que debían contemplar los proyectos de vivienda de 
interés social y prioritario: 
El origen de este fenómeno que nos ocupa y que le ha originado tanta preocupación 
a la ciudad […] tiene  origen en junio 24 de 2004, con un decreto del Ministerio de 
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial de entonces, que establecía las normas 
para la urbanización y construcción de VIP en estratos 1 y 2 en el país.  (Concejo 
de Medellín, 2013)  
 
Los decretos 2060 y 2083 del orden nacional incidieron directamente en el POT pues eran 
obligatorio cumplimiento y de aplicación preferente para los curadores urbanos y oficinas de 
planeación municipal, en cuanto a las demás normas cuando se tratara de solicitudes de  
                                            
40 Ley 3ª de 1991, Ley 546 de 1999, Ley 1114 de 2006, Ley 1607 de 2012. 
41 Ley 1537 de 2012. 
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licencias VIP. Por tal motivo, en el plan de ordenamiento territorial de Medellín del año 2006, 
definido por el Acuerdo 046, se adoptaron en forma directa, sin ningún tipo de reglamentación,  
los decretos nacionales 2060 y 2083 de 2004. Incluso decía la norma  que en caso que estos 
decretos fueran derogados por el gobierno nacional, se seguirían aplicando ante ausencia 
normativa. 
Artículo 252. Tabla de «Densidades, Aprovechamientos y Obligaciones» […] 
PARÁGRAFO 1°.  Para el desarrollo de vivienda de interés social tipo 1 y 2, se 
aplicarán las disposiciones previstas en los Decretos Nacionales 2060 y 2083 de 
2004, especialmente en lo relacionado con áreas mínimas, densidades y cesiones 
urbanísticas gratuitas.  Si se llegaren a modificar las disposiciones nacionales antes 
citadas,  se aplicarán las nuevas reglamentaciones que emita el gobierno nacional. 
En el eventual caso de ausencia de normativa nacional sobre estos aspectos, en el 
Municipio se seguirán aplicando las normas urbanísticas previstas en las 
reglamentaciones antes señaladas. (Municipio de Medellín, Acuerdo 46 de 2006). 
De acuerdo con las normas vigentes en aquel momento, los curadores urbanos de Medellín 
iniciaron la aprobación masiva de proyectos de vivienda de interés social en todos los sectores 
de la ciudad, hecho que se evidenció en la investigación. Cuando se preguntó por el fundamento 
normativo para aprobar las VIP durante los años 2008 a 2014, todos los entrevistados señalaron 
los decretos nacionales y el POT,  veamos algunos: 
El fundamento legal fue  el decreto 2060 y el decreto 2083. (Entrevistado No 7) 
Fundamentalmente, se aprobaron con fundamento [sic] en el plan de ordenamiento 
territorial, acuerdo 46 de 2006,  el cual en su artículo 252 parágrafo 1º  hace suya la 
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norma contenida en el decreto nacional 2060  y 2083 para el manejo  de vip. 
(Entrevistado No 2) 
Todas estaban basadas en el decreto nacional 2060 que dio  las pautas  y que 
determinaba que las normas municipales no restringían el desarrollo de la vivienda 
de interés prioritario en cuanto a los aprovechamientos y las densidades. 
(Entrevistado No 6) 
Otra circunstancia que incidió directamente en la generación del conflicto está relacionada 
con la excesiva rigidez de las normas urbanísticas reglamentadas en el POT para el año 2006, 
pues allí se disponía de muy pocas densidades para construir vivienda. Se daba  la posibilidad 
de construir solo entre tres y máximo cinco niveles por lote; se hicieron  exigencias en los 
aumentos de frentes mínimos con dimensiones aproximadas desde 11 a 20 metros, lo que 
obligaba  a que se hiciera una integración de predios para poder construir  un edificio de menor 
tamaño.42 Esta reglamentación radical y estricta del ordenamiento territorial de Medellín 
implicó que todos los pequeños y medianos constructores hicieran uso de la figura establecida 
en los decretos nacionales 2060 y 2083 de 2004,  ante la imposibilidad de hacer integración  de 
predios para construir otro tipo de proyectos. 
La construcción y producción de  vivienda de interés social tipo VIS también fueron 
limitadas con la aprobación del POT43 y su reglamentación mediante el Decreto  407 de 2009 
por el cual se expidieron las normas específicas para las actuaciones y procesos de urbanización, 
parcelación y construcción en suelos urbanos de expansión y rurales del municipio de Medellín. 
En otras palabras, la  VIS se reglamentó en condiciones similares de desarrollo que la vivienda 
suntuaria;  no estableció categorías ni criterios de diferenciación, no obstante que el artículo 303 
                                            
42 Artículos 252 a 264 del Acuerdo 46 de 2006 POT. 
43 Acuerdo 46 de 2006, en especial sus artículos  254, 261 y 337. 
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del Acuerdo 46 de 2006 sí  manifestó que habría estándares distintos. Un curador de Medellín, 
entrevistado para la investigación, aclara dicho panorama:  
Justamente, como no eran negocio nadie los hacía, porque no era negocio porque 
las densidades establecidas en los POT de Medellín no daban el punto de equilibrio; 
eran tan poquitos los apartamentos que se podían hacer en un edificio y había unos 
límites de precio tan fuertes que no daba. Sale este decreto y se libera la densidad, 
entonces se recuperan las pérdidas con el volumen y en sitios donde usted no puede 
hacer sino diez apartamentos, se hacían 100, entonces eso para cualquiera  es 
negocio. (Entrevistado No 7) 
  
La rigidez de dicha regulación, implementada a partir del año 2006,  abrió el camino a otro 
hecho que incidió en el conflicto territorial que se examina: la construcción de  VIS se desplazó 
hacia otros municipios del área metropolitana. También  con la liberación generada por los 
decretos nacionales,  las VIS y VIP se construyeron en Medellín a través de los proyectos 
institucionales adelantados por la EDU y el Isvimed, mediante el aumento de densidad en los 
bordes surorientales y otros sectores  de estrato 1 y 2. Esto se realizó con proyectos de gran 
magnitud que debieron ser dotados con infraestructura, servicios públicos, equipamientos, etc. 
Esta realidad metropolitana es muy crítica y uno puede mostrar en otro momento el 
diagnóstico que tenemos sobre lo que está pasando con las licencias en el Valle de 
Aburrá, es que el inmenso poder restrictivo del POT de 2006, lo que ha generado es 
una inusitada presión sobre los municipios de Borde a Medellín, particularmente en 
el sur.  (Concejo de Medellín, 2013) 
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No obstante la intención normativa de limitar la construcción de VIS con el Acuerdo 46 de 
2006 y sus decretos reglamentarios,  con la aprobación del POT de Medellín se produjo un 
hecho normativo fundamental: se adoptaron los decretos nacionales  2060 y 2083 de 2004 en 
forma directa, sin ningún tipo de reglamentación mínima. Es necesario enfatizar, entonces, que 
la norma nacional determinó la obligación para  los curadores y las oficinas de planeación en el 
sentido que debían aprobar los proyectos de VIP bajo las normas nacionales.44 Esto implicó, de 
plano,  un cambio sustancial en el ordenamiento territorial vigente para todos los municipios 
del país, en Medellín particularmente, la posibilidad para los constructores privados de iniciar 
el desarrollo constructivo de los predios que no cumplían con las normas básicas del POT, como 
en efecto sucedió a partir del Acuerdo 46 de 2006 se produjo el boom de la construcción de VIP 
en la capital de Antioquia. 
El hecho que se tornó relevante en la eclosión del conflicto en estudio estuvo relacionado 
directamente con el señalamiento normativo del precio máximo de venta de la VIP en 70 smlmv 
(hasta el año 2015  en el que se aumentó el tope). Ante esta limitación, los constructores 
privados,  como ya se indicó, realizaron ventas de los inmuebles por un mayor monto, mediante 
una práctica que consistió en vender los acabados adicionales de la VIP y  por separado las 
unidades aprobadas de parqueaderos privados.  Esta iniciativa se llevaba a cabo mediante un 
contrato privado, diferente al contrato de venta de la unidad habitacional; de esta forma, la 
escritura pública se registraba por el valor señalado en la norma y así el proyecto recibía todos 
los beneficios tributarios que establecieron.  
                                            
44 “Las normas contenidas en el presente decreto son de obligatorio cumplimiento por parte de quienes se encarguen 
del estudio, trámite y expedición de licencias de urbanismo y construcción de los municipios, distritos y del 
departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina”. (Artículo 2º del Decreto 2060 de 2004). 
“ El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y deroga todas las disposiciones que le sean 
contrarias”. (Artículo 3º del Decreto 2060 de 2004) 
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En realidad ellos empezaron a  armar un paquete, sí. Con el tema comercial de las 
estrategias que usaban los constructores, una estrategia, como la usa  cualquier 
comerciante en cualquier tipo de   profesión que ejerza como lo hace el médico, el 
odontólogo, el éxito es ajustar sus paquetes comerciales, cierto, en realidad ningún 
comerciante anda regalando nada  porque estaría faltando al ejercicio de su 
profesión, entonces cuando ya encontraron ellos que el negocio tenía claves, como 
hacer un segundo contrato para los acabados, como hacer la escrituración normal y 
cumpliendo la ley  y ya para seguir el resto de pasitos, contratar independiente,  eso 
le dio soporte para decir eso es falso, eso es una trampa. Eso es que eso no es trampa 
pero así se ve. ( Grupo Focal, 2014) 
 
Como se puede inferir, los hechos jurídicos descritos evidenciaron el conflicto normativo 
VIP en Medellín. 
 
3.1.2 El hecho social  ocurrido 
 
A partir de la promulgación de  los decretos nacionales  2060 y 2083 de 2004, se generó en  
Medellín un auge constructivo de la VIP en todos los estratos de la ciudad. Ante la situación, el 
Municipio de Medellín, a través de las cuatro  curadurías urbanas, aprobó los proyectos y 
paulatinamente se fueron implantando esos edificios de gran altura y volumen  en varios 
sectores de ese territorio. 
En la medida en que se desarrollaron los edificios de VIP y se presentó la construcción de 
algunos de ellos en sectores de estrato alto como Laureles, el Poblado y Calasanz, entre otros, 
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se inició una reacción social por parte de algunos habitantes de estos barrios. Se hizo pública a 
través de los medios de comunicación con la solicitud  a la municipalidad de suspender la 
aprobación de tales proyectos para ese estrato social. 
En principio, estos actores justificaron su inconformidad con base en la comparación 
económica  relacionada con los precios del suelo y de la vivienda que pagaron los nuevos 
propietarios y ellos, pues al residir en un sector de alto nivel y valor comercial como es el 
Poblado y Laureles, recordaron que estas personas pagaron en su momento, años atrás,  un alto 
costo por la tierra y a través del tiempo, en la medida en que esta se ha convertido en  un bien 
escaso, se ha valorizado sustancialmente. Por tal motivo, asumieron que  la consecuencia directa 
de la construcción de una VIP al lado de uno de estos edificios o viviendas anteriores, constituía 
una modificación del valor comercial ya adquirido, es decir, se había desvalorizado.  Así lo 
atestiguan varios personajes: 
En Medellín ya no es raro ver a constructores privados que ponen a soñar a familias 
de escasos recursos con la idea de vivir en exclusivos y costosos sectores de clase 
alta. El caso más reciente ocurre en Castropol, de El Poblado […] (Colombiano, 12 
de marzo 2011)45  
 
El precio por metro cuadrado de sitios tan elevados hace que el sector sea tan 
exclusivo que un proyecto de estos evidentemente le trae efectos negativos a los 
                                            
45 “¿La vivienda popular llega al "estrato cielo"? Suena atractivo: en sectores de clase alta se ofrecen proyectos de 
vivienda para los estratos más bajos de la población. Pero, ¿les dan sus ingresos? ¿Quiénes terminan viviendo allí? 
Así es la historia.”  Germán Jiménez Morales | Medellín | Publicado el 12 de marzo de 2011 el Colombiano. 
Publicado en http://www.elcolombiano.com/la_vivienda_popular_llega_al_estrato_cielo-AGEC_125445. 
Consultado en junio de 2014. 
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inmuebles existentes, el solo hecho notorio de una falsa VIP, colocado a tres metros 
de la puerta de tu casa es un problema.  (Entrevistado No 7) 
La razón de comparación económica y de clases no fue suficiente para presionar la 
suspensión de aprobación de las VIP en esos sitios, dado que se valía de un presupuesto clasista 
y de exclusión social. Entonces los argumentos se redireccionaron: se señaló que las familias 
de bajos recursos que habrían de ocupar las viviendas nuevas no tenían capacidad de pago para 
asumir los servicios públicos, los impuestos, el transporte y  una calidad de vida acorde con el 
sector en el que se planteaba el proyecto, es decir, ninguna familia de estrato bajo podría asumir 
dicha carga y, por lo tanto, los proyectos VIP en estrato alto estaban llamados a desaparecer. 
Cuando se dice que esos proyectos que están haciendo en el Poblado son para gente 
que no tiene recursos, se está engañando a la comunidad […] advierte que una 
persona de escasos recursos que adquiera una VIP en El Poblado tendrá que pagar 
servicios públicos e impuestos de estrato seis y valorización. (Colombiano, 17 de 
mayo de 2013)46 
Concomitante con lo anterior  se sumó al conflicto social   la participación de algunos actores 
de alto rango político de la ciudad, quienes  llevaron el tema a instancias del Concejo de 
Medellín. Allí se desarrollaron múltiples debates y plenarias; se citaron diferentes autoridades 
y personajes que de alguna manera se iban involucrando en el conflicto. Afloraron, entonces, 
otros conflictos  sociales, reflejados en el hecho de relacionar la construcción de VIP con bandas 
criminales, con lavado de activos y con delitos como estafa entre otros. 
                                            
46 “Fiscalía investiga en Medellín 61 proyectos de VIP. El Poblado, una de las zonas con auge de la construcción 
de presuntos proyectos falsos, convoca a un cacerolazo de protesta para el martes 21.”  El colombiano 17 de mayo 
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El anuncio fue hecho hoy por la directora seccional de fiscalías encargada,  María 
del Socorro Pineda, en reunión de los integrantes de la comisión accidental del 
Concejo de Medellín que hace seguimiento a los proyectos VIP de los estratos 1, 2 
y 3  quien expresó que en un comité técnico jurídico se han identificado, para los 
cerca de 80 proyectos denunciados, conductas punibles de los implicados 
relacionadas con lavado de activos, estafa, falsedad en documentos públicos y 
falsedad en documentos privados, entre otros.  (Concejo de Medellín, febrero 15 de 
2014)47 
Tales señalamientos le dieron al conflicto,  dentro de esa coyuntura social, una magnitud 
mayor,  con el objetivo de lograr la revisión de la norma y de los proyectos VIP que se estaban 
aprobando en la ciudad. 
En la investigación se evidenció otra arista del conflicto social: una pugna entre los miembros 
del gremio de la construcción. En la medida en que se levantaban los edificios de VIP en barrios 
de estrato alto y, por tanto, esas viviendas eran más baratas en el mercado, entraron a ser 
competencia directa para los constructores de grandes proyectos de vivienda suntuaria. Se 
produjo un desplazamiento de compradores hacia la alternativa VIP en estrato 3, 4, 5 y 6   y se 
afectaron las ventas y el mercado de las grandes firmas constructoras. Estas no podían resistir  
por mucho tiempo el proceso económico y,  por consiguiente, algunas de ellas, representadas 
por Camacol, entraron a formar parte del conflicto social, señalando que las VIP no podían 
asumir los costos por el valor del suelo en sectores de estrato alto y por lo tanto eran inviables, 
como forma de hacer presión para retirar la aprobación de licencias.  
                                            
47 “Fiscalía entregará resultados sobre falsos vip a finales de marzo. Constructor de proyectos VIP será imputado 
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Una VIP entonces se deslegitimó totalmente  su función social,  no está siendo 
entregada a personas de escasos recursos,   el constructor ilegal está ganando mucho 
más de lo que gana un  convencional,  entonces que decía Camacol,  por ejemplo 
siendo Camacol un gremio reconocido para nosotros,  es una  competencia desleal 
por muchas razones,  mientras nosotros construimos legalmente en  Laureles,  ellos 
nos están construyendo ilegalmente en Laureles,  construyendo mucho más en altura 
y ganando mucho más que nosotros. (Entrvistado No 1) 
En ese contexto, los actores de estrato alto involucrados en el conflicto realizaron  arengas, 
plantones y protestas en contra de la construcción de las VIP aprobadas.48 También por medio 
de varios mecanismos como conversatorios, programas de radio y televisión, participación en 
las sesiones y plenarias del Concejo de Medellín, entre otros, se emprendió una presión que 
buscaba el cambio normativo para que no se siguieran aprobando las VIP en estrato alto, y para 
que los que estaban aprobados fueran revocados por el municipio de Medellín. De esta forma 
quedaron registrados en este trabajo los principales hechos sociales identificados en el contexto 
de Medellín, generados a partir del uso y aplicación de las normas VIP. 
 
                                            
48 El Poblado, una de las zonas con auge de la construcción de presuntos proyectos falsos, convoca a un 




Conversatorio sobre falsas VIP.  Será de 5 pm a 7 pm.., con entrada libre. Prensa. Jueves 30 de agosto de 2012. 
10:09. Edición  490, Vivir en el Poblado. Consultado en: http://vivirenelpoblado.com/periodico/notas/5058-
conversatorio-sobre-falsas-vip. 
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3.1.3  El hecho territorial del caso  
 
El conflicto por las VIP adquirió una dimensión territorial en la medida en que a partir de la 
construcción de este tipo de vivienda  se observó, de una parte, el crecimiento de inmuebles en 
los territorios de borde y ladera correspondientes a  zonas donde se hace necesario proyectar la 
construcción de vías, espacio público y equipamientos colectivos, con demanda de crecimiento 
de la expansión urbana y suburbana hacia las zonas rurales. Esto incide en el modelo de ciudad 
compacta que se planteó en  el  POT de Medellín.49 
 De otra parte, la dimensión territorial del conflicto cobró fuerza en la medida en que se 
evidenció que los proyectos VIP con alta densidad, eran insertados en el territorio sin tener en 
cuenta la infraestructura vial para atender el nuevo flujo vehicular de las personas que llegaban 
a habitar los edificios y que, al final, no contaban con parqueaderos suficientes, pues fue una de 
las excepciones que planteó la norma. Eso se traduce, por consiguiente, en un conflicto de 
movilidad. 
Súmele que eran edificios con unas densidades demasiado elevadas  y que por estar 
en El Poblado todo el mundo tenía su sitio de parqueo , entonces era permitir que  
se llenara de vehículos una calle hasta ese momento tranquila,  donde las densidades 
por normas serían pocas viviendas y por lo tanto pocos  vehículos. (Entrevistado No 
7) 
                                            
49 “Lineamiento 5: Promover  un desarrollo urbano compacto y policéntrico, de tal manera que dinamice y revitalice 
diversas zonas de la ciudad y consolide su sistema de centralidades en un contexto metropolitano.” (Artículo 2 del 
Acuerdo 46 de 2006). 
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Un componente más del conflicto en el aspecto territorial tuvo que ver con que al aprobar la 
construcción de estos edificios con altas densidades50 se iría poblando la ciudad y, a futuro 
cercano,  no se  tendría cómo garantizarles cobertura de servicios públicos en cuanto a redes de 
acueducto, alcantarillado, aguas lluvias, ya que las existentes no contaban con la capacidad para 
atender la demanda que se estaba presentando a partir de la aprobación masiva de estos 
proyectos. Así mismo, se carecía de capacidad para atender a mediano plazo los demás 
elementos de cobertura obligatoria como equipamientos y espacio público. La infraestructura 
no estaba proyectada para atender el  proceso de densificación intensiva que se estaba dando a 
partir de las VIP y de las demás viviendas.  
Posteriormente se presenta un proyecto en las mismas condiciones en El Poblado, 
y vuelvo a planeación y me dice por escrito lo debe licenciar. Posteriormente me 
hacen una solicitud para un proyecto de estos en un polígono de mejoramiento 
integral,  que los polígonos de mejoramiento integral tienen su capacidad 
urbanística agotada,  son polígonos que hay que entrar  a hacerles mejoramiento 
integral,  dotarlos de infraestructura, servicios públicos, equipamientos colectivos, 
en fin, porque son zonas que se desarrollaron de manera inadecuada,  son zonas muy 
inestables desde el punto de vista social  y la respuesta de planeación es, señor 
curador, usted tiene la posibilidad de aprobar VIP en toda la ciudad de Medellín. 
(Entrevistado No 2) 
 
                                            
50 “La densidad habitacional aprovechable será el resultado de aplicar las anteriores normas de lote mínimo y 
cesiones urbanísticas gratuitas sobre el predio objeto de desarrollo y, en todo caso, se calculará buscando generar 
el máximo número de soluciones posibles en las condiciones de precio de las viviendas de interés social tipos 1 y 
2 que establecen las normas vigentes”. (Decreto 2060 de 2004) 
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Además, en la investigación se evidenció otro hecho que incidió en el conflicto territorial: 
los proyectos VIP no tenían una planificación ordenada y unos espacios concertados desde el 
POT, por lo cual la  morfología de la ciudad sufría una mutación, de tal manera que coexistirían  
edificios muy altos,  en medio de polígonos cuya densidad tradicional ha sido en  baja altura, 
de uno a máximo cinco niveles, lo que mostraría una ciudad desordenada y no planificada. A 
esto habría que agregarle que en lo tocante a los equipamientos colectivos y espacio público se 
presentaba poca existencia y cobertura y, al mismo tiempo, se les exigían a estos proyectos 
obligaciones mínimas, presentándose de nuevo un desequilibrio territorial en ese sentido.51 
Yo  le he pedido a planeación que en este nuevo POT sea muy estricto con el tema 
de la VIP, porque la VIP tiene unas repercusiones negativas, desde todo orden, 
desde el espacio público, porque tú no pagas obligaciones urbanísticas, entonces  le 
estás quitando el espacio público al ciudadano, porque VIP ilegal,  si tu vez que 
todos los días la ciudad se está densificando y  ves que todos los días se está 
buscando una organización del suelo, si tú no le paras la rienda a esta problemática 
en la ciudad de Medellín, vamos a terminar con un déficit de espacio público 
enorme.  (Entrevistado no 1) 
 
                                            
51 “Porcentaje de Obligaciones Gratuitas: Para Espacio Público: Entre el 15% al 20 del área neta urbanizable. Para 
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Se presentaron unos desórdenes muy graves, entonces ahora se para uno en algunos 
sectores altos de la ciudad y uno ve unas torres  grandísimas inmersas en unos 
sectores que tienen una conformación por evolución histórica, porque son sectores 
que se van desarrollando a medida que la familia va creciendo  de 3, 4 y 5 pisos,  y 
resulta y sucede que son una serie de torres puestas así saltoneadas en la ciudad,  
enormes, que desentonan con la conformación de la zona,  eso es lo que a mí no me 
gusta, que estuvo la figura mal reglamentada por eso. (Entrevistado No 2) 
Adicional a lo anterior, el conflicto creció con la afectación territorial de borde. Allí se 
evidenció que una gran mayoría de proyectos de VIP estaban siendo construidos en las zonas 
periféricas de la ciudad —Robledo, Pajarito, San Antonio de Prado— y estaba ocasionando el 
deterioro de las zonas de borde y el cinturón verde, por medio de los cuales se  pretendía 
conservar el límite verde de  la ciudad. 
 
3.2 Disputas por el  sentido de la  norma (actores, narrativas, usos e interpretación) 
 
Esta parte de la presentación de los resultados de la investigación responde al compromiso 
de identificar   quiénes son los actores, cómo se produjo su participación dentro del conflicto de 
la VIP, cuáles fueron sus racionalidades, usos y apropiación de las normas, a partir de los roles 
y competencias de cada uno de ellos. 
3.2.1  Multiplicidad de actores en la interpretación de la norma 
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Uno de los primeros intérpretes que aparece corresponde al gobierno nacional que emitió los 
decretos nacionales  2060 y 2083 de 2004,  en que se apoyaron los constructores para solicitar 
aprobación de  los proyectos de VIP en Medellín. Luego  aparecieron los Constructores  y las 
Curadurías Urbanas. Los unos iniciaron  la solitud de licencias de construcción ante las 
segundas,  quienes aprobaron los  proyectos propuestos y su desarrollo  en toda la ciudad. Entre 
los constructores,  emergieron aquellos actores privados que mostraron un mayor interés por la 
construcción de VIP en suelos ubicados en estrato alto de la ciudad.  
A partir de la construcción de VIP,  en forma especial en los barrios de estrato alto de 
Medellín, pasaron a escena los Líderes Barriales  y los Vecinos de las VIP. Ellos se opusieron 
a la aprobación y construcción de estos proyectos, levantando los argumentos ya explicados 
arriba, en la presentación de los  hechos jurídicos, sociales y territoriales que dieron lugar al 
conflicto. 
El Concejo de Medellín también participó en la interpretación de las nomas en estudio. Desde 
allí se planteó un espacio de análisis y seguimiento a las VIP; se abordaron el conflicto  y la 
coyuntura concreta, y se convocó a sesiones y plenarias a las cuales debían asistir los demás 
actores involucrados, tanto jurídica como social y territorialmente. A tales eventos concurrió 
también el Departamento de Planeación del Municipio de Medellín, no solo como competente 
funcional que debía resolver los recursos de apelación que fueron interpuestos en contra de los 
proyectos VIP,  sino también como ente gubernamental, que desde su competencia debía vigilar 
el ordenamiento del territorio y el cumplimiento de los objetivos establecidos en el POT. Esta 
entidad reconoció que el problema se circunscribía a la promulgación de las normas nacionales 
que incidieron en la autonomía territorial y que los proyectos aprobados tenían sustento jurídico; 
sin embargo, también examinó la problemática tejida alrededor de las citadas normas.  
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Pensamos que así estos ciudadanos estén, en nuestra opinión, yendo más allá del 
derecho y de la ley, tenemos que hablar con ellos para contribuir en la resolución 
del problema. Este no es un asunto simplemente de señalarlos y después no poder 
hacer nada. Parte de las soluciones es convocar a estas personas a la sensatez e 
incluso comprometerlos o convencerlos de que pueden, así tengan derechos 
adquiridos con licencias adquiridas, no avanzar con los proyectos y entender que 
esto es un asunto de corresponsabilidad pública. (Concejo de Medellín, 2013)52  
A los entes del orden municipal señalados se les sumó la Personería de Medellín.53 Esta, en 
cumplimiento de su misión,  entró a formar parte del conflicto en forma específica para 
garantizar la protección del interés público y del hábitat, mediante la interposición de los 
recursos de apelación a los proyectos de VIP que resultaban  aprobados; ello, con la finalidad 
que fueran revisados por la oficina de planeación. Esta última institución, a partir de dichos 
recursos, finalmente realizó la revocatoria de las licencias VIP. 
La personería de Medellín se hizo parte dentro del proceso de otorgamiento de las 
licencias, importante precisar, yo  creo que más que uno entender de mala manera 
la tarea de la personería,  yo creo que fue bueno, porque la personería en aras  de 
salvaguardar y proteger algunos aspectos como los derechos colectivos, y en fin  y 
la aplicación de las normas digámoslo también,  de esa manera  se hizo parte del 
proceso y permitió que la oficina de planeación analizara la aprobación de los 
                                            
52 Título: Haga seguimiento a los proyectos VIP de los estratos 1, 2 y 3 de las comunas 5, 6, 7 y corregimientos de 
San Cristóbal y San Antonio de Prado” Fecha: Medellín, 5 de febrero de 2013. Hora: de 7:45 a 9:15 am. Lugar: 
Comisión Segunda. Concejo de Medellín. 
 
53 “La Personería de Medellín tiene como misión la promoción y defensa de los derechos de las personas, la 
vigilancia de la conducta oficial y de la gestión pública, y la protección del interés público y del hábitat, para 
contribuir a la sana convivencia y al cumplimiento de los fines del Estado.” Consultado en: 
http://www.personeriamedellin.gov.co/index.php/la-personeria/sobre-la-personeria/mision-y-vision. 
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proyectos,   y certificara que las normas habían sido bien aplicadas  mediante la 
confirmación de las licencia, o sea yo creo que la personería  hizo una participación 
muy valiosa  porque  fue la que de alguna manera,  permitió entender  la figura de 
las VIP, y que los proyectos que se habían aprobado,   sí fue una figura bien 
reglamentada, una figura bien aplicada, proyectos bien aprobados,  que simplemente  
lo que estalló fue un conflicto de orden social. (Entrevistado No 2) 
Esa no es la solución que hay que hacer total, pero pienso que lograr que un proyecto 
que no podemos suspender o revocar su licencia y que igual se va a hacer, por lo 
menos vía diálogos  y discusiones técnicas cualifique el proyecto, resuelva 
problemas y vaya más allá de lo que la norma mínimamente le exige al constructor. 
(Concejo de Medellín, 2013 )54 
Ante la polémica desatada se evidenció la posición de los actores en dos grupos: de un lado, 
la Curaduría Cuarta de Medellín, que aprobó la mayoría de los proyectos de VIP presentados 
por constructores privados,55 y estos últimos,  interesados en las VIP,  quienes, en su mayoría, 
se agremiaron en una asociación de constructores (Fenalfic)56 que nació a partir de dicho 
conflicto. Del lado contrario, la Personería de Medellín, Planeación Municipal, algunos 
miembros del Concejo de Medellín, el Isvimed, Camacol, algunos líderes barriales y vecinos de 
los  proyectos ubicados en estrato alto quienes dentro de sus agendas tenían como propósito 
terminar con la aprobación y construcción de las VIP en la forma como se venía realizando.  
                                            
54  Concejo de Medellín. Título: Haga seguimiento a los proyectos VIP de los estratos 1, 2 y 3 de las comunas 5, 
6, 7 y corregimientos de San Cristóbal y San Antonio de Prado” Fecha: Medellín, 5 de febrero de 2013HORA: De 
7:45 a 9:15 AM. LUGAR: Comisión Segunda. Dr. Jorge Pérez Jaramillo. Director del Departamento de Planeación 
de Medellín. Comisión Accidental 365-2013.  
 
55 Cabe aclarar que las demás curadurías también aprobaron estos proyectos pero en mayor medida los avalados 
por el municipio de Medellín. 
56  Federación Nacional para el Fomento en la Industria de la Construcción (Fenalfic). 
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Ante las presiones sociales, en especial de algunos miembros del Concejo de Medellín,  la 
oficina de Planeación Municipal incoó procesos penales en contra de los constructores privados, 
como un mecanismo para desmotar los proyectos VIP. De esta forma, entró a hacer parte del 
conflicto un actor más, en este caso, la Fiscalía General de la Nación, entidad que ante las 
múltiples denuncias se vio en la necesidad de conformar un grupo élite que se encargara de 
manera privativa del tema de las VIP. 
Según el fiscal Germán Giraldo, la nueva metodología «se basa en asociar casos, 
reunir los que tengan modus operandi, objeto o sujetos parecidos. Luego se crea una 
unidad de análisis y contexto que determina los casos que pueden estar relacionados, 
y en vez de investigarlos independientemente uno a uno, con 100 o 200 fiscales, los 
reunimos, formamos un grupo especial y se analiza un comportamiento criminal». 
( Vivir en el Poblado, 2013, edición 533). 
Increíblemente como les planteo, esto nos ha generado una problemática, porque la 
verdad es que son muchísimas las denuncias que se nos han presentado. Me ha 
correspondido crear varios grupos de tareas especiales en la Fiscalía y a pesar de 
que tenemos una cantidad de delitos en Medellín, separar tantos fiscales, para este 
tema, ha sido difícil; sin embargo, los tenemos. (Concejo de Medellín, 2013a)57  
Algunos Notarios y Registradores de  Instrumentos Públicos de Medellín intervinieron 
también con el propósito de suspender la protocolización y registro de proyectos de VIP por 
parte de los constructores privados:  
Lo único que le puedo decir  es que hubo en un momento, no sé si todavía estará 
vigente, una directriz dada desde la Superintendencia de Notariado y Registro  a los 
                                            
57 Intervención del Director Seccional de Fiscalías, en la Comisión Accidental 153 – 2012.  
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registradores de la ciudad de Medellín, para que no registraran  los proyectos que 
se hubiesen construido bajo esta modalidad. (entrevistado No 4) 
Ahora bien, en tanto el sector financiero estaba involucrado en el negocio, los bancos 
entraron al conflicto negando el  crédito demandado por los constructores privados que tuvieran 
proyectos VIP; las entidades fiduciarias, por su parte, rechazaron la prestación de servicios de 
constitución de patrimonios autónomos relacionados con esos mismos  proyectos.  
En uno de los proyectos que se ha hablado tanto en El Poblado, el hecho de solicitar 
en las carteleras que estén las fiduciarias que financian el proyecto o sirven de canal 
de gestión del proyecto, una de estas fiduciarias ya se bajó del bus a uno de sus 
constructores y fue llamado a tener que replantear todo el proyecto. Son pequeñas 
acciones que permiten dar a conocer de verdad que lo que se está haciendo por línea 
directa del Alcalde funciona. Como funcionarios trabajamos y estamos aquí en 
nombre del Alcalde. El Alcalde sabe de la problemática y de la necesidad que se 
tiene. (Concejo de Medellín, 2013)  
De esta presentación se deduce la existencia de una multiplicidad de actores que participaron 
en el conflicto motivados por sus roles particulares, sus competencias y posiciones, que los 
llevaron a interpretar las normas desde sus intereses y actuaron de acuerdo con estos, tal como 
se mostrará en el siguiente aparte de los resultados. 
 
3.2.2   Argumentos de los  actores con respecto a las normas VIP  
Como se indicó en los hechos que dieron pie al conflicto, este se evidenció a partir de la 
aplicación de los decretos nacionales 2060 y 2083 de 2004, mediante los cuales el gobierno 
nacional emitió unas condiciones mínimas que deberían acatar los curadores y los municipios 
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al momento que les fuera solicitado un proyecto de VIP. Se generaron, entonces, diferentes 
interpretaciones, narrativas y usos de esas reglamentaciones.  A continuación se describe el 
orden en que se desencadenaron los hechos y se manifestaron las actuaciones de cada uno de 
los actores.  
Los Constructores Privados  iniciaron las solicitudes de proyectos VIP con base en los 
decretos 2060 y 2083 de 2004, y el Acuerdo 46 de 2006. Lo hicieron ante las curadurías urbanas 
de Medellín, en especial,  en la Curaduría Cuarta, donde se diligencia un alto porcentaje de 
aquellas. Por lo que se puede deducir de los hechos investigados, esta curaduría  aceptó la 
mayoría de los proyectos, bajo el criterio de que eran legalmente posibles  en el marco de las 
normas mencionadas,  en tanto fuentes de validez y legalidad.  
El fundamento legal fue  el decreto 2060 y el decreto 2083, creo que son del año  
2004  si no estoy mal.  Son unos decretos que expidió el gobierno nacional con el 
fin de estimular la VIP, esta se aprobó en todo el territorio nacional con la máxima 
densidad posible,  que ningún POT podrá contemplar o expedirlo, esas son como 
las normas. (Entrevistado No 7) 
Una vez conseguidas las licencias, los constructores privados de vivienda de interés 
prioritario dieron comienzo a la construcción del producto licenciado y vendieron los 
apartamentos bajo la modalidad de dos contratos separados: de una parte, la unidad básica, con 
la tímida descripción de las normas, por el valor reglamentario de la VIP;  por otro lado, en 
contrato aparte, se realizaba una transacción privado de venta de los acabados y actividades 
constructivas para dejar las unidades de vivienda en mejores condiciones, así como los 
parqueaderos privados que fueran aprobados en los proyectos de marras. 
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Ese es el conflicto porque hubo muchos constructores que  abusaron de la figura,  
hasta donde  los comentarios que me han hecho, porque tampoco tuve la 
oportunidad de irme como investigador  a meterme a la sala de ventas en algún 
proyecto en especial  a preguntar cómo se vendía o en fin,  pero lo que se ventiló en 
el Concejo en repetidas ocasiones, es que los constructores vendían la vivienda en 
70 smlmv,  y enseguida por los acabados cobraban otros cuarenta millones de pesos,  
en dónde ya ahí si encuentra uno una desproporción exagerada.  (Entrevistado No 
2) 
 El conflicto  social surgió. Y una vez empezaron  los cuestionamientos, se fijaron las 
posiciones de los diferentes actores. Los constructores privados dijeron que la conducta de 
vender el producto en el mercado bajo la modalidad de dos contratos no estaba proscrita por 
ley, afirmaron que,  por el contrario, ello ha sido una práctica de antaño en la ciudad; 
manifestaron que  si se mira retrospectivamente  existe una figura de acabado progresivo de las 
unidades de vivienda social que fue adoptada por el mismo municipio. 
Porque es que lo de falsa vip no existe, les voy a explicar por qué: fue el municipio 
el que nos enseñó a tener una apreciación de las construcciones VIS, y entonces fue 
el municipio el que a través de los entes legales y administrativos nos enseñó que 
una VIS se entregaba con una alcoba, una cocinita donde se pudiera cocinar con un 
fogoncito, un baño, un espaciesito y se entregaba el resto del lote. Es la norma que 
se practica en Medellín a través de todos los entes administrativos, entonces esta 
segregación de calidad de acabados y de separación de área construida y área para 
ampliar es propia de la firma porque así fue como el Estado nos enseñó a construir 
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y a entregar la vivienda, entonces eso de vender a diferentes precios el nivel de 
acabados en una construcción, no es ilegal.  (Grupo Focal, 2014) 
Además, afirmaron que el hecho de terminar las unidades de vivienda implicaba un 
mejoramiento que influye directamente en el aspecto cualitativo que no había tenido en cuenta 
el gobierno nacional, ni el Municipio a la hora de adoptar las normas VIP. No obstante, 
consideraron que al vender la VIP por un mayor valor mediante dos contratos separados, se 
ubicaban dentro de las normas y dicha conducta era legítima y legal; esto era así puesto  que en  
la escritura pública de venta solo figuraba la transferencia de la unidad habitacional por los 
setenta salarios mínimos mensuales vigentes establecidos para este tipo de residencia. Por lo 
tanto, el valor adicional no constaba en dicho instrumento y no era de carácter obligatorio, ya 
que los acabados y la terminación eran de libre escogencia por el comprador y determinaba un 
contrato privado a modo de libre pacto. 
Donde ya el ministerio dijo en una consulta que los constructores podemos hacer 
los acabados con un contrato adicional, porque lo que se entrega bajo la modalidad 
de VIP es un objeto, un producto que tiene claridad respecto a lo que estás 
entregando por el valor VIP, los acabados son otro contrato, es lícito, eso no tiene 
que ver con una falsa VIP. Este es un asunto que hay que agotar desde el Concejo y 
frente a la persona como tal, y en un pleno debate de POT. (Grupo focal, 2014) 
 
Entonces el municipio se está pegando de que hay falsa VIP por los acabados que 
finalmente tiene, cuando el VIS o el VIP que se ha hecho comercialmente se ha 
entregado en el momento preciso, es decir sin acabados al Municipio, por lo menos 
es lo que yo he hecho, entonces en qué momento deja de ser un VIS o un VIP esa 
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categoría para convertirse  en falso, si es que ellos mismos nos han exigido  a través 
de sus entes administrativos a entregarlo para exigir esto y esto lo ha recibido y se 
ha cumplido, entonces en qué momento aparece la falsedad. (Grupo focal, 2014) 
Frente a los señalamientos que hicieron otros actores cuando hablaron de las falsas VIP, los 
constructores  afirmaron que están amparados en el plan de ordenamiento territorial que buscó 
la mezcla de clases sociales, para romper con los guetos y acabar la segregación;  que el término 
es nacido de una absoluta ignorancia de la norma, en tanto que no hay ninguna falsedad porque 
los proyectos fueron aprobados por las curadurías y amparados en las normas, mediante el 
cumplimiento del trámite correspondiente; por lo tanto, insistieron, las falsas VIP no existen. 
El que plantee que la falsa Vip se da porque se hace en estratos 4, 5 y 6,  cuando 
particularmente el POT - Decreto 046 lo que promovió fue eso,  para tratar de 
romper con los guetos, para acabar con la segregación, entonces el asunto es de 
absoluta ignorancia. (Grupo focal, 2014) 
Las Curadurías, en relación con esas prácticas,  fijaron su posición. Argumentaron que  son 
aplicadores de las normas creadas el Concejo, el Gobierno y el Alcalde dentro del marco de sus 
funciones y facultades; que están impedidos para darles interpretación  y no tienen herramientas  
para no aplicar las normas. Por lo demás, no tienen competencia para realizar control posterior 
al otorgamiento de las licencias y a los actos de venta que realicen los constructores. Hicieron 
hincapié en que, finalmente, lo que existe es falta de control posterior al otorgamiento de la 
licencias en el aspecto de las ventas. 
Entonces aquí alcanzaron a aprobarse uno o dos proyectos máximo, en ese sentido 
y lamentablemente no había forma de no darlos, porque en ninguna parte  había 
elementos que  me permitieran a mí asumir que no se fueran  a construir  
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correctamente, nosotros no tenemos  ningún tipo de control posterior, ni en obras, 
ni en ventas, entonces  de alguna manera nosotros fuimos también un poco como 
víctimas  de un abuso de ciertas personas con esa norma.  (Entrevistado No 7) 
Precisamente por ese tipo de circunstancia y ahí se dio una pelea caprichosa  de 
curaduría y planeación porque la curaduría decía,  no es que  yo no controlo yo 
simplemente aplico unas normas,  yo no tengo porque  estar verificando nada. 
(Entrevistado No 1) 
Los líderes barriales y representantes de los sectores de estratos 4, 5 y 6 tomaron posición 
frente a la norma. Indicaron que esta fue expresa y taxativa, que no se podía interpretar y que 
en esa medida una VIP no se podía vender por más de 70 salarios mínimos; que los parqueaderos 
no eran unidades vendibles, que la práctica de vender en dos contratos separados era ilegal, que 
iba en detrimento del espíritu normativo de la VIP,  en la medida que esta figura había sido 
creada para que las personas de escasos recursos tuvieran efectivamente acceso a la vivienda y 
que de esta forma, al ajustarse el precio mediante contratos separados, se estaba excluyendo el 
principio social por el cual fuera adoptada la VIP. 
 
La VIP tiene dos requisitos fundamentales estipulados por Ley que es que no puede 
valer más de 70 smlmv, y tienen que estar destinadas a personas de escasos recursos, 
esos dos requisitos rectores para que la VIP tenga su verdadera esencia, cierto […] 
se ha suscitado a raíz de esta problemática, diversas connotaciones de qué es la VIP, 
a quién debe estar dirigida la VIP y varias interpretaciones extensivas que desde mi 
punto de vista no deberían de ser en el tema de VIP.  (Entrevistado No 1) 
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Estos intervinientes aseveraron que los proyectos cuestionados eran falsas VIP, en la medida 
en que al hacer uso de la figura normativa para ser aprobadas,  se aprovechaban de ella para 
realizar la venta por un mayor valor, lo que causaba un detrimento económico al municipio. 
Esto era así ya que el constructor se estaba lucrando de unas prerrogativas que daba la norma,  
en cuanto a menos pago de impuestos, devolución del IVA por los materiales de construcción, 
exención del pago de impuesto de renta y registro a la hora de la escrituración, entre otros 
beneficios. En consecuencia, se deberían retirar esos derechos a los constructores, puesto que 
finalmente ellos estaban compitiendo en el mercado con un punto de equilibrio superior a los 
demás constructores  lo que implicaba una competencia desleal en el comercio de vivienda. 
Los actores de la Institucionalidad que participaron, como Planeación, Catastro, Hacienda y 
la Personería de Medellín, puntualizaron  sus razonamientos con miras a la pérdida de la 
autonomía de los municipios ante la existencia de los decretos 2060 y 2083 emitidos por el 
gobierno nacional, pues, de una u otra forma, habían creado un conflicto normativo ante la falta 
de reglamentación de estos  al interior del POT  y ante la existencia de un Plan de Ordenamiento 
Territorial altamente restrictivo que congelaba las densidades. Esto abrió “un boquete jurídico 
absolutamente gigante” que permitió la ejecución de las conductas realizadas por los 
constructores que se han explicado. 
Y mientras aprobamos un POT absolutamente restrictivo para muchos técnicos 
como yo, incluso, excesiva y negativamente restrictivo para el desarrollo de la 
ciudad como el que tenemos vigente, tratándose  de este problema, sí no fuimos 
prudentes, rigurosos y cuidadosos y lo que abrimos fue un boquete jurídico 
absolutamente gigante. Aclaro además que no solamente se abrió sino que se dejó 
a futuro abierto, es decir, se vendieron los futuros como en la Bolsa, «haga lo que 
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haga el gobierno nacional estamos dispuestos a asumirlo», sin saber de qué 
estábamos hablando. (Concejo de Medellín, 2013)  
Los cuestionadores reiteraron que se estaba frente a derechos adquiridos en relación con los 
proyectos que habían sido aprobados bajo esa figura normativa, pero que si bien es cierto, 
también existían acciones de control que se deberían realizar desde la institucionalidad, porque 
las actuaciones que nacían a partir de la interpretación y uso de las normas por parte de los 
constructores,  estaban relacionadas con actos que desde su perspectiva  desbordaban la 
dimensión de la planificación y del ordenamiento territorial. Eso constituía conductas 
fraudulentas, delictivas,  que se conectaban en forma directa. 
Creo que aquí tenemos que buscar es la herramienta efectiva para encontrar ese tipo 
de ilegalidades. El doctor Jorge Pérez dice que aquí hay un derecho adquirido, 
totalmente de acuerdo, pero aquí hay un abuso de la Ley, hay un abuso del derecho. 
(Concejo de Medellín, 2013)  
 
Se acuñó entonces el término social de Falsas VIP y se hicieron las interpretaciones 
normativas que implicaron la connotación de delito para la actuación de vender los acabados y 
los parqueaderos por el mayor valor bajo un contrato privado. Esto le dio soporte a la 
intervención de la Fiscalía General de la Nación para realizar las investigaciones que se 
derivaban de las denuncias realizadas por Planeación de Medellín. 
 En el contexto de Medellín, pienso que los medios de comunicación comenzaron a 
acuñar el término y a nivel de los entes como el Concejo de Medellín hubo pues 
como mucha presión,  porque se descubrió que el proyecto de VIP era realmente 
falso, entonces  fue muy fácil acuñar el término. Finalmente se pudo ver  que los 
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proyectos estaban bien aprobados,  el problema estuvo ya en el tema inmobiliario 
propiamente dicho  en las ventas y por eso  las llamaban falsas VIP, porque en los 
planos eran VIP,  pero en la realidad no lo eran, hablando específicamente de las 
que se ubicaron es estratos altos. (Entrevistado No 7) 
Falsa VIP, mire ese es un término que se inventaron en el Concejo,  se lo inventó 
un concejal que cogió como caballito de batalla para hacer política el tema de la 
VIP,  no entiendo donde uno pueda pensar que hay una falsa VIP, lo que hace falta 
es control, lo que hace falta es que  los constructores asuman con responsabilidad 
lo que prometen al momento del licenciamiento, que ejecuten y vendan a los que 
prometen cuando solicitan a licencia. (Entrevistado No 2) 
Lo concreto es que se  evidenció la existencia de una problemática a partir del uso de las 
normas  nacionales, ampliamente benéficas, ideadas para solucionar el problema habitacional; 
pero, al mismo tiempo, eran poco provechosas para el desarrollo local por la falta de 
reglamentación. En ese contexto, los actores que participaron en contra de las VIP se apoyaron 
en todo tipo de argumentos —pérdida de la autonomía local, afectación al desarrollo territorial 
y existencia de detrimento patrimonial y urbano—, para lograr la derogatoria de los decreto 
2060 y 2083 por parte del Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio. Tal acontecimiento 
condujo a que cada municipio reglamentara lo referido a la VIP. En forma puntual, se cumplió 
lo anticipado por el Municipio en ese momento histórico: que la VIP solo fuera construida por 
la Institucionalidad. 
Ante esto, Luis Alberto Muñoz, presidente de la Federación Nacional para el 
Fomento en la Industria de la Construcción (Fenalfic), afirmó: «El Estado no puede 
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buscar que solo él construya VIP, porque es mal constructor. Esto crearía más 
inequidad y dejaría gente sin trabajo y sin oportunidades de vivienda»58  
Pero sí se logró la derogatoria del 2060 y lo que más se destaca de ese decreto 75, 
es que el Municipio recuperó la autonomía en materia de reglamentación de 
vivienda de interés prioritario en densidades, calidades y usos del suelo que se 
destinan para tal fin.  Entonces, más que una derogatoria, es que el Municipio 
recuperó la potestad normativa. (Concejo de Medellín, 2013)59 
Los Notarios, por su parte, afirmaron que, frente al uso de las normas VIP,  su rol consistía 
en protocolizar las solicitudes de escrituración que presentaban los constructores; trámites que 
se apoyaban en la licencias expedidas por las curadurías. Su papel, decían, se cumplía en la 
medida en que coincidía la escritura pública con lo aprobado en la licencia, y en cuanto al precio 
de venta, simplemente se verificaba que la vivienda se vendiera por 70 smlmv. 
 
Con relación al conflicto planteado sobre falsas VIP, los notarios entendieron que es un 
término surgido socialmente, en especial, difundido por la prensa, con el cual se calificaron las 
conductas de construir y vender VIP en sectores de estrato alto de la ciudad de Medellín. Frente 
a ese planteamiento, tomaron posición y adoptaron lineamientos bajo la premisa que cuando se 
advirtiera en la escrituración que no se trataba de una venta de VIP con base en los presupuestos 
                                            
58 El texto citado se consultó en: 
http://www.elcolombiano.com/arde_debate_por_proyectos_de_vip_en_estratos_4_5_y_6-EGEC_216673. 
Publicado por: Juan Carlos Valencia Gil | publicado el 15 de noviembre de 2012. 
59 Intervención Director del Isvimed. Comisión Accidental Concejo de Medellín. 153-2012.  
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normativos,  es decir, de venta de un solo bien para familia de escasos recursos, no se recibiría 
ni se protocolizaba la escritura. 
Lo mismo dice el notario ¡ah, no,  yo desde que tenga los planos, desde que tenga 
la licencia urbanística y desde que tenga la nomenclatura desde planeación, ah, no, 
yo hago mi escritura!  Y registro hace lo propio, vino una escritura, tiene la licencia, 
tiene el certificado de nomenclatura es nuestro deber registrarla, pero, sin embargo, 
si se va al trasfondo, el hecho de que cada una de estas autoridades individualmente 
haga lo suyo sin miramientos sobre lo del otro se está perdiendo la posibilidad de 
control y en la posibilidad de perder ese control es justamente donde se meten los 
goles donde las falsas VIP surgen, donde vemos una persona comprando 10 VIP o 
comprando 10 VIS en un proyecto o en un mismo proyecto. ¿Y cómo nos venimos 
a dar cuenta? Porque a veces somos tan de buenas que las escrituras entran al mismo 
tiempo, y las podemos varar o inadmitir.  (entrevistado No 4) 
Desde sus funciones, las oficinas de Registro de Instrumentos Públicos se inclinaron por 
inadmitir el reconocimiento de las escrituras públicas en las que se evidencia la venta de VIP 
en estrato alto. Su argumento: los registradores tienen, entre sus funciones,  la de vigilar el 
principio de legalidad y en esa medida se pueden sustraer de la obligación de impartir su aval a 
estos proyectos. 
En ese sentido, ante su pregunta, tenemos, como se dice en el argot popular, línea 
directa con los registradores de Medellín; diariamente, cuando se va a hacer algún 
cambio, alguna modificación en Registro de Instrumentos Públicos, por ejemplo, él 
[sic] nos llama inmediatamente  cuando tiene que ver con estos temas que estamos 
denunciando. (Concejo de Medellín, 2013) 
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Se han consignado, así, los principales hechos mediante los cuales se manifestaron las 
posiciones y la forma de entender e interpretar las normas por parte de los diversos actores en 
el conflicto de las VIP en Medellín. 
  
3.2.3 Aplicación de las normas por parte de los diferentes actores 
 
Con respecto a la aplicación de las normas se pudieron identificar varios comportamientos. 
Las curadurías urbanas de Medellín se ajustaron a la verificación del cumplimiento de la 
normatividad pertinente en los proyectos sometidos a su aprobación. Ello, con base en la 
disposición expresa de la norma procedimental de carácter nacional, en este caso, el Decreto 
1469 de 201060  que regía cuando sucedieron los hechos. A los curadores no le es dable 
sustraerse al cumplimiento de las normas, ni interpretarlas;  por esa razón se vieron obligados a 
impartir aprobación a los proyectos VIP cuando estos se presentaron dentro del marco de los 
lineamientos de los decreto 2060 y 2083  de 2004 y cumplían los requisitos procedimentales 
establecidos por la ley nacional para las licencias de construcción y urbanización, tales como 
diseños, cálculos estructurales, estudios de suelos, etc. 
La oficina de Planeación, en lo que se refiere a la aplicación de las normas, jugó un papel 
subsidiario de las curadurías, como competente funcional para conocer de los recursos de 
apelación que se interpusieron en el marco del procedimiento administrativo impartido por el 
                                            
60 “Naturaleza de la función del curador urbano. El curador urbano ejerce una función pública para la verificación 
del cumplimiento de las normas urbanísticas y de edificación vigentes, a través del otorgamiento de licencias de 
parcelación, urbanización, subdivisión y de construcción.”  (Artículo  74 del Decreto 1469 de 2010). 
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curador. También, en virtud de lo dispuesto en el Decreto 1469 de 2010,61  tenían la facultad 
para interpretar las normas a través de circulares y a solicitud del curador, cuando no existía 
norma aplicable al caso concreto o cuando se presentaba contradicción en la normatividad 
urbanística aplicable al asunto. Vale la pena aclarar que dichas circulares interpretativas no eran 
de carácter  obligatorio y solo operaban para el caso específico. 
A Planeación Municipal también le correspondió realizar la vigilancia y control que debían 
impartir a las curadurías62  y a la actividad de construcción.63 Esta última acción de vigilancia 
se desarrollaba mediante diferentes dispositivos, como  control durante la ejecución de las obras,  
recibo de la obra, certificado de permiso de ocupación, permiso de ventas, entre otros. De esta 
forma se certificaba que los curadores urbanos y los constructores habían cumplido las normas 
urbanas y, en general, las relativas a la construcción y venta de las viviendas. 
                                            
61 “Solamente en los casos de ausencia de normas exactamente aplicables a una situación o de contradicciones en 
la normativa urbanística, la facultad de interpretación corresponderá a las autoridades de planeación del municipio 
o distrito, las cuales emitirán sus conceptos mediante circulares que tendrán el carácter de doctrina para la 
interpretación de casos similares, de conformidad con el artículo 102 de la Ley 388 de 199.”  (Artículo 76 del 
Decreto 1469 de 2010)  
62 “Vigilancia y control. El alcalde municipal o distrital, o su delegado permanente, será el encargado de vigilar y 
controlar el cumplimiento de las normas urbanísticas por parte de los curadores urbanos”. Artículo 113 del Decreto 
1469 de 2010 
63 “Competencia del control urbano. Corresponde a los alcaldes municipales o distritales directamente o por 
conducto de sus agentes, ejercer la vigilancia y control durante la ejecución de las obras, con el fin de asegurar el 
cumplimiento de las licencias urbanísticas y de las normas contenidas en el Plan de Ordenamiento Territorial, sin 
perjuicio de las facultades atribuidas a los funcionarios del Ministerio Público y de las veedurías en defensa tanto 
del orden jurídico, del ambiente y del patrimonio y espacios públicos, como de los intereses colectivos y de la 
sociedad en general. En todo caso, la inspección y seguimiento de los proyectos se realizará mediante inspecciones 
periódicas durante y después de la ejecución de las obras, de lo cual se dejará constancia en un acta suscrita por el 
visitador y el responsable de la obra. Dichas actas de visita harán las veces de dictamen pericial, en los procesos 
relacionados por la violación de las licencias y se anexarán al Certificado de Permiso de Ocupación cuando fuere 
del caso”. Artículo  63 del Decreto 1469 de 2010.  
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Ahora bien, el Concejo de Medellín  participó en correspondencia con las funciones 
ordenadas por Ley 136 de 1994, en forma directa, en cuanto  al Plan de Ordenamiento 
Territorial, no tiene competencia jurídica para aplicar normas en ese sentido. Su papel en el 
conflicto planteado fue de control político, como le correspondía,  y por esta razón intervino 
desde  los cuestionamientos de los hechos sociales que se presentaron a partir de la aplicación 
de las normas relacionadas con la VIP. En ese sentido, generó grandes inquietudes y exigencias 
a los entes administrativos, los cuales, finalmente, implementaron una revisión exhaustiva  de 
las normas VIP en el nuevo POT.  
Los Notarios, igual que los Curadores, son  personas particulares que cumplen funciones 
públicas. Su papel de aplicación de las normas, en el caso de los notarios, se da en virtud de  lo 
establecido en el   estatuto del notariado y registro.64  En las notarías, con respecto a los 
inmuebles, se realiza el control de legalidad referido a los presupuestos y  requisitos o 
formalidades que se deben cumplir para  extender,  protocolizar y registrar  los instrumentos 
públicos  mediante los cuales se materializa el derecho de compraventa de las unidades privadas 
que resultaren de las licencias aprobadas.  
Creo que sí tenían obligatoriamente que escriturar, no tenían otra obligación,  pero 
habían unos casos donde quedaba la evidencia que superaron los salarios, entonces 
yo a los notarios les dije, sí, si supera los 70 smlmv  no se puede escriturar como 
VIP, ya era un hecho notorio, yo pues entiendo también a las firmas constructoras  
que se vieron enredadas y hubo mucha gente que se quebró pero creo pues que es 
que se metieron como en una situación de gran complejidad entonces yo a los 
                                            
64 Según el Decreto 960 de 1970: Estatuto del Notario. El Decreto Nacional 1469 de 2010, regula las disposiciones 
relacionadas con las licencias urbanísticas y el reconocimiento de edificaciones; allí se estipula la función pública 
que deben desarrollar los curadores urbanos. 
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notarios o registradores que se hayan negado pues como a darle esta última 
bendición que hay que darle a estos proyectos, yo los entiendo.  (Entrevistado No 
7) 
La Fiscalía General de la Nación tiene una función jurisdiccional65 para investigar y aplicar 
las normas de código penal como ente acusador,  cuando se verifica una conducta típica 
antijurídica.  En ese sentido, la aplicación del procedimiento  rige estrictamente bajo la 
preexistencia de una norma que tipifique o determine la conducta y el delito para poder actuar. 
Para el caso de la VIP en estudio, no se pudo evidenciar que la conducta de vender por separado 
los acabados y el parqueadero tipificara un delito. 
El Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio actuó dentro del marco de la Ley y de sus 
competencias. Lo hizo bajo los postulados y verbos rectores  de  formular, adoptar, dirigir, 
coordinar y ejecutar la política pública, los planes y proyectos en materia del desarrollo 
territorial y urbano del país. En el conflicto específico relacionado con la VIP no tuvo injerencia 
para aplicar normas, pero emitió conceptos generales mediante los cuales se interpretaron las 
directrices y las normas de carácter nacional que fueron expedidas bajo su jurisdicción. Dichos 
pronunciamientos fueron tenidos en cuenta por los diferentes actores intervinientes con el fin 
de sustentar sus posiciones.   
                                            
65 “La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal y realizar la 
investigación de los hechos que revistan las características de un delito que lleguen a su conocimiento por medio 
de denuncia, petición especial, querella o de oficio, siempre y cuando medien suficientes motivos y circunstancias 
fácticas que indiquen la posible existencia del mismo. No podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir, ni 
renunciar a la persecución penal, salvo en los casos que establezca la ley para la aplicación del principio de 
oportunidad regulado dentro del marco de la política criminal del Estado, el cual estará sometido al control de 
legalidad por parte del juez que ejerza las funciones de control de garantías. Se exceptúan los delitos cometidos 
por Miembros de la Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio”. Artículo  250 de la 
Constitución  Política, modificado por el artículo 2 del Acto Legislativo 03 de 2002 
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En una consulta que le hicimos al Ministerio en el 2010, se lo digo porque esa 
consulta  se la hizo la Dra. Marta Cecilia Gómez Pizza que era en aquella época la 
directora de monitoreo y control municipal, [ella] le hace varias preguntas al 
Ministerio,  y el Ministerio le dice que los proyectos son perfectamente aprobables, 
y que fundamentalmente lo que se requiere es que el constructor diga que va a ser 
VIP, y con eso el curador debe proceder a aplicar la normas del 2060 y del 2083. 
(Entrevistado No 2) 
En los  conflictos jurídico, social y territorial que se desarrollaron a través de los hechos 
expuestos, el municipio de Medellín, desde la parte institucional,  asumió la solución del 
problema mediante las actuaciones que se analizan a continuación.  
En un principio, desde la oficina de Planeación Municipal se realizó control en las curadurías 
de los proyectos de VIP radicados. De esta forma, vigiló la función de los curadores y cumplió 
con lo ordenado en el decreto 1469 de 2010. En la medida en que se evidenciaba el 
cumplimiento de las normas urbanísticas y procedimentales en los proyectos sometidos a 
estudio, el municipio de Medellín inició una estrategia para desmontar la VIP. Para ello,  
produjo decretos, resoluciones y circulares que impusieron mayores requerimientos  y reglas de 
procedimiento para la aprobación de este tipo de vivienda. 
En primera instancia, se expidió el Decreto 12 de 2011, mediante el cual se reglamentaron 
los frentes, áreas mínimas de lote y obligaciones urbanísticas, así como la exigencia de 
parqueaderos para los lotes ubicados en estratos 3 a 6. En la práctica, ese decreto permitió una 
limitación a la densidad de las solicitudes de VIP, pues, al establecerse la obligación de cumplir 
con el número de parqueaderos, se delimitaban las unidades de  vivienda proyectadas. No 
123 
La vivienda de interés prioritario en Medellín 
 
obstante, los constructores se acomodaron al cumplimiento de esta norma pero siguieron 
radicando sus proyectos. 
El municipio de Medellín trató de organizar un poco estas densidades y de organizar 
lo que eran metros cuadrados de construcción. Qué pasó, que primero reglamentó 
lo que eran parqueaderos,  listo, reglamentaron los parqueaderos y [se] empezó a 
trabajar también  con esa limitación, según el número de viviendas, el número de 
parqueaderos, se cumplió  con la normas. (Entrevistado No 3) 
Concomitante con lo anterior, la oficina de Planeación le ordenó a los curadores urbanos que 
dentro del marco del estudio y expedición de las licencias se les debía exigir a los constructores 
un  requisito adicional: presentar un presupuesto económico y financiero del proyecto que 
demostrara su viabilidad económica. Este sería revisado por la Secretaría de Hacienda quien le 
daría su aval. Aunque esta condición modificaba la norma procedimental y establecía trámites 
adicionales, los constructores también se amoldaron a esta nueva situación, y cumplieron con 
el  nuevo presupuesto procesal: “De control  en las últimas 40 licencias  de construcción nos 
intervino la Secretaría de  Hacienda  fiscalizando el presupuesto que se tenía, cómo era que se 
iban a comercializar y qué se iba a hacer” (Entrevistado No 2) 
Los procedimientos enunciados no fueron suficientes ya que los proyectos VIP se seguían 
radicando; entonces,  el alcalde de Medellín expidió  el Decreto 0811 de 2012 con el cual 
reglamentó  el Acuerdo 46 de 2006 (POT). De nuevo,  dictó normas que regularon áreas de lote, 
aumentaron frentes mínimos con mayores áreas,   exigieron parqueaderos en mayor cantidad 
para los estratos 3 a 6 y,  adicionalmente,  estableció que el contexto de la vivienda de interés 
prioritario debía darse en el marco de un proceso de urbanización y, por tanto, no se podría 
considerar para predios previamente urbanizados. En ese sentido, dicho entorno debía contar 
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con licencia de urbanismo y construcción de obra nueva. “Posteriormente,  decidió que 
solamente habría VIP  en lotes de más de 2.000 metros cuadrados,  o sea con licencias de 
urbanismo;  entonces fue donde definitivamente se paró la VIP  en Medellín” (Entrevistado No 
3) 
Tal decisión normativa del Alcalde le puso cortapisa al licenciamiento de los proyectos 
predio a predio y en lotes  previamente urbanizados. Por eso,  nuevamente se excluyó del 
ordenamiento territorial aquellos predios que fueron candidatos  pero estaban ubicados en sitios 
urbanizados y  no cumplían ninguna otra normatividad establecida en el POT  para ser 
desarrollados en un margen de rentabilidad mínimo. Todas estas circunstancias llevaron a la 
conclusión de revisar el POT de Medellín, entre otros aspectos que ya se venían examinando. 
En los considerandos del  Decreto 0811 de 2012, el Municipio sentó su posición normativa 
y afirmó que la directriz nacional correspondiente al Decreto 2060 “se orientó para desarrollar 
programas masivos de vivienda VIP, que en el proceso de licenciamiento en Medellín se aplicó 
de manera indiscriminada para desarrollos multifamiliares aislados predio a predio, 
desvirtuándose el propósito que persigue la norma nacional”.  
También argumentó como sigue: 
En el proceso de aplicación conjunta de las normas nacionales y locales, un alto 
porcentaje de proyectos se han licenciado sobrepasando las densidades y estándares 
urbanos previstos en el POT, generando situaciones de déficit de capacidad de 
soporte de la ciudad en términos de espacio público, servicios públicos, 
equipamientos y movilidad entre otros atributos del desarrollo.  
Lo importante también, es que la mayoría de los  proyectos fueron adquiridos por personas 
que no correspondían con los destinatarios de este tipo de vivienda. 
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Por consiguiente, con las normas expedidas no terminó el conflicto. Se solicitaron 
modificaciones de las licencias66 vigentes para cambiar los planos de los proyectos VIP 
aprobados antes del Decreto 0811 de 2012  y de algunos aprobados como vivienda suntuaria, 
Según los solicitantes, ellos tenían derecho a las modificaciones  bajo las normas que estaban 
en vigencia al momento de la radicación inicial del proyecto, es decir, que tenían derecho a 
aplicar las normas VIP anteriores al decreto 811. En ese contexto, entonces, los funcionarios de 
la oficina de Planeación Municipal expidieron las circulares 49  de 2013, y  50 y 53 de 2014, 
entre otros instrumentos de control, que ya habían adoptado,  a través de los cuales variaban el 
procedimiento y  el avalúo catastral de los predios sujetos a estas licencias y lo incrementaban, 
cambiando también el estrato de los predios; de esta forma pretendieron impedir el acceso  a la 
licencia. 
En la citada circular 49 emitida por la Oficina de Planeación,  se hizo una interpretación del 
decreto nacional 1469 de 2010 con relación al decreto 075 de 2013, ordenando a las curadurías 
“no expedir ningún tipo de modificación a las licencias urbanísticas vigentes para proyectos de 
vivienda de interés prioritario” (Alcaldía de Medellín, 2013).  
Ahora bien, esta determinación devino en actuación ilegal por parte del Municipio, ya que 
una norma procedimental de nivel nacional no puede modificarse mediante circulares, además 
dicha circular no respondía a los requisitos establecidos por el Decreto 1469 de 201067 para 
                                            
66 “Se entiende por modificación de la licencia, la introducción de cambios urbanísticos, arquitectónicos o 
estructurales a un proyecto con licencia vigente, siempre y cuando cumplan con las normas urbanísticas, 
arquitectónicas y estructurales y no se afecten espacios de propiedad pública.  Las modificaciones de licencias 
vigentes se resolverán con fundamento en las normas urbanísticas y demás reglamentaciones que sirvieron de base 
para su expedición. En los eventos en que haya cambio de dicha normatividad y se pretenda modificar una licencia 
vigente, se deberá mantener el uso o usos aprobados en la licencia respectiva”. Decreto 1469 de 2010 
67 “En el ejercicio de sus funciones, los curadores urbanos verificarán la concordancia de los proyectos de 
subdivisión, parcelación, urbanización, construcción y demás sometidos al trámite de licencias con las normas 
urbanísticas vigentes. Solamente en los casos de ausencia de normas exactamente aplicables a una situación o de 
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interpretar las normas urbanísticas,  puesto que no se cumplía el requisito de solicitud previa 
del curador. En otras palabras,  el procedimiento no se estaba dando en el marco de un caso 
particular y concreto; por el contrario, dicha actuación  constituía un acto administrativo de 
carácter general, convirtiéndose en una norma que obligaba a los curadores urbanos  a no aplicar 
el decreto nacional 1469 de 2010  en lo pertinente al procedimiento de la modificación de 
licencias. 
Tres circulares, con las cuales la Dirección de Planeación de Medellín quisó [sic] 
corregir los supuestos errores de la norma de construcción, podrán ser su talón de 
Aquiles. Fueron la 49 del 2013, la 50 y la 53 del 2014. Las expidieron cuando 
pretendían quitarse de encima los problemas que les estaba acarreando aprobar 
proyectos de Vivienda de Interés Prioritario (VIP), repotenciaciones y licencias de 
urbanismo en plena revisión del Plan de Ordenamiento Territorial. Con la primera 
pretendieron prohibir a las curadurías aprobar modificaciones de las licencias de 
construcción VIP, pese a que se extralimitaban en sus competencias. Así quedó 
claro en un documento escrito por el Ministerio de Vivienda al cual EL TIEMPO 
tuvo acceso. «Llama la atención que el contenido de tales circulares no se ajustan 
                                            
contradicciones en la normativa urbanística, la facultad de interpretación corresponderá a las autoridades de 
planeación del municipio o distrito, las cuales emitirán sus conceptos mediante circulares que tendrán el carácter 
de doctrina para la interpretación de casos similares, de conformidad con el artículo 102 de la Ley 388 de 1997. 
”Existe vacío normativo cuando no hay una disposición exactamente aplicable y contradicción cuando hay dos o 
más disposiciones que regulan un mismo tema que son incompatibles entre sí. En todo caso mediante estas 
circulares no se pueden ajustar o modificar las normas urbanísticas del Plan de Ordenamiento Territorial ni de los 
instrumentos que lo desarrollen y complementen. 
”La interpretación que realice la autoridad de planeación, en tanto se utilice para la expedición de licencias 
urbanísticas, tiene carácter vinculante y será de obligatorio cumplimiento, con el fin de darle seguridad a dicho 
trámite”. (Artículo  76 del Decreto 1469 de 2010)   
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adecuadamente a las situaciones contempladas por el artículo 76 del decreto 1469 
del 2010, pudiéndose entender que no corresponden a la interpretación para resolver 
la ausencia o vacío normativo», explicó Minvivienda en el texto.  (El Tiempo, 2014)  
Ante esa nueva “regulación”  fueron suspendidos los proyectos VIP en proceso de 
construcción que eran objeto de modificación en algunos aspectos constructivos; también otros 
que se habían aprobado inicialmente para un tipo distinto de vivienda pero que ahora los 
constructores querían acogerse a la normatividad VIP. En ese orden de ideas, los solicitantes de 
las respectivas licencias exigieron a las curadurías  que se cumplieran las normas de rango 
nacional y se omitieran las circulares emitidas por Planeación. 
Con el propósito de solucionar el conflicto normativo que había saltado con las circulares, la  
Curadora Cuarta de Medellín (Encargada Dra. Gloria Tobón) le manifestó al Ministerio de 
Vivienda la situación que estaba ocurriendo68 con relación a las circulares emitidas por 
Planeación; en consecuencia, lo requirió para que, en términos del artículo 115 del Decreto 1469 
de 2010, interviniera en la coordinación y seguimiento de los curadores urbanos, con el objetivo 
de orientar y apoyar su adecuada implementación al interior de las administraciones locales. 
No obstante, No obstante el requerimiento de la curadora ante el Ministerio,  el  
Departamento de Planeación de Medellín ratificó su posición mediante el Oficio del 17 de 
septiembre de 2013, por el cual, además,  se  ordenó que las actuaciones relacionadas en ese 
sentido, es decir, con las circulares,  fueran remitidas por las curadurías para ser resueltas 
directamente por Planeación: "Se solicita de la manera más respetuosa dirigir todas sus 
solicitudes, quejas, reclamos e inquietudes a nombre del Director del Departamento 
Administrativo de Planeación".  
                                            
68  Oficio C4-CO-16215-2014 (1), dirigido al Doctor Luis Felipe Henao, Ministro de Vivienda, Ciudad y Territorio, 
por parte de la Curaduría Cuarta de Medellín.  
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Con respecto a la comunicación de la Curaduría Cuarta, el Ministerio de Vivienda Ciudad y 
Territorio respondió así:  
A la luz de lo expuesto, se advierte con relación a la circular señalada en su escrito 
de consulta, que no le es posible por vía interpretativa a la autoridad municipal o 
distrital de planeación limitar el trámite modificatorio de una licencia urbanística 
cuando no existe norma expresa que así lo indique, pues como ha quedado dicho, la 
facultad de reinterpretación otorgada por el artículo 76 del decreto 1469 de 2010, 
solo tiene lugar cuando no existe norma aplicable al caso concreto o existe 
contradicción entre dos o más normas que así lo regulen, no teniendo por tanto la 
autoridad de planeación la competencia para ello.69  
En correspondencia con esta posición ministerial y frente a todas las presiones que se 
ejercieron en medio del conflicto,  los funcionarios de Planeación de Medellín se vieron 
obligados a dejar sin efectos las circulares cuestionadas.  
En efecto, en medio de todas las disputas normativas, sociales y territoriales que se 
desarrollaron, finalmente el 17 de diciembre de 2014 se adoptó el Acuerdo 048 de 2006 por 
parte del Municipio de Medellín. Con este se logró la revisión del Plan de Ordenamiento 
Territorial de la ciudad, como ya se explicó en forma  amplia. Mediante tal determinación se 
reglamentó en el tema de la VIP en una forma más cuidadosa y, por tanto, se restringió la 
posibilidad de solicitar licencias VIP por parte de los constructores privados. Así, se esperaba 
poner término a la coyuntura que tenía como eje la construcción de VIP en suelos de estratos 
alto en la ciudad. 
                                            
69 Oficio 2014EE0059048, del 21 de julio de 2014, emitido por el Director de Espacio Urbano y Territorial del 
Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio.  
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Si el Municipio toma el control,  yo pienso que el Municipio  debió [sic] posibilitar 
que los privados siguieran haciendo VIP, pero con unos controles estrictos y con un 
buen reglamento,  pero lamentablemente no culpo al Municipio por haber tomado 
medidas tan drásticas. (Entrevistado No 7)  
Los hechos expuestos en el marco de esta investigación evidenciaron la aplicación de las 
normas por parte de las diferentes autoridades relacionadas con el tema de la VIP. 
  
3.3 Configuraciones espaciales  a partir  de la  producción de VIP en Medellín 
 
Los resultados sobre las  configuraciones espaciales en la ciudad, que se detallan a 
continuación, se estructuraron sobre un mapa previamente elaborado que se tomó de la página 
web del municipio de Medellín, sobre el cual se ubicó por año cada una de las licencias 
otorgadas por las diferentes curadurías de Medellín en el periodo de investigación en  el lapso 
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2008 a 2012; estos incluyen  licencias de   urbanización70 y construcción,71 en las modalidades 
de obra nueva,  modificación,  ampliación  y  reconocimiento de vivienda de interés prioritario.   
En la gráfica 1 se muestran las estructuras espaciales que se han configurado en Medellín a 
partir de la construcción de VIP en la ciudad. La ilustración se elaboró con base en las licencias 
expedidas  claramente señaladas las direcciones de los inmuebles intervenidos bajo  cualquiera 
de las modalidades enunciadas en los apartes anteriores. En esta cartografía se visualiza el 
patrón de ocupación del territorio medellinense con la VIP,  el proceso de reconfiguración  y   
                                            
70 “Licencia de urbanización. Es la autorización previa para ejecutar en uno o varios predios localizados en suelo 
urbano, la creación de espacios públicos y privados, así como las vías públicas y la ejecución de obras de 
infraestructura de servicios públicos domiciliarios que permitan la adecuación, dotación y subdivisión de estos 
terrenos para la futura construcción de edificaciones con destino a usos urbanos, de conformidad con el Plan de 
Ordenamiento Territorial, los instrumentos que lo desarrollen y complementen, las leyes y demás reglamentaciones 
que expida el Gobierno Nacional. 
”Las licencias de urbanización concretan el marco normativo general sobre usos, edificabilidad, volumetría, 
accesibilidad y demás aspectos técnicos con base en el cual se expedirán las licencias de construcción para obra 
nueva en los predios resultantes de la urbanización. Con la licencia de urbanización se aprobará el plano 
urbanístico, el cual contendrá la representación gráfica de la urbanización, identificando todos los elementos que 
la componen para facilitar su comprensión, tales como: afectaciones, cesiones públicas para parques, 
equipamientos y vías locales, áreas útiles y el cuadro de áreas en el que se cuantifique las dimensiones de cada uno 
de los anteriores elementos y se haga su amojonamiento. Parágrafo. La licencia de urbanización en suelo de 
expansión urbana sólo podrá expedirse previa adopción del respectivo plan parcial”. Artículo 4° del Decreto 1469 
de 2010 
71 “Licencia de construcción y sus modalidades. Es la autorización previa para desarrollar edificaciones, áreas de 
circulación y zonas comunales en uno o varios predios, de conformidad con lo previsto en el Plan de Ordenamiento 
Territorial, los instrumentos que lo desarrollen y complementen, los Planes Especiales de Manejo y Protección de 
Bienes de Interés Cultural, y demás normatividad que regule la materia. En las licencias de construcción se 
concretarán de manera específica los usos, edificabilidad, volumetría, accesibilidad y demás aspectos técnicos 
aprobados para la respectiva edificación. Son modalidades de la licencia de construcción las siguientes: 1. Obra 
nueva. Es la autorización para adelantar obras de edificación en terrenos no construidos o cuya área esté libre por 
autorización de demolición total. 2. Ampliación. Es la autorización para incrementar el área construida de una 
edificación existente, entendiéndose por área construida la parte edificada que corresponde a la suma de las 
superficies de los pisos, excluyendo azoteas y áreas sin cubrir o techar. 3. Adecuación. Es la autorización para 
cambiar el uso de una edificación o parte de ella, garantizando a permanencia total o parcial del inmueble original. 
4. Modificación. Es la autorización para variar el diseño arquitectónico o estructural de una edificación existente, 
sin incrementar su área construida. 5. Restauración. Es la autorización para adelantar las obras tendientes a 
recuperar y adaptar un inmueble o parte de este, con el fin de conservar y revelar sus valores estéticos, históricos 
y simbólicos. Se fundamenta en el respeto por su integridad y autenticidad. Esta modalidad de licencia incluirá las 
liberaciones o demoliciones parciales de agregados de los bienes de interés cultural aprobadas por parte de la 
autoridad competente en los anteproyectos que autoricen su intervención. Artículo 7° del Decreto 1469 de 2010 
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las expresiones morfológicas  que se están dando en la ciudad. La proyección gráfica se hizo 
desde el año 2008 al 2012, dado que para este último se promulgó el decreto municipal  811, 
con el cual se suspendió, en forma definitiva, la aprobación de VIP, al reglamentar el área 
mínima de lote para este tipo de residencia en 2.000 m2. 
 
Gráfica 1. Patrones de ocupación espacial marcados por la VIP. Medellín 2008 - 2012 
Este espacio queda en blanco en tanto que la gráfica ocupa la página completa, por lo tanto se 
verá en la siguiente. 
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Fuente: Elaboración propia en cuanto a la ubicación de VIP aprobada en las curadurías. Mapa: 
confeccionado por el Departamento Administrativo de Planeación, Subdirección de 
Información, y el Grupo Osmi-Sigame.    
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En el marco del Plan de Ordenamiento Territorial (Acuerdo 46 de 2006), la  proyección 
morfológica de la ciudad que se observa es diversa desde que se inició la construcción en altura 
de VIP sobre todo en el sector de consolidación,  se evidenció un  crecimiento de la  vivienda 
en los barrios del centrales bajo esta modalidad, mientras que hacia el borde de la ciudad se 
observa un crecimiento expansivo. 
Aproximadamente a partir del año 2008  se realizó  en Medellín la construcción  
sobredimensionada de la VIP. No solo se construyeron los proyectos institucionales del Isvimed  
y la EDU,  sino también los impulsados por el potencial constructivo de los constructores 
privados,  quienes aprovecharon  los decretos 2060 y 3083 de 2004. 
Los proyectos VIP implementados por la institucionalidad se ubicaron espacialmente en los 
suelos de expansión, vale decir, en las comunas 2, 4, 7, 10, 13, 16, 60 y 80, donde se encuentran 
los  barrios de estrato 1, 2 y,  en algunos casos, 3. En ese contexto, se puede apreciar una 
espacialidad creciente de la ciudad hacia el Borde, con planes específicos en las zonas 
periféricas de la ciudad (Pajarito,  San Antonio de Prado, San Cristóbal, Santa Margarita, parte 
alta del 12 de octubre, Altavista, Belén Rincón, Zamora y Robledo, entre otros). En 
consecuencia, el modelo de consolidación del territorio y su especialización  por medio de la 
figura de la VIP,  está asociado a los costos de los terrenos para la construcción de la vivienda,  
al estrato social y  las determinaciones normativas en cuanto al precio de venta de la vivienda 
que no puede exceder los 70 smlmv, premisa que cumplen a cabalidad el Municipio de Medellín 
y los constructores asociados a los programas de vivienda institucional.  
 
Esto permite que haya una reconfiguración espacial que no concuerda con el modelo de 
ciudad compacta plasmado en el Plan de Ordenamiento Territorial de Medellín y que  se esté 
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fomentando desde las normas y la construcción de VIP en los bordes, la segregación social  y 
la acentuación de la diferenciación de las clases sociales, al no posibilitar su mezcla desde la 
construcción de viviendas para personas de escasos recursos en todos los estratos,  dejando  ver 
que tampoco se está cumpliendo con otros de los principios  del POT en relación con la mezcla 
de clases sociales. 
 
Por el contrario, los proyectos planteados por el sector privado han tendido hacia una 
espacialidad diferente, en tanto se ha impulsado un crecimiento de la ciudad hacia el centro y 
hacia arriba; todo ello con base en el uso normativo que permitió el desarrollo de la VIP con el 
Acuerdo 46 de 2006, el Decreto 2060 y el 2083. Su ubicación corresponde a los polígonos  de 
consolidación urbana, que en su mayor parte están clasificados como estratos  3, 4, 5 y 6. Así 
las cosas, tales proyectos  VIP se llevaron a barrios como el Poblado, Conquistadores, Calasanz, 
Laureles y La América, entre otros. Este patrón de ocupación del territorio y de reconfiguración 
urbana, desarrollado por el sector privado,  ha permitido el cambio de las estructuras construidas 
al interior de los predios y la morfología de los sectores intervenidos, lo que ha promovido la 
redensificación del territorio en el que se sitúan estos proyectos. 
Aquí se estaba afectando un derecho de ciudad porque, primero, desde el punto de 
vista urbanístico se estaba desdibujando la ciudad como tal  o sea se estaba 
desbordando la construcción por estas falsas  VIP, hoy en Medellín encontramos 
unas velas de 42 pisos al lado de una casa de dos pisos.  (Entrevistado No 1) 
 
Uno de los efectos que ha tenido la construcción de VIP privada en la reconfiguración 
morfológica de la ciudad, es que los actores, en el tema de la vivienda, coinciden en caracterizar 
135 
La vivienda de interés prioritario en Medellín 
 
a Medellín como una ciudad desorganizada,  de la que dicen que su  desarrollo espacial ha sido 
poco programado, que no ha sido planificado; por lo tanto, es fácil observar torres de altas 
densidades en medio de barrios consolidados con baja altura. 
 
Las zonas intervenidas con los edificios de VIP privados  no ofrecen  espacios públicos como 
zonas verdes, vías y equipamientos adicionales a los existentes, por lo que se considera que se 
afecta un derecho de ciudad en tanto que los constructores se benefician de las normas, pero no 
retribuyen la ganancia a los sectores afectados, por no realizar pago de obligaciones urbanísticas 
en sitio que contribuya al mejoramiento de los espacios intervenidos.  
Se presentaron unos desórdenes muy graves, entonces ahora se para uno en algunos 
sectores altos de la ciudad y uno ve unas torres  grandísimas inmersas en unos 
sectores que tienen una conformación por evolución histórica, porque son sectores 
que se van desarrollando a medida que la familia va creciendo  de 3, 4 y 5 pisos,  y 
resulta y sucede que son una serie de torres puestas así saltoniadas [sic] en la ciudad,  
enormes, que desentonan con la conformación de la zona,  eso es lo que a mí no me 
gusta, que estuvo la figura mal reglamentada, por eso.(Entrevistado No 2) 
Se espera, entonces, que  a partir del nuevo POT, y en relación con la VIP, el patrón de 
ocupación espacial cambie  y se incline hacia las comunas de estratos 1 y 2,  en tanto que estos 
proyectos serán desarrollados en forma exclusiva  por la institucionalidad,  en los predios que 
son entregados por los operadores urbanos como porcentaje obligatorio para la VIP, por el pago 
de obligaciones urbanísticas  y en los macroproyectos de Río y de Borde. Esto significa que, a 
partir del Decreto 075 de 2013 y del nuevo POT,  los empresarios de grandes proyectos de la 
construcción deben cumplir con el porcentaje obligatorio de cesión de terreno para la VIP. Sin 
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embargo, en los proyectos planteados para construir vivienda suntuaria u otras destinaciones  
como industria,  en predios de estrato alto,  la obligación de VIP se puede desplazar hacia 
terrenos donde  se pueda cumplir. Por esta consideración, se espera que la conformación 
morfológica de la ciudad, en cuanto a la construcción de VIP, cambie hacia  los estratos 1 y 2 y 
se siga viendo el crecimiento hacia los bordes de la ciudad. 
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El fundamento para la presente investigación fue la siguiente hipótesis: en Medellín ha 
surgido el concepto de falsas  VIP, como parte del conflicto normativo, social y territorial, 
generado por el uso, interpretación y  aplicación de la normatividad relacionada con la 
construcción y venta de las viviendas de interés prioritario en sitios de estratos altos (4, 5 y 6). 
En razón del uso  de dichas normas, se debe  definir  qué es una falsa VIP, si realmente existe 
como tal, qué las determina, cómo y quién las define,  y cuáles son las connotaciones de esta 
expresión en el orden normativo, social y territorial. 
Para sostener la hipótesis planteada, se establecieron unos compromisos investigativos 
resumidos en el objetivo general de interpretar cómo se generó y fue tratado el conflicto que 
engloba los niveles jurídico, social y territorial en torno a la aplicación normativa de la vivienda 
social en la modalidad de VIP en el territorio de Medellín. En consecuencia, cómo se originó el 
concepto de falsas VIP durante el periodo comprendido entre los años 2008 y 2014.  
La importancia de la investigación que se expone radica en que con este trabajo se identificó 
y se abordó  el conflicto en sus distintas aristas, examinando en detalle el uso, interpretación y 
la implementación de las normas correspondientes a la vivienda de interés prioritario (VIP). 
También se advirtió la existencia de unos actores que fueron identificados con  sus prácticas, 
narrativas, competencias y apropiación de las normas. Finalmente, con la investigación también 
se da cuenta de las configuraciones socio-territoriales forjadas a partir de la aplicación 
normativa de la VIP en Medellín, y desde allí se pueden interpretar  sus implicaciones en el 
orden territorial.  
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Más en concreto, se pudo advertir y constatar que los hechos investigados y descritos en este 
trabajo develaron la existencia de un conflicto en el orden jurídico, desde la creación, 
interpretación y aplicación de las normas VIP. Un conflicto social, por la forma como cada actor 
interpretó y usó las normas para resolver las diversas coyunturas desde sus propios intereses. Y 
un conflicto territorial, ya que fue en el espacio que se usó para la construcción donde se reflejó 
y se sintetizó la aplicación de las diferentes normas que determinaron el orden urbano y la 
proyección morfológica de la ciudad. Es finalmente en el territorio donde se concretan los 
efectos de las formas específicas de regulación de los distintos  órganos  estatales  y de las 
diferentes racionalidades que concretan los actores en el uso de las normas. 
La investigación llevada a cabo puso de presente que el ordenamiento de la ciudad no se 
planteaba desde las necesidades e intereses de los espacios  para los cuales se reglamentaba, si 
se tienen en cuenta las orientaciones expresadas en el acuerdo municipal  46 de 2006 y los 
decretos  nacionales 2060 y 2083 de 2004. También evidenció cómo no se tuvieron en cuenta,  
en la reglamentación del POT (Acuerdo 46 de 2006), normas diferenciales con   oportunidades 
de desarrollo territorial inclusivo que consideraran la participación de todos los actores y las 
necesidades del espacio urbano. No habían distinciones para el caso de la VIS, como tampoco 
presentaban posibilidades de desarrollo territorial para muchos  predios urbanizados que no 
alcanzaban las condiciones físicas impuestas (área mínima de frente y fondo) en el marco de 
esas normas. Por consiguiente, como última posibilidad, algunos actores optaron por desarrollar 
sus proyectos con base en la norma nacional, que no contemplaba los requisitos establecidos en 
el POT. 
En este trabajo también se hace reconocimiento de un conjunto de prácticas  normativas que 
dieron paso al conflicto y otras vinculadas a la solución del mismo. Con respecto a las primeras, 
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se clarificó la existencia de actores plenamente identificados, de quienes se puede decir que 
hicieron interpretación y uso de las normas en una forma no acorde con la intención y el espíritu 
con el que habían sido concebidas por el legislador. El propósito con las normas VIP, expedidas 
mediante los decretos nacionales, y adoptadas en el Acuerdo 46 de 2006,  era facilitar la 
construcción de vivienda con muy pocos recursos, pocas obligaciones urbanísticas y fiscales,  y  
muchas prerrogativas, a fin de que esta pudiera ser entregada a precios favorables a familias  de 
escasos recursos.  
Sin embargo, la investigación sacó a  la luz las formas como la norma VIP fue usada por 
algunos actores con una óptica y racionalidad distintas a las originales para favorecer intereses 
distintos a los de las personas de escasos recursos quienes estaban destinadas las VIP. Se puede 
concluir, entonces, que las normas se usaron en principio para resolver el problema o la 
coyuntura a que se llegó, al evidenciar la rigidez reglamentaria del POT,  pues este no permitía 
el desarrollo de algunos predios en el contexto del ordenamiento territorial, y, de paso, fue 
posible el aprovechamiento en un sentido menos social y más lucrativo para el sector privado 
de la construcción. 
A los anteriores se agregaron otros actores, quienes intervinieron tratando de dar solución al 
conflicto y usaron e interpretaron las normas procesales para la expedición de las licencias, en 
una forma diferente a la realmente deseada y esperada por el legislador. Esta afirmación está 
cimentada en los hechos identificados en el capítulo 3 de este trabajo,  donde se puede observar 
cómo el municipio de Medellín valiéndose del  poder administrativo delegado por el Estado, 
para poder frenar la aprobación de licencias destinadas a la construcción de VIP, modificó el 
decreto nacional 1469 de 2010 que regula el procedimiento de expedición de licencias. Lo hizo 
a través de tres circulares interpretativas, a las cuales se les dio el alcance de norma general sin 
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tener legalmente dicha implicación.  Esta situación hizo aflorar un choque de trenes, 
enfrentamiento entre  poderes, en una competencia por mantener la autonomía territorial, hechos 
que finalmente son la síntesis de la falta de concertación,  coordinación y entendimiento a la 
hora de construir y expedir la norma. 
La indagación realizada hizo posible  registrar cómo las instancias oficiales, en cabeza del 
director de Planeación Municipal, ante el Concejo,  tuvieran que reconocer la  falta de una 
reglamentación especial de las normas nacionales dentro del ordenamiento territorial. Estos 
vacíos desencadenaron los diversos usos y prácticas normativas,  de tal suerte que todos los 
actores consideraron que su actividad se circunscribía al marco  legal y ellos se colocaban dentro 
de las posibilidades que daba la norma por falta de reglamentación general.  
En esa dinámica, la investigación llevó a explicitar cómo la institucionalidad también se 
volvió parte del conflicto. En la medida en que trató de frenar las prácticas de construcción 
inadecuadas, desde su poder administrativo, coercitivo y político, creó normas que no tenían el 
aval competente y del procedimiento legislativo formal. Se evidenció así la movilización 
ilegitima de los recursos del poder y la autoridad, y el despojo del Estado de su papel político 
administrativo y de árbitro o jerarca, para resolver la coyuntura, desdibujando su legitimidad y 
perdiendo credibilidad. 
En el plano de la reflexión que se formula, es importante resaltar que en el espacio urbano 
sucedieron  actuaciones por parte de los diferentes  actores  que finalmente reflejaron las lógicas 
de sus pensamientos, la defensa de sus intereses  y la necesidad de un orden urbano que 
implicara la integración de todas las posibles necesidades sociales. En el marco de los hechos 
auscultados se pudo reconocer la existencia del término “falsas VIP”, que operó a manera de 
sanción social hacia la conducta de quienes realizaron determinadas prácticas normativas,  
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posibles desde la norma, pero que se volvieron contrarias a los intereses sociales y espaciales 
de la ciudad. Allí entraron a regir los símbolos  creados, en este caso, la expresión “falsas VIP”, 
para identificar las prácticas negativas que se implementaron en términos del desarrollo 
territorial a partir de las normas VIP. 
Ahora bien, queda pendiente un aspecto importante en la perspectiva de un desarrollo 
posterior de una futura investigación: el tema relacionado con el control. Es así como la mayoría 
de actores, ante el uso dado a las normas,  apuntaron a señalar la falta de control político y 
urbano por parte del Estado. En este punto se observó un vacío que debe ser motivo de 
preocupación, y aunque el control como tal es un asunto que estuvo al margen de esta 
investigación,  hay que reconocer que en esta se reflejó también dicho aspecto, puesto que el 
conflicto planteado alrededor de las falsas vip y el interés estatal por resolverlo, no salieron a la 
luz pública a partir del análisis, vigilancia y control en cuanto a los efectos y aplicación en el 
orden local,  como función política y urbanística del Estado. Las contradicciones nacieron al 
ritmo de la función institucional, del interés de algunos actores que pretendían crecer desde sus 
aspiraciones personales en lo político así como de otros interesados en defender su patrimonio 
económico al constatar que la construcción de  las VIP podía influir en el valor de sus 
propiedades. Ellos hicieron exigencias al Municipio para asumir el negocio y solucionar el 
conflicto. Esta cuestión  abrió, en la investigación, las puertas a un cúmulo de interrogantes en 
relación con el control político y urbano que debe ser ejercido por el Estado y que pueden ser 
objeto de estudios posteriores desde un enfoque urbano-territorial.  
Un logro adicional se puede mostrar como producto de la investigación que se expone. Se 
produjeron cambios  normativos relacionados con el plan de ordenamiento territorial de 
Medellín y se derogaron las normas nacionales correspondientes a los decretos 2060 y 2083 de 
142 
La vivienda de interés prioritario en Medellín 
 
2004 que regulaban las VIP en el ámbito local. Esto sucedió a partir de las coyunturas  y  de las 
disputas político-sociales, con lo que se demuestra que la política de vivienda y las normas que 
la desarrollan no habían sido pensadas desde y para  el desarrollo territorial con un enfoque 
social, bajo el entendimiento de  su vulnerabilidad y su problemática. Por el contrario, fueron 
creadas desde un modelo económico, mercantilista, segmentado, que  tiene unos efectos en el 
espacio urbano, en la calidad de la vivienda, en la calidad de vida, en la división social y, 
precisamente en ese sentido,  se manifestó el conflicto. Las transformaciones jurídicas descritas 
se pueden entender como uno de los modos de producción y transformación del derecho, tal 
como se ha evidenciado con los cambios de ordenamiento territorial que tuvieron que llevarse 
a cabo mediante el Acuerdo 48 de 2014, con el cual, en principio, se pretendió acabar con el 
conflicto relacionado con el licenciamiento y ubicación de la VIP en Medellín. 
El centro de la investigación era dilucidar el interrogante de  si la denominación de “falsas 
VIP” constituía o no un mito, cuestión que se esclareció desde los planteamientos teóricos que 
acompañan la presente exposición y, al mismo tiempo, con base en los hechos analizados en el 
capítulo 3. En efecto, se puede concluir  que las falsas vip, no obstante ser denominadas como 
un mito por algunos actores,  no adquieren esta categoría ya que no se cumplen las 
características teóricas que integran dicha figura. Si bien es cierto que podemos describirlo 
como un símbolo, este no está puesto en movimiento,  es decir, no se  acompaña de una 
narración  o relato que tenga personajes endiosados o divinizados. Por lo tanto, desde el enfoque 
teórico que se discutió sobre el mito, la expresión “falsas vip” no pueden definirse con tal 
categoría. 
Así, a modo de conclusión, del análisis desarrollado sobre los hechos y con base en los 
postulados teóricos se puede aseverar que las llamadas “falsas VIP”  constituyen un símbolo 
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mitizado que nació  como producto de la resignificación social  de un acontecimiento y  de unas 
actuaciones ocurridos en el contexto de Medellín,  por medio del cual se designa el uso de las 
normas VIP desde una racionalidad y una mirada  diferentes a la intensión propuesta por el 
legislador y a la esperada por algunos grupos sociales. Dicho símbolo integra y  denota una 
realidad que no puede ser expresada mediante conceptos,  que muestra  e identifica un orden 
diferente de lo que en realidad debería ser el uso social de las normas VIP en el contexto de la 
capital antioqueña. 
Una experiencia gratificante resultó como colofón en el campo del aprendizaje al participar 
en esta investigación. Se  demostró  que  la academia es un instrumento para el conocimiento,  
donde se alcanza la oportunidad de  aprender  a investigar y dar a conocer  los sucesos del 
espacio urbano en el que se puede realizar un análisis de los diferentes fenómenos que se 
presentan,  con un orden metodológico que aporte en los niveles correspondientes y refleje la 
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